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1. LA CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA DE 1978 
 

FECHAS CLAVE DE LA CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA DE 1978 

La Constitución Española fue aprobada por las Cortes Generales en sesiones plenarias 
del Congreso de los Diputados y del Senado celebradas el 31 de octubre de 1978, ratificada 
por el pueblo español en referéndum de 6 de diciembre de 1978 y sancionada por S.M. el 
Rey ante las Cortes el 27 de diciembre.  

Entró en vigor el mismo día de su publicación en el Boletín Oficial del Estado, el día 29 de 
diciembre del mismo año. 

TÍTULO PRELIMINAR  

Artículo 1 

1. España se constituye en un Estado social y democrático de Derecho, que propugna 
como valores superiores de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el 
pluralismo político. 

2. La soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan los poderes del 
Estado. 

3. La forma política del Estado español es la Monarquía parlamentaria. 

Artículo 2 

La Constitución se fundamenta en la indisoluble unidad de la Nación española, patria 
común e indivisible de todos los españoles, y reconoce y garantiza el derecho a la 
autonomía de las nacionalidades y regiones que la integran y la solidaridad entre todas 
ellas. 

Artículo 3 

1. El castellano es la lengua española oficial del Estado. Todos los españoles tienen el 
deber de conocerla y el derecho a usarla. 

2. Las demás lenguas españolas serán también oficiales en las respectivas 
Comunidades Autónomas de acuerdo con sus Estatutos. 

3. La riqueza de las distintas modalidades lingüísticas de España es un patrimonio 
cultural que será objeto de especial respeto y protección. 

Artículo 4 

1. La bandera de España está formada por tres franjas horizontales, roja, amarilla y roja, 
siendo la amarilla de doble anchura que cada una de las rojas. 

2. Los Estatutos podrán reconocer banderas y enseñas propias de las Comunidades 
Autónomas. Estas se utilizarán junto a la bandera de España en sus edificios públicos y en 
sus actos oficiales. 

Artículo 5 

La capital del Estado es la villa de Madrid. 
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Artículo 6 

Los partidos políticos expresan el pluralismo político, concurren a la formación y 
manifestación de la voluntad popular y son instrumento fundamental para la participación 
política. Su creación y el ejercicio de su actividad son libres dentro del respeto a la 
Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos. 

Artículo 7 

Los sindicatos de trabajadores y las asociaciones empresariales contribuyen a la 
defensa y promoción de los intereses económicos y sociales que les son propios. Su 
creación y el ejercicio de su actividad son libres dentro del respeto a la Constitución y a la 
ley. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos. 

Artículo 8 

1. Las Fuerzas Armadas, constituidas por el Ejército de Tierra, la Armada y el Ejército del 
Aire, tienen como misión garantizar la soberanía e independencia de España, defender su 
integridad territorial y el ordenamiento constitucional. 

2. Una ley orgánica regulará las bases de la organización militar conforme a los principios 
de la presente Constitución. 

Artículo 9 

1. Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del 
ordenamiento jurídico. 

2. Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y 
la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; remover 
los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los 
ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social. 

3. La Constitución garantiza el principio de legalidad, la jerarquía normativa, la 
publicidad de las normas, la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales, la seguridad jurídica, la responsabilidad 
y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos. 

TÍTULO I. DE LOS DERECHOS Y DEBERES FUNDAMENTALES 

Artículo 10 

1. La dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre 
desarrollo de la personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás son 
fundamento del orden político y de la paz social. 

2. Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la 
Constitución reconoce se interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de 
Derechos Humanos y los tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias 
ratificados por España. 
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CAPÍTULO PRIMERO. DE LOS ESPAÑOLES Y LOS EXTRANJEROS 

Artículo 11 

1. La nacionalidad española se adquiere, se conserva y se pierde de acuerdo con lo 
establecido por la ley. 

2. Ningún español de origen podrá ser privado de su nacionalidad. 
3. El Estado podrá concertar tratados de doble nacionalidad con los países 

iberoamericanos o con aquellos que hayan tenido o tengan una particular vinculación con 
España. En estos mismos países, aun cuando no reconozcan a sus ciudadanos un derecho 
recíproco, podrán naturalizarse los españoles sin perder su nacionalidad de origen. 

Artículo 12 

Los españoles son mayores de edad a los dieciocho años. 

Artículo 13 

1. Los extranjeros gozarán en España de las libertades públicas que garantiza el presente 
Título en los términos que establezcan los tratados y la ley. 

2. Solamente los españoles serán titulares de los derechos reconocidos en el artículo 
23, salvo lo que, atendiendo a criterios de reciprocidad, pueda establecerse por tratado o 
ley para el derecho de sufragio activo y pasivo en las elecciones municipales. 

3. La extradición sólo se concederá en cumplimiento de un tratado o de la ley, atendiendo 
al principio de reciprocidad. Quedan excluidos de la extradición los delitos políticos, no 
considerándose como tales los actos de terrorismo. 

4. La ley establecerá los términos en que los ciudadanos de otros países y los apátridas 
podrán gozar del derecho de asilo en España. 

CAPÍTULO SEGUNDO. DERECHOS Y LIBERTADES 

Artículo 14 

Los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna 
por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o 
circunstancia personal o social. 

Sección 1.ª De los derechos fundamentales y de las libertades públicas 

Artículo 15 

Todos tienen derecho a la vida y a la integridad física y moral, sin que, en ningún caso, 
puedan ser sometidos a tortura ni a penas o tratos inhumanos o degradantes. Queda 
abolida la pena de muerte, salvo lo que puedan disponer las leyes penales militares para 
tiempos de guerra. 

Artículo 16 

1. Se garantiza la libertad ideológica, religiosa y de culto de los individuos y las 
comunidades sin más limitación, en sus manifestaciones, que la necesaria para el 
mantenimiento del orden público protegido por la ley. 

2. Nadie podrá ser obligado a declarar sobre su ideología, religión o creencias. 
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3. Ninguna confesión tendrá carácter estatal. Los poderes públicos tendrán en cuenta 
las creencias religiosas de la sociedad española y mantendrán las consiguientes 
relaciones de cooperación con la Iglesia Católica y las demás confesiones. 

Artículo 17 

1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad. Nadie puede ser privado de 
su libertad, sino con la observancia de lo establecido en este artículo y en los casos y en la 
forma previstos en la ley. 

2. La detención preventiva no podrá durar más del tiempo estrictamente necesario para 
la realización de las averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos, y, en todo 
caso, en el plazo máximo de setenta y dos horas, el detenido deberá ser puesto en libertad 
o a disposición de la autoridad judicial. 

3. Toda persona detenida debe ser informada de forma inmediata, y de modo que le sea 
comprensible, de sus derechos y de las razones de su detención, no pudiendo ser obligada 
a declarar. Se garantiza la asistencia de abogado al detenido en las diligencias policiales y 
judiciales, en los términos que la ley establezca. 

4. La ley regulará un procedimiento de «habeas corpus» para producir la inmediata 
puesta a disposición judicial de toda persona detenida ilegalmente. Asimismo, por ley se 
determinará el plazo máximo de duración de la prisión provisional. 

Artículo 18 

1. Se garantiza el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen. 
2. El domicilio es inviolable. Ninguna entrada o registro podrá hacerse en él sin 

consentimiento del titular o resolución judicial, salvo en caso de flagrante delito. 
3. Se garantiza el secreto de las comunicaciones y, en especial, de las postales, 

telegráficas y telefónicas, salvo resolución judicial. 
4. La ley limitará el uso de la informática para garantizar el honor y la intimidad personal 

y familiar de los ciudadanos y el pleno ejercicio de sus derechos. 

Artículo 19 

Los españoles tienen derecho a elegir libremente su residencia y a circular por el 
territorio nacional. 

Asimismo, tienen derecho a entrar y salir libremente de España en los términos que la 
ley establezca. Este derecho no podrá ser limitado por motivos políticos o ideológicos. 

Artículo 20 

1. Se reconocen y protegen los derechos: 
a) A expresar y difundir libremente los pensamientos, ideas y opiniones mediante la 

palabra, el escrito o cualquier otro medio de reproducción. 
b) A la producción y creación literaria, artística, científica y técnica. 
c) A la libertad de cátedra. 
d) A comunicar o recibir libremente información veraz por cualquier medio de difusión. 

La ley regulará el derecho a la cláusula de conciencia y al secreto profesional en el ejercicio 
de estas libertades. 
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2. El ejercicio de estos derechos no puede restringirse mediante ningún tipo de censura 
previa. 

3. La ley regulará la organización y el control parlamentario de los medios de 
comunicación social dependientes del Estado o de cualquier ente público y garantizará el 
acceso a dichos medios de los grupos sociales y políticos significativos, respetando el 
pluralismo de la sociedad y de las diversas lenguas de España. 

4. Estas libertades tienen su límite en el respeto a los derechos reconocidos en este 
Título, en los preceptos de las leyes que lo desarrollen y, especialmente, en el derecho al 
honor, a la intimidad, a la propia imagen y a la protección de la juventud y de la infancia. 

5. Sólo podrá acordarse el secuestro de publicaciones, grabaciones y otros medios de 
información en virtud de resolución judicial. 

Artículo 21 

1. Se reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas. El ejercicio de este derecho 
no necesitará autorización previa. 

2. En los casos de reuniones en lugares de tránsito público y manifestaciones se dará 
comunicación previa a la autoridad, que sólo podrá prohibirlas cuando existan razones 
fundadas de alteración del orden público, con peligro para personas o bienes. 

Artículo 22 

1. Se reconoce el derecho de asociación. 
2. Las asociaciones que persigan fines o utilicen medios tipificados como delito son 

ilegales. 
3. Las asociaciones constituidas al amparo de este artículo deberán inscribirse en un 

registro a los solos efectos de publicidad. 
4. Las asociaciones sólo podrán ser disueltas o suspendidas en sus actividades en virtud 

de resolución judicial motivada. 
5. Se prohíben las asociaciones secretas y las de carácter paramilitar. 

Artículo 23 

1. Los ciudadanos tienen el derecho a participar en los asuntos públicos, directamente 
o por medio de representantes, libremente elegidos en elecciones periódicas por sufragio 
universal. 

2. Asimismo, tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a las funciones y 
cargos públicos, con los requisitos que señalen las leyes. 

Artículo 24 

1. Todas las personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de los jueces y 
tribunales en el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos, sin que, en ningún caso, 
pueda producirse indefensión. 

2. Asimismo, todos tienen derecho al Juez ordinario predeterminado por la ley, a la 
defensa y a la asistencia de letrado, a ser informados de la acusación formulada contra 
ellos, a un proceso público sin dilaciones indebidas y con todas las garantías, a utilizar los 
medios de prueba pertinentes para su defensa, a no declarar contra sí mismos, a no 
confesarse culpables y a la presunción de inocencia. 
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La ley regulará los casos en que, por razón de parentesco o de secreto profesional, no se 
estará obligado a declarar sobre hechos presuntamente delictivos. 

Artículo 25 

1. Nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el 
momento de producirse no constituyan delito, falta o infracción administrativa, según la 
legislación vigente en aquel momento. 

2. Las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad estarán orientadas hacia 
la reeducación y reinserción social y no podrán consistir en trabajos forzados. El 
condenado a pena de prisión que estuviere cumpliendo la misma gozará de los derechos 
fundamentales de este Capítulo, a excepción de los que se vean expresamente limitados 
por el contenido del fallo condenatorio, el sentido de la pena y la ley penitenciaria. En todo 
caso, tendrá derecho a un trabajo remunerado y a los beneficios correspondientes de la 
Seguridad Social, así como al acceso a la cultura y al desarrollo integral de su personalidad. 

3. La Administración civil no podrá imponer sanciones que, directa o subsidiariamente, 
impliquen privación de libertad. 

Artículo 26 

Se prohíben los Tribunales de Honor en el ámbito de la Administración civil y de las 
organizaciones profesionales. 

Artículo 27 

1. Todos tienen el derecho a la educación. Se reconoce la libertad de enseñanza. 

2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana en el 
respeto a los principios democráticos de convivencia y a los derechos y libertades 
fundamentales. 

3. Los poderes públicos garantizan el derecho que asiste a los padres para que sus hijos 
reciban la formación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones. 

4. La enseñanza básica es obligatoria y gratuita. 

5. Los poderes públicos garantizan el derecho de todos a la educación, mediante una 
programación general de la enseñanza, con participación efectiva de todos los sectores 
afectados y la creación de centros docentes. 

6. Se reconoce a las personas físicas y jurídicas la libertad de creación de centros 
docentes, dentro del respeto a los principios constitucionales. 

7. Los profesores, los padres y, en su caso, los alumnos intervendrán en el control y 
gestión de todos los centros sostenidos por la Administración con fondos públicos, en los 
términos que la ley establezca. 

8. Los poderes públicos inspeccionarán y homologarán el sistema educativo para 
garantizar el cumplimiento de las leyes. 

9. Los poderes públicos ayudarán a los centros docentes que reúnan los requisitos que 
la ley establezca. 

10. Se reconoce la autonomía de las Universidades, en los términos que la ley 
establezca. 
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Artículo 28 

Todos tienen derecho a sindicarse libremente. La ley podrá limitar o exceptuar el ejercicio 
de este derecho a las Fuerzas o Institutos armados o a los demás Cuerpos sometidos a 
disciplina militar y regulará las peculiaridades de su ejercicio para los funcionarios 
públicos. La libertad sindical comprende el derecho a fundar sindicatos y a afiliarse al de 
su elección, así como el derecho de los sindicatos a formar confederaciones y a fundar 
organizaciones sindicales internacionales o a afiliarse a las mismas. Nadie podrá ser 
obligado a afiliarse a un sindicato. 

2. Se reconoce el derecho a la huelga de los trabajadores para la defensa de sus 
intereses. La ley que regule el ejercicio de este derecho establecerá las garantías precisas 
para asegurar el mantenimiento de los servicios esenciales de la comunidad. 

Artículo 29 

1. Todos los españoles tendrán el derecho de petición individual y colectiva, por escrito, 
en la forma y con los efectos que determine la ley. 

2. Los miembros de las Fuerzas o Institutos armados o de los Cuerpos sometidos a 
disciplina militar podrán ejercer este derecho sólo individualmente y con arreglo a lo 
dispuesto en su legislación específica. 

Sección 2.ª De los derechos y deberes de los ciudadanos 

Artículo 30 

1. Los españoles tienen el derecho y el deber de defender a España. 

2. La ley fijará las obligaciones militares de los españoles y regulará, con las debidas 
garantías, la objeción de conciencia, así como las demás causas de exención del servicio 
militar obligatorio, pudiendo imponer, en su caso, una prestación social sustitutoria. 

3. Podrá establecerse un servicio civil para el cumplimiento de fines de interés general. 

4. Mediante ley podrán regularse los deberes de los ciudadanos en los casos de grave 
riesgo, catástrofe o calamidad pública. 

Artículo 31 

1. Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su 
capacidad económica mediante un sistema tributario justo inspirado en los principios de 
igualdad y progresividad que, en ningún caso, tendrá alcance confiscatorio. 

2. El gasto público realizará una asignación equitativa de los recursos públicos, y su 
programación y ejecución responderán a los criterios de eficiencia y economía. 

3. Sólo podrán establecerse prestaciones personales o patrimoniales de carácter 
público con arreglo a la ley. 

Artículo 32 

1. El hombre y la mujer tienen derecho a contraer matrimonio con plena igualdad 
jurídica. 

2. La ley regulará las formas de matrimonio, la edad y capacidad para contraerlo, los 
derechos y deberes de los cónyuges, las causas de separación y disolución y sus efectos. 
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Artículo 33 

1. Se reconoce el derecho a la propiedad privada y a la herencia. 

2. La función social de estos derechos delimitará su contenido, de acuerdo con las leyes. 

3. Nadie podrá ser privado de sus bienes y derechos sino por causa justificada de utilidad 
pública o interés social, mediante la correspondiente indemnización y de conformidad con 
lo dispuesto por las leyes. 

Artículo 34 

1. Se reconoce el derecho de fundación para fines de interés general, con arreglo a la ley. 

2. Regirá también para las fundaciones lo dispuesto en los apartados 2 y 4 del artículo 
22. 

Artículo 35 

1. Todos los españoles tienen el deber de trabajar y el derecho al trabajo, a la libre 
elección de profesión u oficio, a la promoción a través del trabajo y a una remuneración 
suficiente para satisfacer sus necesidades y las de su familia, sin que en ningún caso pueda 
hacerse discriminación por razón de sexo. 

2. La ley regulará un estatuto de los trabajadores. 

Artículo 36 

La ley regulará las peculiaridades propias del régimen jurídico de los Colegios 
Profesionales y el ejercicio de las profesiones tituladas. La estructura interna y el 
funcionamiento de los Colegios deberán ser democráticos. 

Artículo 37 

1. La ley garantizará el derecho a la negociación colectiva laboral entre los 
representantes de los trabajadores y empresarios, así como la fuerza vinculante de los 
convenios. 

2. Se reconoce el derecho de los trabajadores y empresarios a adoptar medidas de 
conflicto colectivo. La ley que regule el ejercicio de este derecho, sin perjuicio de las 
limitaciones que puedan establecer, incluirá las garantías precisas para asegurar el 
funcionamiento de los servicios esenciales de la comunidad. 

Artículo 38 

Se reconoce la libertad de empresa en el marco de la economía de mercado. Los poderes 
públicos garantizan y protegen su ejercicio y la defensa de la productividad, de acuerdo con 
las exigencias de la economía general y, en su caso, de la planificación. 

CAPÍTULO TERCERO. PRINCIPIOS RECTORES DE LA POLÍTICA SOCIAL Y ECONÓMICA 

Artículo 39 

1. Los poderes públicos aseguran la protección social, económica y jurídica de la familia. 

2. Los poderes públicos aseguran, asimismo, la protección integral de los hijos, iguales 
éstos ante la ley con independencia de su filiación, y de las madres, cualquiera que sea su 
estado civil. La ley posibilitará la investigación de la paternidad. 
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3. Los padres deben prestar asistencia de todo orden a los hijos habidos dentro o fuera 
del matrimonio, durante su minoría de edad y en los demás casos en que legalmente 
proceda. 

4. Los niños gozarán de la protección prevista en los acuerdos internacionales que velan 
por sus derechos. 

Artículo 40 

1. Los poderes públicos promoverán las condiciones favorables para el progreso social y 
económico y para una distribución de la renta regional y personal más equitativa, en el 
marco de una política de estabilidad económica. De manera especial realizarán una 
política orientada al pleno empleo. 

2. Asimismo, los poderes públicos fomentarán una política que garantice la formación y 
readaptación profesionales; velarán por la seguridad e higiene en el trabajo y garantizarán 
el descanso necesario, mediante la limitación de la jornada laboral, las vacaciones 
periódicas retribuidas y la promoción de centros adecuados. 

Artículo 41 

Los poderes públicos mantendrán un régimen público de Seguridad Social para todos 
los ciudadanos, que garantice la asistencia y prestaciones sociales suficientes ante 
situaciones de necesidad, especialmente en caso de desempleo. La asistencia y 
prestaciones complementarias serán libres. 

Artículo 42 

El Estado velará especialmente por la salvaguardia de los derechos económicos y 
sociales de los trabajadores españoles en el extranjero y orientará su política hacia su 
retorno. 

Artículo 43 

1. Se reconoce el derecho a la protección de la salud. 
2. Compete a los poderes públicos organizar y tutelar la salud pública a través de 

medidas preventivas y de las prestaciones y servicios necesarios. La ley establecerá los 
derechos y deberes de todos al respecto. 

3. Los poderes públicos fomentarán la educación sanitaria, la educación física y el 
deporte. Asimismo, facilitarán la adecuada utilización del ocio. 

Artículo 44 

1. Los poderes públicos promoverán y tutelarán el acceso a la cultura, a la que todos 
tienen derecho. 

2. Los poderes públicos promoverán la ciencia y la investigación científica y técnica en 
beneficio del interés general. 

Artículo 45 

1. Todos tienen el derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado para el desarrollo 
de la persona, así como el deber de conservarlo. 

2. Los poderes públicos velarán por la utilización racional de todos los recursos 
naturales, con el fin de proteger y mejorar la calidad de la vida y defender y restaurar el 
medio ambiente, apoyándose en la indispensable solidaridad colectiva. 
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3. Para quienes violen lo dispuesto en el apartado anterior, en los términos que la ley fije 
se establecerán sanciones penales o, en su caso, administrativas, así como la obligación 
de reparar el daño causado. 

Artículo 46 

Los poderes públicos garantizarán la conservación y promoverán el enriquecimiento del 
patrimonio histórico, cultural y artístico de los pueblos de España y de los bienes que lo 
integran, cualquiera que sea su régimen jurídico y su titularidad. La ley penal sancionará 
los atentados contra este patrimonio. 

Artículo 47 

Todos los españoles tienen derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada. Los 
poderes públicos promoverán las condiciones necesarias y establecerán las normas 
pertinentes para hacer efectivo este derecho, regulando la utilización del suelo de acuerdo 
con el interés general para impedir la especulación. La comunidad participará en las 
plusvalías que genere la acción urbanística de los entes públicos. 

Artículo 48 

Los poderes públicos promoverán las condiciones para la participación libre y eficaz de 
la juventud en el desarrollo político, social, económico y cultural. 

Artículo 49 

Los poderes públicos realizarán una política de previsión, tratamiento, rehabilitación e 
integración de los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos a los que prestarán la 
atención especializada que requieran y los ampararán especialmente para el disfrute de 
los derechos que este Título otorga a todos los ciudadanos. 

Artículo 50 

Los poderes públicos garantizarán, mediante pensiones adecuadas y periódicamente 
actualizadas, la suficiencia económica a los ciudadanos durante la tercera edad. 
Asimismo, y con independencia de las obligaciones familiares, promoverán su bienestar 
mediante un sistema de servicios sociales que atenderán sus problemas específicos de 
salud, vivienda, cultura y ocio. 

Artículo 51 

1. Los poderes públicos garantizarán la defensa de los consumidores y usuarios, 
protegiendo, mediante procedimientos eficaces, la seguridad, la salud y los legítimos 
intereses económicos de los mismos. 

2. Los poderes públicos promoverán la información y la educación de los consumidores 
y usuarios, fomentarán sus organizaciones y oirán a éstas en las cuestiones que puedan 
afectar a aquéllos, en los términos que la ley establezca. 

3. En el marco de lo dispuesto por los apartados anteriores, la ley regulará el comercio 
interior y el régimen de autorización de productos comerciales. 
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Artículo 52 

La ley regulará las organizaciones profesionales que contribuyan a la defensa de los 
intereses económicos que les sean propios. Su estructura interna y funcionamiento 
deberán ser democráticos. 

CAPÍTULO CUARTO. GARANTÍAS DE LAS LIBERTADES Y DERECHOS FUNDAMENTALES. 

Artículo 53 

1. Los derechos y libertades reconocidos en el Capítulo segundo del presente Título (I) 
vinculan a todos los poderes públicos. Sólo por ley, que en todo caso deberá respetar su 
contenido esencial, podrá regularse el ejercicio de tales derechos y libertades, que se 
tutelarán de acuerdo con lo previsto en el artículo 161.1.a. (a través del recurso de 
inconstitucionalidad). 

2. Cualquier ciudadano podrá recabar la tutela de las libertades y derechos reconocidos 
en el artículo 14 y la Sección primera del Capítulo segundo ante los Tribunales ordinarios 
por un procedimiento basado en los principios de preferencia y sumariedad y, en su caso, 
a través del recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional. Este último recurso será 
aplicable a la objeción de conciencia reconocida en el artículo 30. 

3. El reconocimiento, el respeto y la protección de los principios reconocidos en el 
Capítulo tercero informarán la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los 
poderes públicos. Sólo podrán ser alegados ante la Jurisdicción ordinaria de acuerdo con 
lo que dispongan las leyes que los desarrollen. 

Artículo 54 

Una ley orgánica regulará la institución del Defensor del Pueblo, como alto comisionado 
de las Cortes Generales, designado por éstas para la defensa de los derechos 
comprendidos en este Título, a cuyo efecto podrá supervisar la actividad de la 
Administración, dando cuenta a las Cortes Generales. 

CAPÍTULO QUINTO. DE LA SUSPENSIÓN DE LOS DERECHOS Y LIBERTADES 

Artículo 55 

1. Los derechos reconocidos en los artículos 17, 18, apartados 2 y 3, artículos 19, 20, 
apartados 1.a) y d), y 5, artículos 21, 28, apartado 2, y artículo 37, apartado 2, podrán ser 
suspendidos cuando se acuerde la declaración del estado de excepción o de sitio en los 
términos previstos en la Constitución. Se exceptúa de lo establecido anteriormente el 
apartado 3 del artículo 17 para el supuesto de declaración de estado de excepción. 

2. Una ley orgánica podrá determinar la forma y los casos en los que, de forma individual 
y con la necesaria intervención judicial y el adecuado control parlamentario, los derechos 
reconocidos en los artículos 17, apartado 2, y 18, apartados 2 y 3, pueden ser suspendidos 
para personas determinadas, en relación con las investigaciones correspondientes a la 
actuación de bandas armadas o elementos terroristas. 

La utilización injustificada o abusiva de las facultades reconocidas en dicha ley orgánica 
producirá responsabilidad penal, como violación de los derechos y libertades reconocidos 
por las leyes.
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2. REAL DECRETO LEGISLATIVO 2/2011, DE 5 DE SEPTIEMBRE, POR EL QUE SE 
APRUEBA EL TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY DE PUERTOS DEL ESTADO Y DE LA 
MARINA MERCANTE (TRLPEMM).  

TÍTULO PRELIMINAR. DISPOSICIONES GENERALES 

CAPÍTULO I. OBJETO DE LA LEY 

Artículo 1. Objeto de la ley. 

Es objeto de esta ley: 
a) Determinar y clasificar los puertos que sean competencia de la Administración 

General del Estado. 
b) Regular la planificación, construcción, organización, gestión, régimen económico-

financiero y policía de los mismos. 
c) Regular la prestación de servicios en dichos puertos, así como su utilización. 
d) Determinar la organización portuaria estatal, dotando a los puertos de interés general 

de un régimen de autonomía funcional y de gestión para el ejercicio de las competencias 
atribuidas por esta ley, y regular la designación por las Comunidades Autónomas de los 
órganos de gobierno de las Autoridades Portuarias. 

e) Establecer el marco normativo de la Marina Mercante. 
f) Regular la Administración propia de la Marina Mercante. 
g) Establecer el régimen de infracciones y sanciones de aplicación en el ámbito de la 

Marina Mercante y en el portuario de competencia estatal. 

CAPÍTULO II. PUERTOS 

Artículo 2. Puertos marítimos: Concepto. 

1. A los efectos de esta ley, se denomina puerto marítimo al conjunto de espacios 
terrestres, aguas marítimas e instalaciones que, situado en la ribera de la mar o de las rías, 
reúna condiciones físicas, naturales o artificiales y de organización que permitan la 
realización de operaciones de tráfico portuario, y sea autorizado para el desarrollo de estas 
actividades por la Administración competente. 

2. Para su consideración como puertos marítimos deberán disponer de las siguientes 
condiciones físicas y de organización: 

a) Superficie de agua, de extensión no inferior a media hectárea, con condiciones de 
abrigo y de profundidad adecuadas, naturales u obtenidas artificialmente, para el tipo de 
buques que hayan de utilizar el puerto y para las operaciones de tráfico marítimo que se 
pretendan realizar en él. 

b) Zonas de fondeo, muelles o instalaciones de atraque, que permitan la aproximación y 
amarre de los buques para realizar sus operaciones o permanecer fondeados, amarrados 
o atracados en condiciones de seguridad adecuadas. 

c) Espacios para el depósito y almacenamiento de mercancías o enseres. 
d) Infraestructuras terrestres y accesos adecuados a su tráfico que aseguren su enlace 

con las principales redes de transporte. 
e) Medios y organización que permitan efectuar las operaciones de tráfico portuario en 

condiciones adecuadas de eficacia, rapidez, economía y seguridad. 
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3. Se entiende por tráfico portuario las operaciones de entrada, salida, atraque, 
desatraque, estancia y reparación de buques en puerto y las de transferencia entre éstos y 
tierra u otros medios de transporte, de mercancías de cualquier tipo, de pesca, de 
avituallamientos y de pasajeros o tripulantes, así como el almacenamiento temporal de 
dichas mercancías en el espacio portuario. 

4. Los puertos pueden ser comerciales o no comerciales. 
5. Asimismo, los puertos pueden ser considerados de interés general en atención a la 

relevancia de su función en el conjunto del sistema portuario español. 
6. Son instalaciones portuarias las obras civiles de infraestructura y las de edificación 

o superestructura, así como las instalaciones mecánicas y redes técnicas de servicio 
construidas o ubicadas en el ámbito territorial de un puerto y destinadas a realizar o 
facilitar el tráfico portuario. 

Artículo 3. Puertos comerciales. 

1. Son puertos comerciales los que en razón a las características de su tráfico reúnen 
condiciones técnicas, de seguridad y de control administrativo para que en ellos se realicen 
actividades comerciales portuarias, entendiendo por tales las operaciones de estiba, 
desestiba, carga, descarga, transbordo y almacenamiento de mercancías de cualquier 
tipo, en volumen o forma de presentación que justifiquen la utilización de medios 
mecánicos o instalaciones especializadas. 

2. Tendrán, asimismo, la consideración de actividades comerciales portuarias el 
tráfico de pasajeros, siempre que no sea local o de ría, y el avituallamiento y reparación de 
buques. 

3. A los efectos exclusivos de esta ley, no tienen la consideración de actividades 
comerciales portuarias: 

a) Las operaciones de descarga y manipulación de la pesca fresca excluidas del ámbito 
del servicio portuario de manipulación de mercancías. 

b) El atraque, fondeo, estancia, avituallamiento, reparación y mantenimiento de buques 
pesqueros, deportivos, militares, así como de otros buques de Estado y de las 
Administraciones Públicas cuando esas actividades se desarrollen en el ejercicio de sus 
competencias y deban realizarse necesariamente en la zona de servicio del puerto. 

c) Las operaciones de carga y descarga que se efectúen manualmente, por no estar 
justificada económicamente la utilización de medios mecánicos. 

d) La utilización de instalaciones y las operaciones y servicios necesarios para el 
desarrollo de las actividades señaladas en este apartado. 

4. No son puertos comerciales, a los efectos de esta ley: 
a) Los puertos pesqueros, que son los destinados exclusiva o fundamentalmente a la 

descarga de pesca fresca desde los buques utilizados para su captura, o a servir de base 
de dichos buques, proporcionándoles algunos o todos los servicios necesarios de atraque, 
fondeo, estancia, avituallamiento, reparación y mantenimiento. 

b) Los destinados a proporcionar abrigo suficiente a las embarcaciones en caso de 
temporal, siempre que no se realicen en ellos operaciones comerciales portuarias o éstas 
tengan carácter esporádico y escasa importancia. 

c) Los que estén destinados para ser utilizados exclusiva o principalmente por 
embarcaciones deportivas o de recreo. 
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d) Aquellos en los que se establezca una combinación de los usos a que se refieren los 
apartados anteriores. 

Artículo 4. Puertos de interés general. 

1. Son puertos de interés general los que figuran en el anexo I de esta ley clasificados 
como tales por serles de aplicación alguna de las siguientes circunstancias: 

a) Que se efectúen en ellos actividades comerciales marítimas internacionales. 
b) Que su zona de influencia comercial afecte de forma relevante a más de una 

Comunidad Autónoma. 
c) Que sirvan a industrias o establecimientos de importancia estratégica para la 

economía nacional. 
d) Que el volumen anual y las características de sus actividades comerciales marítimas 

alcancen niveles suficientemente relevantes o respondan a necesidades esenciales de la 
actividad económica general del Estado. 

e) Que por sus especiales condiciones técnicas o geográficas constituyan elementos 
esenciales para la seguridad del tráfico marítimo, especialmente en territorios insulares. 

CAPÍTULO III. MARINA MERCANTE 

Artículo 8. Zonas y tipos de navegación. 

1. Son zonas en las que España ejerce soberanía, derechos soberanos o jurisdicción, 
además de las aguas interiores marítimas, el mar territorial, la zona contigua y la zona 
económica exclusiva. 

Son aguas interiores marítimas españolas, a los efectos de esta ley, las situadas en el 
interior de las líneas de base del mar territorial. Las aguas interiores marítimas incluyen las 
de los puertos y cualesquiera otras comunicadas permanentemente con el mar hasta 
donde se haga sensible el efecto de las mareas, así como los tramos navegables de los ríos 
hasta donde existan puertos de interés general. 

Es mar territorial aquél que se extiende hasta una distancia de doce millas náuticas 
contadas a partir de las líneas de base desde las que se mide su anchura. 

Es zona contigua la que se extiende desde el límite exterior del mar territorial hasta las 
veinticuatro millas náuticas contadas desde las líneas de base a partir de las cuales se 
mide la anchura del mar territorial. 

Es zona económica exclusiva la que se extiende desde el límite exterior del mar 
territorial hasta una distancia de doscientas millas náuticas contadas a partir de las líneas 
de base desde las que se mide la anchura de aquél. 

2. La navegación, en función de su ámbito, será interior, de cabotaje, exterior y 
extranacional. 

Navegación interior es la que transcurre íntegramente dentro del ámbito de un 
determinado puerto o de otras aguas interiores marítimas españolas. 

Navegación de cabotaje es la que, no siendo navegación interior, se efectúa entre 
puertos o puntos situados en zonas en las que España ejerce soberanía, derechos 
soberanos o jurisdicción. 

Navegación exterior es la que se efectúa entre puertos o puntos situados en zonas en 
las que España ejerce soberanía, derechos soberanos o jurisdicción y puertos o puntos 
situados fuera de dichas zonas. 
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Navegación extranacional es la que se efectúa entre puertos o puntos situados fuera 
de las zonas en las que España ejerce soberanía, derechos soberanos y jurisdicción. 

3. En función de sus condiciones de prestación, la navegación puede clasificarse en: 

a) Regular. Navegación de línea regular es la sujeta a itinerarios, frecuencias de escalas, 
tarifas y condiciones de transporte previamente establecidas. 

b) No regular. Navegación no regular es la que no está incluida en los términos de la letra 
anterior. 

LIBRO PRIMERO. SISTEMA PORTUARIO DE TITULARIDAD ESTATAL 

TÍTULO I. ORGANIZACIÓN Y GESTIÓN 

CAPÍTULO I. DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 11. Competencia de la Administración General del Estado. 

1. Corresponde a la Administración General del Estado, en virtud de lo dispuesto en el 
artículo 149.1.20 de la Constitución1, la competencia exclusiva sobre los puertos de interés 
general, clasificados de acuerdo con lo previsto en esta ley. 

2. Las Comunidades Autónomas designarán a los órganos de gobierno de las 
Autoridades Portuarias, en los términos establecidos en esta ley, y ejercerán las funciones 
que les atribuye la misma y el resto del ordenamiento jurídico. 

CAPÍTULO II. ADMINISTRACIÓN PORTUARIA ESTATAL 

Sección 1.ª Organismo Público Puertos del Estado 

Artículo 16. Denominación y naturaleza. 

1. El Organismo Público Puertos del Estado, adscrito al Ministerio de Fomento, se regirá 
por su legislación específica, por las disposiciones de la Ley General Presupuestaria que le 
sean de aplicación y, supletoriamente, por la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público2. 

Corresponde al Ministerio de Fomento la aprobación del plan anual de objetivos de 
Puertos del Estado, establecer el sistema para su seguimiento y, sin perjuicio de otras 
competencias, ejercer el control de eficiencia de la Entidad de acuerdo con la normativa 
vigente. Reglamentariamente, se establecerán los instrumentos y procedimientos 
oportunos para el ejercicio de dichas competencias. 

 
 
 
 
 

1 Artículo 149. 1. CE. El Estado tiene competencia exclusiva sobre las siguientes materias: 20ª Marina mercante 
y abanderamiento de buques; iluminación de costas y señales marítimas; puertos de interés general; 
aeropuertos de interés general; control del espacio aéreo, tránsito y transporte aéreo, servicio meteorológico y 
matriculación de aeronaves 

 

2 La Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado 
nombrada en el TRLPEMM ha sido derogada por la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público 
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2. El Organismo Público Puertos del Estado, que tendrá personalidad jurídica y 
patrimonio propios, así como plena capacidad de obrar, ajustará sus actividades al 
ordenamiento jurídico privado, incluso en las adquisiciones patrimoniales y contratación, 
salvo en el ejercicio de las funciones de poder público que el ordenamiento le atribuya. 

En materia de contratación, Puertos del Estado habrá de someterse, en todo caso, a los 
principios de publicidad, concurrencia, salvaguarda del interés del organismo y 
homogeneización del sistema de contratación en el sector público, así como, conservando 
su plena autonomía de gestión, a lo establecido para dicho Organismo en la Ley 9/2017, de 
8 de noviembre, de Contratos del Sector Público3 y en la Ley 31/2007, de 30 de octubre. 

En cuanto al régimen patrimonial, se regirá por su legislación específica y, en lo no 
previsto en ella, por la legislación de patrimonio de las Administraciones públicas. 

3. Los actos dictados por Puertos del Estado en el ejercicio de sus funciones públicas, y 
en concreto, en relación con la gestión y utilización del dominio público, la exacción y 
recaudación de los ingresos públicos, y la imposición de sanciones, agotarán la vía 
administrativa, excepto en materia tributaria, donde serán recurribles en vía económico-
administrativa. 

4. El asesoramiento jurídico, la defensa y la representación en juicio del Organismo 
Público podrá ser encomendada a los Abogados del Estado integrados en los Servicios 
Jurídicos del Estado, mediante convenio en el que se determinará la compensación 
económica a abonar, la cual generará crédito en los servicios correspondientes del 
Ministerio de Justicia. 

Artículo 17. Competencias. 

A Puertos del Estado le corresponden las siguientes competencias, bajo la dependencia 
y supervisión del Ministerio de Fomento: 

a) La ejecución de la política portuaria del Gobierno y la coordinación y el control de 
eficiencia del sistema portuario de titularidad estatal. 

b) La coordinación general con los diferentes órganos de la Administración General del 
Estado que establecen controles en los espacios portuarios y con los modos de transporte 
en el ámbito de competencia estatal, desde el punto de vista de la actividad portuaria. 

c) La formación, la promoción de la investigación y el desarrollo tecnológico en materias 
vinculadas con la economía, gestión, logística e ingeniería portuarias y otras relacionadas 
con la actividad que se realiza en los puertos, así como el desarrollo de sistemas de medida 
y técnicas operacionales en oceanografía y climatología marinas necesarios para el diseño, 
explotación y gestión de las áreas y las infraestructuras portuarias. 

d) Planificación, coordinación y control del sistema de señalización marítima español. 
La coordinación en materia de señalización marítima se llevará a cabo a través de la 
Comisión de Faros, Su estructura y funcionamiento se determinará por el Ministerio de 
Fomento. 

 
 
 
 

3 La Ley 30/2007, de 30 de octubre, de contratos del sector público, citada en el TRLPEMM ha sido derogada por 
la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público. 
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Artículo 18. Funciones. 

1. Para el ejercicio de las competencias atribuidas por el artículo 17, corresponden a 
Puertos del Estado las siguientes funciones: 

a) Definir los objetivos del conjunto del sistema portuario estatal, así como los generales 
de gestión de las Autoridades Portuarias, a través de los Planes de Empresa que se 
acuerden con éstas, en el marco fijado por el Ministerio de Fomento. 

Cuando una Autoridad Portuaria considere necesario establecer unos objetivos con 
horizonte temporal superior a cuatro años, deberá formular un plan a tal fin que deberá ser 
acordado igualmente con Puertos del Estado. 

b) Ejercer el control de eficiencia de la gestión y del cumplimiento de los objetivos fijados 
para cada una de las Autoridades Portuarias, en los Planes de Empresa definidos en la letra 
a) anterior. 

c) Aprobar la programación financiera y de inversiones de las Autoridades Portuarias, 
derivada de los Planes de Empresa acordados con éstas, y la consolidación de sus 
contabilidades y presupuestos. 

d) Proponer, en su caso, para su inclusión en los Presupuestos Generales del Estado, las 
aportaciones que pudieran asignarse en los mismos para inversiones en obras e 
infraestructuras de las Autoridades Portuarias. 

e) Emitir informe vinculante sobre los proyectos que presenten características singulares 
desde el punto de vista técnico o económico, con carácter previo a su aprobación por las 
Autoridades Portuarias. En todo caso, procederá la emisión de informe vinculante sobre los 
proyectos de obras cuyo presupuesto exceda de 3.000.000 de euros o estén financiados 
con fondos procedentes de la Unión Europea o de otros organismos internacionales. 

f) Definir los criterios para la aplicación de las disposiciones generales en materia de 
seguridad, de obras y adquisiciones y de relaciones económicas y comerciales con los 
usuarios. Las actuaciones en materia de seguridad se realizarán en colaboración con el 
Ministerio del Interior y, cuando proceda, con los órganos correspondientes de las 
Comunidades Autónomas competentes para la protección de personas y bienes y para el 
mantenimiento de la seguridad ciudadana. 

g) Autorizar la participación de las Autoridades Portuarias en sociedades mercantiles y 
la adquisición o enajenación de sus acciones, cuando no concurran los supuestos 
establecidos en el artículo 26.1.p) siempre que estas operaciones no impliquen la 
adquisición o pérdida de la posición mayoritaria, en cuyo caso la autorización 
corresponderá al Consejo de Ministros. 

 

26.1. p) Autorizar la participación de la Autoridad Portuaria en sociedades, y la adquisición y 
enajenación de sus acciones, cuando el conjunto de compromisos contraídos no supere el 1 por 
ciento del activo no corriente neto de la Autoridad Portuaria y siempre que estas operaciones no 
impliquen la adquisición o pérdida de la posición mayoritaria. 

 

h) Planificar, normalizar, inspeccionar y controlar el funcionamiento de los servicios de 
señalización marítima y la prestación de los que no se atribuyan a las Autoridades 
Portuarias. 
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i) Ostentar la representación de la Administración General del Estado en materia 
portuaria y de señalización marítima, en organismos y comisiones internacionales, cuando 
no sea asumida por el Ministerio de Fomento, sin perjuicio de las competencias propias del 
Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación. 

j) Impulsar medidas para la coordinación de la política comercial de las Autoridades 
Portuarias, en especial en su vertiente internacional, dentro del principio de autonomía de 
gestión de los puertos, sin perjuicio de las competencias de las Comunidades Autónomas. 

k) Elaborar y someter a la aprobación del Ministerio de Fomento, previos los trámites 
establecidos en el artículo 2954, el Reglamento de Explotación y Policía de los puertos, e 
informar sobre la conformidad de las Ordenanzas Portuarias al modelo de Ordenanzas 
incluido en dicho Reglamento. 

l) Coordinar y supervisar las actuaciones de los diferentes órganos de la Administración 
General del Estado con competencias en materia de intermodalidad, logística y transporte, 
referidos a los puertos de interés general. En particular, Puertos del Estado participará, 
establecerá y tramitará los convenios de conexión entre las Autoridades Portuarias y ADIF5, 
para su aprobación por el Ministerio de Fomento y coordinará su aplicación y seguimiento. 

m) Proponer políticas de innovación tecnológica y de formación para los gestores y 
responsables en el ámbito portuario. 

n) Establecer recomendaciones en determinadas materias para la fijación de objetivos y 
líneas de actuación de los puertos de interés general. facilitando, asimismo, el intercambio 
de información entre éstos. 

ñ) Elaborar las estadísticas de tráfico y de otras materias de interés para el sistema 
portuario. 

2. En cumplimiento de estas funciones, Puertos del Estado elaborará anualmente un 
informe relativo a la ejecución de la política portuaria, que comprenderá el análisis de la 
gestión desarrollada en los puertos de interés general, y que remitirá al Ministerio de 
Fomento que lo elevará a las Cortes Generales. Las Autoridades Portuarias suministrarán 
a dicho Organismo Público la información que les sea requerida. 

Artículo 20. Órganos rectores. 

Los órganos de gobierno y administración de Puertos del Estado son el Consejo Rector 
y el Presidente. 

Artículo 21. Consejo Rector: Composición y funciones. 

1. El Consejo Rector está integrado por el Presidente de Puertos del Estado, que lo será 
del Consejo, y por un mínimo de doce y un máximo de quince miembros designados por el 
Ministro de Fomento. 

2. El Consejo Rector designará, a propuesta del Presidente, un Secretario que, si no fuera 
miembro del Consejo, asistirá a sus reuniones con voz, pero sin voto. 

 
 
 
 

4 Artículo 295. Reglamento de Explotación y Policía. 
5 ADIF: Administrador de Infraestructuras Ferroviarias. Entidad pública empresarial adscrita al Ministerio de 
Transportes y Movilidad Sostenible. 
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3. Los nombramientos de los miembros del Consejo Rector tendrán una duración de 
cuatro años renovables, salvo que se produzca su cese. 

4. Corresponden al Consejo Rector las siguientes competencias: 

a) Conferir y revocar poderes generales o especiales a personas determinadas, tanto 
físicas como jurídicas, para los asuntos en que fuera necesario tal otorgamiento. 

b) Aprobar la organización del Organismo y sus modificaciones, así como las normas 
internas y las disposiciones necesarias para su gestión. 

c) Establecer las reglas de funcionamiento del propio Consejo Rector, su régimen 
económico y las funciones del Secretario del Consejo. 

d) Acordar los presupuestos de explotación y de capital del Organismo y su programa de 
actuación plurianual. 

e) Aprobar las cuentas anuales que incluirán el balance, la cuenta de pérdidas y 
ganancias, el estado de cambios en el patrimonio neto, el estado de flujos de efectivo, la 
memoria y la propuesta, en su caso, de la aplicación de resultados, acordando el 
porcentaje de los mismos que se destine a la constitución de reservas, en la cantidad que 
resulte precisa para la realización de inversiones y para su adecuado funcionamiento. 

f) Autorizar las inversiones y operaciones financieras de Puertos del Estado que resulten 
de su programa de actuación plurianual, incluidas la constitución y participación en 
sociedades mercantiles. 

g) Aprobar aquellos acuerdos, pactos, convenios y contratos que el propio Consejo 
determine que han de ser de su competencia en razón de su importancia o materia. 

h) Acordar lo conveniente sobre el ejercicio de las acciones y recursos que correspondan 
a Puertos del Estado en defensa de sus intereses ante las Administraciones públicas y 
Tribunales de Justicia de cualquier orden, grado o jurisdicción. En caso de urgencia, esta 
facultad podrá ser ejercida por el Presidente, quien dará cuenta inmediata de lo actuado al 
Consejo Rector en su primera reunión. 

i) Realizar cuantos actos de gestión, disposición y administración de su patrimonio 
propio se reputen precisos. 

j) Declarar la innecesaridad de aquellos bienes de dominio público que no sean precisos 
para el cumplimiento de los fines de Puertos del Estado, que serán desafectados por el 
Ministerio de Fomento. 

5. Para que el Consejo Rector pueda constituirse válidamente será necesario que 
concurran a sus reuniones el Presidente y el Secretario, y la mitad al menos de sus 
miembros presentes o representados. La representación de los miembros del Consejo sólo 
será válida si se confiere por escrito, para cada sesión del Consejo y en favor de otro 
miembro de éste o de su Presidente. 

Los acuerdos del Consejo Rector serán adoptados por mayoría de votos de los presentes 
o representados en el Consejo, correspondiendo al Presidente dirimir los empates con su 
voto de calidad. 

Artículo 22. Presidente: Nombramiento y funciones. 

1. El Presidente de Puertos del Estado será nombrado por el Gobierno mediante Real 
Decreto, a propuesta del Ministro de Fomento. 
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El Presidente podrá simultanear su cargo con el de Presidente o Vocal del Consejo de 
Administración de las sociedades participadas por el Organismo Público, con los requisitos 
y las limitaciones retributivas que se derivan de la aplicación de la legislación de 
incompatibilidades. 

2. Al Presidente de Puertos del Estado le corresponden las siguientes funciones: 
a) Representar de modo permanente al Organismo Público y a su Consejo Rector en 

cualesquiera actos o contratos y frente a toda persona física o jurídica, ya sea pública o 
privada, en juicio y fuera de él. 

b) Convocar, fijar el orden del día, presidir y levantar las reuniones del Consejo Rector y 
dirigir sus deliberaciones. 

c) Organizar, dirigir, controlar y administrar Puertos del Estado y sus servicios, vigilando 
el desarrollo de las actividades encomendadas. 

d) Velar por el cumplimiento de las normas aplicables al Organismo Público y por la 
ejecución de los acuerdos tomados por el Consejo Rector. 

e) Presentar al Consejo Rector para su aprobación los anteproyectos de los 
presupuestos y las cuentas anuales. 

f) Disponer los gastos y ordenar los pagos correspondientes. 
g) Proponer al Consejo los objetivos del conjunto del sistema portuario. 
h) Decidir todas aquellas cuestiones no reservadas expresamente al Consejo o a otro 

órgano de la entidad. 
i) Ejercer las facultades especiales que el Consejo le delegue. 
j) Las demás facultades que le atribuya esta ley. 
3. El Presidente podrá delegar en los Consejeros determinadas funciones relativas al 

Consejo Rector, y las correspondientes al funcionamiento de Puertos del Estado en los 
demás órganos del mismo, salvo las que ejerce por delegación del Consejo. 

Artículo 23. Consejo Consultivo de Puertos del Estado. 

Como órgano de asistencia del Organismo Público Puertos del Estado se creará un 
Consejo Consultivo que estará integrado por el Presidente de Puertos del Estado, que lo 
será del Consejo, y por un representante de cada Autoridad Portuaria, que será su 
Presidente, quien podrá ser sustituido por la persona que designe el Consejo de 
Administración de la Autoridad Portuaria de entre sus demás miembros, a propuesta del 
Presidente. Por el Ministerio de Fomento se aprobarán las normas relativas al 
funcionamiento de este Consejo. 
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Sección 2.ª Autoridades Portuarias 

Artículo 24. Denominación y naturaleza. 

1. Las Autoridades Portuarias son organismos públicos de los previstos en la letra i) del 
apartado 2 del artículo 26 de la Ley General Presupuestaria, con personalidad jurídica y 
patrimonio propios, así como plena capacidad de obrar; dependen del Ministerio de 
Fomento, a través de Puertos del Estado; y se rigen por su legislación específica, por las 
disposiciones de la Ley Gral Presupuestaria que les sean de aplicación y, supletoriamente, 
por la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público 7. 

2. Las Autoridades Portuarias ajustarán sus actividades al ordenamiento jurídico 
privado, incluso en las adquisiciones patrimoniales y contratación, salvo en el ejercicio de 
las funciones de poder público que el ordenamiento les atribuya. 

En la contratación, las Autoridades Portuarias habrán de someterse, en todo caso, a los 
principios de publicidad, concurrencia, salvaguarda del interés del organismo y 
homogeneización del sistema de contratación en el sector público, así como, conservando 
su plena autonomía de gestión, a lo establecido en la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público8 y en la Ley 31/2007, de 30 de octubre.  

En cuanto al régimen patrimonial, se regirá por su legislación específica y, en lo no 
previsto en ella, por la legislación de patrimonio de las Administraciones públicas. 

3. Las Autoridades Portuarias desarrollarán las funciones que se les asigna en esta Ley 
bajo el principio general de autonomía funcional y de gestión, sin perjuicio de las facultades 
atribuidas al Ministerio de Fomento, a través de Puertos del Estado, y de las que 
correspondan a las Comunidades Autónomas. 

4. El Gobierno, mediante Real Decreto, a propuesta del Ministro de Fomento y previo 
informe de la Comunidad Autónoma, podrá agrupar en una misma Autoridad Portuaria la 
administración, gestión y explotación de varios puertos de competencia de la 
Administración General del Estado ubicados en el territorio de una misma Comunidad 
Autónoma para conseguir una gestión más eficiente y un mayor rendimiento del conjunto 
de medios utilizados. En este caso, el nombre del puerto podrá ser sustituido por una 
referencia que caracterice al conjunto de puertos gestionados. 

5. Los puertos de nueva construcción serán incluidos, por orden del Ministerio de 
Fomento, y previo informe de la Comunidad Autónoma, en el ámbito competencial de una 
Autoridad Portuaria ya existente, o serán gestionados por una Autoridad Portuaria creada 
al efecto. 

 
 
 
 
 

6 Tras modificación de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, con efectos 2 de octubre 
de 2016, la referencia en el TRLPEMM a letra g) del apartado 1 del artículo 2 debe entenderse hecha a en la letra 
i) del apartado 2 del artículo 2. 

7 La Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la AGE nombrada en el TRLPEMM ha sido 
derogada por la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público 
8   La Ley 30/2007, de 30 de octubre, de contratos del sector público, citada en el TRLPEMM ha sido derogada 
por la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público. 
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6. La creación de una Autoridad Portuaria como consecuencia de la construcción de un 
nuevo puerto de titularidad estatal se realizará mediante Real Decreto aprobado en 
Consejo de Ministros a propuesta del Ministro de Fomento, oído el Ministerio de Política 
Territorial y Administración Pública y previo informe de la Comunidad Autónoma. 

7. El asesoramiento jurídico, la defensa y la representación en juicio de las Autoridades 
Portuarias podrá ser encomendada a los Abogados del Estado integrados en los Servicios 
Jurídicos del Estado, mediante convenio en el que se determinará la compensación 
económica a abonar, la cual generará crédito en los servicios correspondientes del 
Ministerio de Justicia 

8. Los actos dictados por las Autoridades Portuarias en el ejercicio de sus funciones 
públicas y, en concreto, en relación con la gestión y utilización del dominio público, la 
exacción y recaudación de tasas y la imposición de sanciones, agotarán la vía 
administrativa, excepto en materia tributaria, donde serán recurribles en vía económico-
administrativa. 

Artículo 25. Competencias. 

Corresponden a las Autoridades Portuarias las siguientes competencias: 
a) La prestación de los servicios generales, así como la gestión y control de los servicios 

portuarios para lograr que se desarrollen en condiciones óptimas de eficacia, economía, 
productividad y seguridad, sin perjuicio de la competencia de otros organismos. 

b) La ordenación de la zona de servicio del puerto y de los usos portuarios, en 
coordinación con las Administraciones competentes en materia de ordenación del 
territorio y urbanismo. 

c) La planificación, proyecto, construcción, conservación y explotación de las obras y 
servicios del puerto, y el de las señales marítimas que tengan encomendadas, con sujeción 
a lo establecido en esta ley. 

d) La gestión del dominio público portuario y de señales marítimas que les sea adscrito. 
e) La optimización de la gestión económica y la rentabilización del patrimonio y de los 

recursos que tengan asignados. 
f) El fomento de las actividades industriales y comerciales relacionadas con el tráfico 

marítimo o portuario. 
g) La coordinación de las operaciones de los distintos modos de transporte en el espacio 

portuario. 
h) La ordenación y coordinación del tráfico portuario, tanto marítimo como terrestre. 

Artículo 26. Funciones. 

1. Para el ejercicio de las competencias de gestión atribuidas por el artículo 25, las 
Autoridades Portuarias tendrán las siguientes funciones: 

a) Aprobar los proyectos de presupuestos de explotación y capital de la Autoridad 
Portuaria y su programa de actuación plurianual. 

b) Gestionar los servicios generales y los de señalización marítima, autorizar y controlar 
los servicios portuarios y las operaciones y actividades que requieran su autorización o 
concesión. 

c) Coordinar la actuación de los diferentes órganos de la Administración y entidades por 
ella participadas, que ejercen sus actividades en el ámbito del puerto, salvo cuando esta 
función esté atribuida expresamente a otras Autoridades. 
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d) Ordenar los usos de la zona de servicio del puerto, y planificar y programar su 
desarrollo, de acuerdo con los instrumentos de ordenación del territorio y de planificación 
urbanística aprobados. 

e) Redactar y formular los planes especiales de ordenación de la zona de servicio del 
puerto, en desarrollo del planeamiento general urbanístico. 

f) Proyectar y construir las obras necesarias en el marco de los planes y programas 
aprobados. 

g) Elaborar, en su caso, los planes de objetivos de horizonte temporal superior a cuatro 
años. 

h) Aprobar los proyectos de inversión que estén incluidos en la programación aprobada, 
así como el gasto correspondiente a dichas inversiones, y contratar su ejecución. 

i) Informar el proyecto de Reglamento de Explotación y Policía de los puertos, y elaborar 
y aprobar las correspondientes Ordenanzas Portuarias, así como velar por su 
cumplimiento. 

j) Controlar en el ámbito portuario, el cumplimiento de la normativa que afecte a la 
admisión, manipulación y almacenamiento de mercancías peligrosas, al igual que los 
sistemas de seguridad y de protección ante acciones terroristas y antisociales, contra 
incendios y de prevención y control de emergencias en los términos establecidos por la 
normativa sobre protección civil, y lucha contra la contaminación marina, sin perjuicio de 
las competencias que correspondan a otros órganos de las Administraciones públicas, así 
como colaborar con las Administraciones competentes sobre protección civil, prevención 
y extinción de incendios y salvamento. 

k) Aprobar libremente las tarifas por los servicios comerciales que presten, así como 
proceder a su aplicación y recaudación. 

l) Otorgar las concesiones y autorizaciones y elaborar y mantener actualizados los 
censos y registros de usos del dominio público portuario. Así como otorgar las licencias de 
prestación de servicios portuarios en la zona de servicio del puerto. 

m) Recaudar las tasas por las concesiones y autorizaciones otorgadas, vigilar el 
cumplimiento de las cláusulas y condiciones impuestas en el acto de otorgamiento, aplicar 
el régimen sancionador y adoptar cuantas medidas sean necesarias para la protección y 
adecuada gestión del dominio público portuario. 

n) Impulsar la formación de su personal y desarrollar estudios e investigaciones en 
materias relacionadas con la actividad portuaria y la protección del medio ambiente, así 
como colaborar en ello con otros puertos, organizaciones o empresas, ya sean nacionales 
o extranjeras. 

ñ) Inspeccionar el funcionamiento de las señales marítimas, cuyo control se le asigne, 
en los puertos de competencia de las Comunidades Autónomas, denunciando a éstas, 
como responsables de su funcionamiento y mantenimiento, los problemas detectados 
para su corrección. 

o) Gestionar su política comercial internacional, sin perjuicio de las competencias 
propias de los Ministerios de Economía y Hacienda y de Asuntos Exteriores y de 
Cooperación. 
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p) Autorizar la participación de la Autoridad Portuaria en sociedades, y la adquisición y 
enajenación de sus acciones, cuando el conjunto de compromisos contraídos no supere 
el 1 por ciento del activo no corriente neto de la Autoridad Portuaria y siempre que estas 
operaciones no impliquen la adquisición o pérdida de la posición mayoritaria. 

El acuerdo del Consejo de Administración deberá contar con los votos favorables de la 
mayoría de los representantes de la Administración General del Estado presentes o 
representados siendo, en todo caso, necesario el voto favorable del representante de 
Puertos del Estado. 

q) La instalación y el mantenimiento de la señalización, balizamiento y otras ayudas a la 
navegación que sirvan de aproximación y acceso del buque al puerto o puertos que 
gestionen, así como el balizamiento interior de las zonas comunes. Se excluye de este 
servicio la instalación y el mantenimiento de la señalización, balizamiento y otras ayudas a 
la navegación de las instalaciones otorgadas en concesión o autorización, incluidas las 
destinadas a cultivos marinos y emisarios submarinos, o de otras instalaciones ubicadas 
en el medio marino susceptibles de poder representar un obstáculo a la navegación, que 
serán realizados por el titular o responsable de las mismas. 

r) Promover que las infraestructuras y servicios portuarios respondan a una adecuada 
intermodalidad marítimo-terrestre, por medio de una red viaria y ferroviaria eficiente y 
segura, conectada adecuadamente con el resto del sistema de transporte y con los nodos 
logísticos que puedan ser considerados de interés general. 

s) Administrar las infraestructuras ferroviarias de su titularidad, favoreciendo una 
adecuada intermodalidad marítimo-ferroviaria. 

t) Recabar la información relativa a los servicios que se presten y a las actividades que 
se desarrollen en la zona de servicio de los puertos que gestionen. 

Artículo 27. Recursos económicos de las Autoridades Portuarias. 

1. Los recursos económicos de las Autoridades Portuarias estarán integrados por: 
a) Los productos y rentas de su patrimonio, así como los ingresos procedentes de la 

enajenación de sus activos. 
b) Las tasas portuarias, sin perjuicio del cuatro por ciento devengado por el ingreso de 

estas tasas que integrarán los recursos económicos de Puertos del Estado y otros ingresos 
devengados por el sumando de la tasa de ayudas a la navegación que se considerarán 
recursos económicos de la Sociedad de Salvamento y Seguridad Marítima (SASEMAR) y de 
la Autoridad Administrativa Independiente para la Investigación Técnica de Accidentes e 
Incidentes ferroviarios, marítimos y de aviación civil.  

c) Los ingresos que tengan el carácter de recursos de derecho privado obtenidos en el 
ejercicio de sus funciones. 

d) Las aportaciones recibidas del Fondo de Compensación Interportuario. 
e) Los que pudieran asignarse en los Presupuestos Generales del Estado o en los de otras 

Administraciones públicas. 
f) Las ayudas y subvenciones, cualquiera que sea su procedencia. 
g) Los procedentes de los créditos, préstamos y demás operaciones financieras que 

puedan concertar. 
h) El producto de la aplicación del régimen sancionador. 
i) Las donaciones, legados y otras aportaciones de particulares y entidades privadas. 
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j) Cualquier otro que les sea atribuido por el ordenamiento jurídico. 
2. Corresponde a las Autoridades Portuarias la gestión y administración de los recursos 

que se relacionan en el apartado anterior, en un marco de autonomía de gestión, con 
criterios de eficacia, eficiencia y sostenibilidad ambiental, debiendo ajustarse a los 
principios establecidos en esta ley. 

Artículo 28. Ámbito territorial. 

El ámbito territorial de competencia de las Autoridades Portuarias es el comprendido 
dentro de los límites de la zona de servicio del puerto y los espacios afectados al servicio 
de señalización marítima cuya gestión se les asigne. 

Si una Autoridad Portuaria gestionara varios puertos de competencia de la 
Administración General del Estado, su ámbito territorial se extenderá a las zonas de 
servicio de dichos puertos y los espacios afectados al servicio de señalización marítima 
cuya gestión se le asigne. 

Artículo 29. Órganos. 

Los órganos de las Autoridades Portuarias son los siguientes: 
a) De gobierno: Consejo de Administración y Presidente. 
b) De gestión: Director. 
c) De asistencia: Consejo de Navegación y Puerto. 

Artículo 30. Consejo de Administración: composición, funciones e incompatibilidades. 

1. El Consejo de Administración está integrado por los siguientes miembros: 
a) El Presidente de la entidad, que lo será del Consejo. 
b) Un miembro nato, que será el Capitán Marítimo. 
c) Un número de vocales comprendido entre 10 y 13, excepto para las Islas Canarias y 

las Baleares, en cuyo caso podrá llegar a 16 vocales, a establecer por las Comunidades 
Autónomas o por las Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla, y designados por las 
mismas. 

2. La designación por las Comunidades Autónomas o las Ciudades Autónomas de Ceuta 
y Melilla de los vocales referidos en la letra c) del apartado anterior respetará los siguientes 
criterios: 

a) La Administración General del Estado estará representada, además de por el Capitán 
Marítimo, por tres de estos Vocales, de los cuales uno será un Abogado del Estado y otro 
del Organismo Público Puertos del Estado. 

b) La Comunidad Autónoma estará representada, además de por el Presidente, por 
cuatro vocales. 

c) En el caso de las Islas Canarias cada Cabildo tendrá un representante y en el de las 
Islas Baleares cada Consell tendrá un representante. 

d) Los municipios en cuyo término está localizada la zona de servicio del puerto tendrán 
una representación del 33% del resto de los miembros del Consejo. Cuando sean varios los 
municipios afectados, la representación corresponderá en primer lugar a aquél o aquellos 
que den nombre al puerto o a los puertos administrados por la Autoridad Portuaria, y 
posteriormente a los demás en proporción a la superficie del término municipal afectada 
por la zona de servicio. 
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e) El 66% del resto de los miembros del Consejo serán designados en representación de 
las Cámaras de Comercio, Industria y Navegación, organizaciones empresariales y 
sindicales y sectores económicos relevantes en el ámbito portuario. 

La designación de los Vocales deberá hacerse necesariamente a propuesta de las 
Administraciones Públicas y Entidades y Organismos representados en el Consejo de 
Administración. En el caso de la Administración General del Estado, dicha propuesta será 
realizada por el Presidente del Organismo Público Puertos del Estado. 

Los nombramientos de los Vocales del Consejo de Administración a que se refiere la letra 
c) del apartado primero, tendrán una duración de cuatro años, siendo renovable, sin 
perjuicio de lo establecido en el apartado siguiente. 

La separación de los Vocales del Consejo será acordada por el órgano competente de la 
Comunidad Autónoma, a propuesta de las organizaciones, organismos y entidades a que 
aquellos representen. 

3. El Consejo designará a propuesta del Presidente, un Secretario, que si no fuera 
miembro de aquél, asistirá a sus reuniones con voz pero sin voto. También formará parte 
del Consejo, con voz pero sin voto, el Director. 

4. No podrán formar parte del Consejo de Administración de las Autoridades Portuarias: 

a) Los propietarios, socios, consejeros, directores, gerentes, cargos de confianza, o 
directivos en general de sociedades o empresas que presten servicios o desarrollen 
actividades en el puerto, cuya concesión, autorización o contratación sea competencia o 
corresponda suscribir a la Autoridad Portuaria, salvo que ostenten un cargo de 
representación empresarial electivo de ámbito estatal, autonómico o local. 

b) Todos aquellos que tengan participación o interés directo en empresas o entidades 
que realicen o tengan presentadas ofertas para la realización en el puerto de obras y 
suministros o de cualquier actividad que genere a la Autoridad Portuaria gastos relevantes, 
salvo que se trate de Entidades o Corporaciones de Derecho Público o que ostenten un 
cargo de representación empresarial electivo de ámbito estatal, autonómico o local. 

c) El personal laboral de la Autoridad Portuaria o de empresas, entidades o 
corporaciones que presten sus servicios en el puerto, en lo que se refiere a los puestos de 
representación sindical, salvo que ostenten un cargo sindical electivo de ámbito estatal, 
autonómico o local. 

d) Los que se hallen incursos en incompatibilidad, con arreglo a la legislación aplicable. 

e) Las personas que no ostenten la condición de ciudadano de la Unión Europea. 

5. Corresponden al Consejo de Administración las siguientes funciones: 

a) Regir y administrar el puerto, sin perjuicio de las facultades que le correspondan al 
Presidente. 

b) Delimitar las funciones y responsabilidades de sus órganos y conferir y revocar 
poderes generales o especiales a personas determinadas, tanto físicas como jurídicas para 
los asuntos en que fuera necesario tal otorgamiento. 

c) Aprobar, a iniciativa del Presidente, la organización de la entidad y sus modificaciones. 

d) Establecer sus normas de gestión y sus reglas de funcionamiento interno, su régimen 
económico y funciones del Secretario. 
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e) Aprobar los proyectos de presupuestos de explotación y capital de la Autoridad 
Portuaria y su programa de actuación plurianual, así como su remisión a Puertos del Estado 
para su tramitación. 

f) Aprobar las cuentas anuales, que incluirán el balance, la cuenta de pérdidas y 
ganancias, el estado de cambios en el patrimonio neto, el estado de flujos de efectivo, la 
memoria y la propuesta, en su caso, de la aplicación de resultados, acordando el 
porcentaje de los mismos que se destine a la constitución de reservas, en la cantidad que 
resulte precisa para la realización de inversiones y para su adecuado funcionamiento. 

g) Autorizar las inversiones y operaciones financieras de la entidad, incluidas la 
constitución y participación en sociedades mercantiles, previo cumplimiento de los 
requisitos legales necesarios. 

h) Aprobar los proyectos que supongan la ocupación de bienes y adquisición de 
derechos referidos en esta ley9, sin perjuicio de la aprobación técnica de los mismos por 
técnico competente. 

i) Ejercer las facultades de policía que le atribuye esta ley, y que sean necesarias para el 
cumplimiento de sus fines. 

j) Fijar los objetivos de gestión anuales, en el marco de los globales que establezca 
Puertos del Estado para el conjunto del sistema. 

k) Proponer las operaciones financieras de activo o pasivo cuya aprobación corresponde 
a Puertos del Estado, dentro del marco de los planes de inversión, de financiación y de 
endeudamiento que el Gobierno y las Cortes Generales aprueben para este Organismo 
Público. 

l) Autorizar créditos para financiamiento del circulante. 
m) Fijar las tarifas por los servicios comerciales que preste la Autoridad Portuaria. 
n) Otorgar las concesiones y autorizaciones, de acuerdo con los criterios y Pliegos de 

Condiciones Generales que apruebe el Ministerio de Fomento, recaudar las tasas por 
utilización privativa o aprovechamiento especial del dominio público portuario y por la 
prestación del servicio de señalización marítima. 

ñ) Aprobar aquellos acuerdos, pactos, convenios y contratos que el propio Consejo 
determine que han de ser de su competencia, en razón de su importancia o materia. 

o) Acordar lo conveniente sobre el ejercicio de las acciones y recursos que correspondan 
a las Autoridades Portuarias en defensa de sus intereses ante las Administraciones 
Públicas y Tribunales de Justicia de cualquier orden, grado o jurisdicción. En caso de 
urgencia, esta facultad podrá ser ejercida por el Presidente, quien dará cuenta inmediata 
de lo actuado al Consejo de Administración en su primera reunión. 

p) Favorecer la libre competencia y velar para que no se produzcan situaciones de 
monopolio en la prestación de los distintos servicios portuarios. 

q) Realizar cuantos actos de gestión, disposición y administración de su patrimonio 
propio se reputen precisos. 

 
 
 
 

9 Referidos en el artículo 61 del TRLPEMM. 
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r) Aprobar las Ordenanzas del Puerto, con sujeción a lo previsto en esta ley. 
 

6. Para que el Consejo de Administración pueda constituirse válidamente será necesario 
que concurran a sus reuniones la mitad más uno de la totalidad de sus miembros presentes 
o representados y, en todo caso, el Presidente o Vicepresidente y el Secretario. La 
representación de los Vocales sólo podrá conferirse a otros miembros del Consejo por 
escrito y para cada sesión. 

Los acuerdos del Consejo de Administración serán adoptados por mayoría de votos de 
los miembros presentes o representados. No obstante, para el nombramiento del Director 
así como para el ejercicio de las funciones a que se refieren las letras e), f) y g) del apartado 
5 de este artículo10, será necesario que los acuerdos se adopten por mayoría absoluta de 
los miembros del Consejo de Administración. El Presidente del Consejo dirimirá los 
empates con su voto de calidad. 

Artículo 31. Presidente: Nombramiento y funciones. 

1. El Presidente de la Autoridad Portuaria será designado y separado por el órgano 
competente de la Comunidad Autónoma o de las Ciudades de Ceuta y Melilla entre 
personas de reconocida competencia profesional e idoneidad.  

La designación o separación, una vez haya sido comunicada al Ministro de Fomento será 
publicada en el correspondiente Diario Oficial y en el Boletín Oficial del Estado. 

El Presidente podrá simultanear su cargo con el de Presidente o vocal del Consejo de 
Administración de las sociedades participadas por la Autoridad Portuaria que preside, con 
los requisitos y limitaciones retributivas que se derivan de la aplicación de la legislación 
sobre incompatibilidades. 

2. Corresponden al Presidente las siguientes funciones: 
a) Representar de modo permanente a la Autoridad Portuaria y a su Consejo de 

Administración en cualesquiera actos y contratos y frente a toda persona física o jurídica, 
ya sea pública o privada, en juicio y fuera de él, sin perjuicio de las facultades de 
apoderamiento propias del Consejo de Administración. 

b) Convocar, fijar el orden del día, presidir y levantar las reuniones del Consejo de 
Administración, dirigiendo sus deliberaciones. La convocatoria podrá tener lugar de oficio 
o a propuesta de la quinta parte de los miembros del Consejo de Administración. 

c) Establecer directrices generales para la gestión de los servicios de la entidad. 
d) Velar por el cumplimiento de las normas aplicables a la Autoridad Portuaria y de los 

acuerdos adoptados por el Consejo de Administración. 
e) Presentar al Consejo de Administración el Plan de Empresa, con los objetivos de 

gestión y criterios de actuación de la entidad, así como los proyectos de presupuestos, de 
 
 
 
 
 

10 e) Aprobar los proyectos de presupuestos de explotación y capital de la Autoridad Portuaria y su programa de 
actuación plurianual, así como su remisión a Puertos del Estado para su tramitación. 

f) Aprobar las cuentas anuales (…). 
g) Autorizar las inversiones y operaciones financieras de la entidad, incluidas la constitución y participación 
en sociedades mercantiles, previo cumplimiento de los requisitos legales necesarios. 
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programa de actuación, inversiones y financiación y de cuentas anuales. 
f) Disponer los gastos y ordenar, mancomunadamente con el Director los pagos o 

movimientos de fondos. 
g) Ejercer las facultades especiales que el Consejo de Administración le delegue. 
h) Las demás facultades que le atribuye esta ley. 
3. Corresponde al Presidente velar por el cumplimiento de las obligaciones que esta ley 

atribuye a las Autoridades Portuarias ante Puertos del Estado. 

Artículo 32. Vicepresidente: Designación y funciones. 

1. El Consejo de Administración, a propuesta de su Presidente, nombrará, de entre sus 
miembros, un Vicepresidente, no pudiendo recaer este cargo ni en el Director ni en el 
Secretario. 

2. El Vicepresidente sustituye al Presidente en casos de vacante, ausencia o 
enfermedad, pudiendo ejercer, asimismo, aquellas funciones que en él delegue el 
Presidente o el Consejo de Administración. 

Artículo 33. Director. 

1. El Director será nombrado y separado por mayoría absoluta del Consejo de 
Administración, a propuesta del Presidente, entre personas con titulación superior, 
reconocido prestigio profesional y experiencia de, al menos, cinco años en técnicas y 
gestión portuaria. 

2. Corresponden al Director las siguientes funciones: 
a) La dirección y gestión ordinaria de la entidad y de sus servicios, con arreglo a las 

directrices generales que reciba de los órganos de gobierno de la Autoridad Portuaria, así 
como la elevación al Presidente de la propuesta de la estructura orgánica de la entidad. 

b) La incoación y tramitación de los expedientes administrativos, cuando no esté 
atribuido expresamente a otro órgano, así como la emisión preceptiva de informe acerca 
de las autorizaciones y concesiones, elaborando los estudios e informes técnicos sobre los 
proyectos y propuestas de actividades que sirvan de base a las mismas. 

c) La elaboración y sometimiento al presidente para su consideración y decisión de los 
objetivos de gestión y criterios de actuación de la entidad, de los anteproyectos de 
presupuestos, programa de actuaciones, inversión, financiación y cuentas anuales, así 
como de las necesidades de personal de la entidad. 

Artículo 34. Consejo de Navegación y Puerto. 

1. Como órgano de asistencia e información de la Capitanía Marítima y del Presidente de 
cada Autoridad Portuaria, se creará, en cada uno de los puertos de titularidad estatal, un 
Consejo de Navegación y Puerto, en el que podrán estar representadas aquellas personas 
físicas o jurídicas que lo soliciten en las que, además, se aprecie un interés directo y 
relevante en el buen funcionamiento del puerto, del comercio marítimo o que puedan 
contribuir al mismo de forma eficaz. 

Entre otras podrán estar representadas las siguientes: 
a) Las entidades públicas que ejerzan competencias y realicen actividades relacionadas 

con el puerto. 
b) Las Corporaciones de Derecho Público y entidades u organizaciones privadas cuya 

actividad esté relacionada con las actividades portuarias o marítimas. 
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c) Los Sindicatos más representativos en los sectores marítimo y portuario en el ámbito 
territorial de la Autoridad Portuaria. 

2. La forma de designación y cese de sus miembros y el régimen de sus sesiones se 
determinarán por los Consejos de Administración de las Autoridades Portuarias. 

TÍTULO III. RÉGIMEN DE PLANIFICACIÓN Y CONSTRUCCIÓN DE LOS PUERTOS DE 
INTERÉS GENERAL 

CAPÍTULO I. PLANIFICACIÓN 

Artículo 53. Plan Estratégico de la Autoridad Portuaria. 

1. Con el fin de establecer el modelo de desarrollo y la posición estratégica de la 
Autoridad Portuaria, ésta podrá elaborar un Plan Estratégico que contemple los puertos 
de su competencia, que incluirá, al menos, un análisis y diagnóstico de la situación actual, 
la definición de las líneas y objetivos estratégicos, los criterios de actuación y el plan de 
acción. 

2. El Plan Estratégico, en su caso, deberá actualizarse siempre que se apruebe un nuevo 
Marco Estratégico del sistema portuario o se produzcan cambios sustanciales que 
condicionen o alteren su contenido. 

Artículo 54. Plan Director de Infraestructuras del Puerto. 

1. La construcción de un nuevo puerto de titularidad estatal, la ampliación o realización 
de nuevas obras de infraestructura de uno existente que supongan una modificación 
significativa de sus límites físicos exteriores en el lado marítimo, requerirá la previa 
aprobación de un Plan Director de Infraestructuras del Puerto que contemple la nueva 
configuración. 

A estos efectos, se entenderá por límite físico exterior en el lado marítimo el definido 
por la Zona I de las aguas portuarias. 

El proyecto de Plan Director de Infraestructuras será elaborado por la Autoridad Portuaria 
e incluirá: la evaluación de la situación inicial del puerto en el momento de redacción del 
Plan Director, la definición de las necesidades de desarrollo del puerto con un horizonte 
temporal de, al menos, 10 años, la determinación de las distintas alternativas de 
desarrollo, el análisis de cada una de ellas y la selección de la más adecuada, la Memoria 
ambiental en el caso de que el plan deba ser sometido a evaluación ambiental estratégica, 
la previsión de tráficos, capacidad de infraestructuras e instalaciones y su grado de 
utilización en cada una de las fases de desarrollo, la valoración económica de las 
inversiones y los recursos, el análisis financiero y de rentabilidad y la definición de la red 
viaria y ferroviaria de la zona de servicio. 

La aprobación del Plan Director de Infraestructuras que tenga como objeto la 
construcción de un nuevo puerto corresponderá al Ministro de Fomento, a propuesta de 
Puertos del Estado. 

2. Con carácter previo a su aprobación y una vez realizada por la Autoridad Portuaria la 
evaluación ambiental estratégica, en caso de que ésta haya sido necesaria, Puertos del 
Estado dará audiencia a la autoridad autonómica competente en materia de ordenación 
del territorio. 
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3. La ejecución de las obras previstas en un Plan Director de Infraestructuras requerirá, 
en su caso, la modificación de la Delimitación de Espacios y Usos Portuarios, de acuerdo 
con el artículo 70 de esta ley. 

Artículo 55. Plan de Empresa de la Autoridad Portuaria. 

1. El proyecto de Plan de Empresa será elaborado anualmente por la Autoridad Portuaria, 
de acuerdo con los objetivos definidos, en su caso, en los instrumentos de planificación 
plurianual que deberán ajustarse a la política económica del Gobierno. Dicho plan deberá 
contener, como mínimo: un diagnóstico de situación, las previsiones de tráfico portuario, 
las previsiones económico-financieras, los objetivos de gestión, los objetivos e indicadores 
de sostenibilidad ambiental del puerto, la estructura de personal y oferta de empleo, la 
evolución de los ratios de gestión, la programación financiera, la programación de 
inversiones públicas, la estimación de inversiones privadas, el objetivo anual de 
rentabilidad, los coeficientes correctores de las tasas y las bonificaciones a las tasas, en 
su caso, que correspondan con arreglo a lo dispuesto en esta ley. 

2. La programación de inversiones públicas incluirá las inversiones materiales, 
inmateriales y financieras que tengan anualidad en el año a que se refiere el Plan de 
Empresa o en el período asociado al plan de actuación plurianual considerado, con el 
correspondiente reparto de anualidades que requiera el proyecto. 

3. Deberán realizarse los correspondientes estudios de rentabilidad económico-
financiera y, en su caso, la evaluación de impacto ambiental, en aquellas actuaciones 
incluidas en la programación de inversiones públicas que sean relevantes, siguiendo para 
ello los criterios establecidos en la legislación vigente y en las directrices que establezca 
Puertos del Estado. 

4. El proyecto de Plan de Empresa irá acompañado por una memoria de sostenibilidad 
que se llevará a cabo de acuerdo con la metodología que será aprobada, junto con los 
indicadores de sostenibilidad ambientales, por Puertos del Estado, previa audiencia a las 
Autoridades Portuarias. 

TÍTULO IV. MEDIO AMBIENTE Y SEGURIDAD 

Artículo 62. Prevención y lucha contra la contaminación en el dominio público portuario. 

1. Se prohíben los vertidos o emisiones contaminantes, ya sean sólidos, líquidos o 
gaseosos, en el dominio público portuario, procedentes de buques o de medios flotantes 
de cualquier tipo. 

No tienen la consideración de vertidos las obras de relleno con materiales de origen 
terrestre o marítimo para la modificación o ampliación de puertos. 

2. Las instalaciones de manipulación y transporte de mercancías, las refinerías de 
petróleo, las factorías químicas y petroquímicas, las instalaciones de almacenamiento y 
distribución de productos químicos y petroquímicos, las instalaciones para el 
abastecimiento de combustibles a buques, los astilleros e instalaciones de reparación 
naval, así como cualquier otra actividad comercial o industrial que se desarrolle en el 
dominio público portuario, deberán contar con medios suficientes para la prevención y 
lucha contra la contaminación accidental, marina, atmosférica y terrestre, de acuerdo con 
lo establecido en la normativa aplicable y, en su caso, en los Pliegos de Prescripciones 
Particulares de los servicios portuarios, en las condiciones particulares para la prestación 
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de los servicios comerciales, en las condiciones fijadas por la Autoridad Portuaria en el 
contenido de las licencias o en las cláusulas de las autorizaciones y concesiones. 

Dichas instalaciones deberán contar con un plan de contingencias por contaminación 
accidental, que será tenido en cuenta por la Autoridad Portuaria correspondiente para la 
elaboración del Plan Interior de Contingencias del Puerto, que será aprobado de acuerdo 
con lo previsto en la normativa aplicable. El Plan Interior de Contingencias formará parte 
de las Ordenanzas del Puerto. 

La disponibilidad de estos medios será exigida por la Autoridad Portuaria para autorizar 
la prestación de los servicios y el funcionamiento de las instalaciones portuarias incluidas 
en el párrafo primero de este apartado. 

3. Las Autoridades Portuarias serán los organismos competentes en la prevención y 
control de las emergencias por contaminación en la zona de servicio de los puertos que 
gestionen, así como de la limpieza y control de las contaminaciones que se produzcan. 

4. Todos los vertidos desde tierra al mar requerirán autorización de la Administración 
competente, sin perjuicio de la autorización o concesión de ocupación de dominio público 
que, en su caso, otorgará la Autoridad Portuaria. 

Artículo 63. Recepción de desechos y residuos procedentes de buques. 

1. Las Autoridades Portuarias elaborarán y aprobarán cada tres años un Plan de 
Recepción de Residuos, con el contenido establecido en el Real Decreto 128/2022, de 15 
de febrero, sobre instalaciones portuarias receptoras de desechos de buques11, previo 
informe de Puertos del Estado. 

2. Los desechos generados por buques deberán descargarse a tierra, debiendo solicitar 
a tal efecto el servicio portuario de recepción de desechos generados por buques. 

3. Las refinerías de petróleo, factorías químicas y petroquímicas, instalaciones para el 
almacenamiento y distribución de productos químicos y petroquímicos e instalaciones 
para el abastecimiento de combustibles líquidos que posean terminales de carga o 
descarga de hidrocarburos en zonas portuarias, cuyas características así lo justifiquen, así 
como los astilleros e instalaciones de reparación naval o de desguace deberán disponer, 
en las cercanías de los terminales y muelles, de servicio de recepción de los residuos de 
carga y de las aguas de lastre de los buques con destino a dichas instalaciones, regulados 
por los anexos I y II del Convenio MARPOL 73/78, así como de los medios necesarios para 
prevenir y combatir los derrames. Los titulares de estas instalaciones portuarias deberán 
disponer, además, de servicios de recepción para los desechos generados por los buques 
correspondientes a los anexos I, IV, V y VI del Convenio MARPOL 73/78, en las condiciones 
establecidas en las Prescripciones Particulares, en el caso de que no exista ninguna 
empresa prestadora con licencia para prestar este servicio en el ámbito geográfico de 
dichas instalaciones. 

 
 
 
 
 

11 Real Decreto 1381/2002, de 20 de diciembre, sobre instalaciones portuarias de recepción de desechos 
generados por los buques y residuos de carga referido en el TRLPEMM se encuentra derogado. 
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Los desechos y residuos recogidos deberán ser sometidos a procesos de tratamiento y 
eliminación adecuados conforme a la normativa vigente; en el caso de que dichos 
procesos no se lleven a cabo con medios propios, los titulares de estas instalaciones 
portuarias deberán acreditar un compromiso de aceptación de los desechos y residuos por 
parte de un gestor debidamente autorizado. 

Los astilleros y las instalaciones y empresas de reparación naval o de desguace deberán 
disponer de instalaciones y medios para la recepción y tratamiento de sustancias que 
contribuyan a agotar la capa de ozono y los equipos que contienen dichas sustancias 
cuando éstos se retiren de los buques, según se contempla en el anexo VI del Convenio 
MARPOL 73/78. 

Sin perjuicio de las autorizaciones que sean exigibles por otras Administraciones, la 
disponibilidad de estos servicios de recepción será exigida por la Autoridad Portuaria para 
autorizar el funcionamiento de las instalaciones portuarias incluidas en los apartados 
anteriores. Asimismo, su no disponibilidad podrá ser causa para no autorizar la entrada de 
buques con destino a dichas instalaciones portuarias. 

4. Los titulares de las citadas instalaciones portuarias deberán aprobar un Plan de 
Recepción de Desechos y Residuos con arreglo al anexo I del  Real Decreto 128/2022, de 
15 de febrero, que deberá ser aprobado por la Autoridad Portuaria y que pasará a formar 
parte del Plan de Recepción del Puerto. Trimestralmente, comunicarán a la Autoridad 
Portuaria la relación de servicios de recogida realizados, indicando el buque, el tipo de 
desecho o residuo y la cantidad recibida, entre otros datos que se les soliciten. Además, a 
cada buque que utilice sus servicios de recepción, estas instalaciones portuarias deberán 
expedir un recibo de residuos MARPOL, según el modelo unificado que figura en el anexo III 
del Real Decreto 128/2022, de 15 de febrero. La Autoridad Portuaria podrá supervisar el 
cumplimiento del Plan de Recepción de los titulares de dichas instalaciones. 

5. En el supuesto de buques que no tengan como destino alguna de las instalaciones 
referidas anteriormente, corresponderá a las empresas que efectúen las operaciones de 
carga o descarga del buque garantizar la recepción de residuos de carga procedentes del 
mismo, si los hubiere, así como los que se encuentren en las zonas de tránsito y maniobra, 
evitando y combatiendo, en su caso, los derrames de carga accidentales. 

Artículo 64. Obras de dragado. 

1. Toda ejecución de obras de dragado o el vertido de los productos de dragado en el 
dominio público portuario, sobre la base del correspondiente proyecto, requerirá 
autorización de la Autoridad Portuaria. 

Cuando las obras de dragado o el vertido de los productos de dragado puedan afectar a 
la seguridad de la navegación en la zona portuaria, particularmente en los canales de 
acceso y en las zonas de fondeo y maniobra, se exigirá informe previo y favorable de la 
Administración marítima. 

2. Las obras de dragado que se ejecuten fuera del dominio público portuario para 
rellenos portuarios requerirán autorización de la correspondiente demarcación o servicio 
periférico de costas. Asimismo, el vertido fuera de las aguas de la zona de servicio del 
puerto de los productos de los dragados portuarios deberá ser autorizado por la 
Administración marítima, previo informe de la demarcación o servicio periférico de costas. 
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3. Los proyectos de dragado incluirán un estudio de la gestión de los productos de 
dragado, y en particular la localización de la zona o zonas de vertido y su tratamiento. 

Respecto del dragado portuario, se incorporará al proyecto, cuando proceda, un estudio 
sobre la posible localización de restos arqueológicos que se someterá a informe de la 
Administración competente en materia de arqueología. Cuando el dragado se ejecute fuera 
de la Zona I o interior de las aguas portuarias, se incluirá, además, un estudio de evaluación 
de sus efectos sobre la dinámica litoral y la biosfera marina, que se someterá a informe de 
las Administraciones competentes en materia de pesca y medio ambiente con carácter 
previo a su autorización. 

Con relación a los vertidos procedentes de las obras de dragado deberán efectuarse los 
estudios o análisis necesarios que permitan valorar los efectos de la actuación sobre la 
sedimentología litoral y la biosfera submarina, así como, en su caso, la capacidad 
contaminante de los vertidos, y se someterán a informe de las Administraciones 
competentes en materia de medio ambiente y de pesca. 

La Autoridad Portuaria remitirá a la Administración marítima y a la Comunidad Autónoma 
correspondiente los datos de las cantidades vertidas del material de dragado, la 
localización de la zona o zonas de vertido y, cuando exista riesgo de que el posible 
desplazamiento del material afecte a la navegación marítima, se remitirá a aquélla los 
resultados del seguimiento de la evolución de dicho material vertido. 

Cuando el proyecto de dragado se someta, independientemente o junto a otros 
proyectos, al procedimiento previsto en la legislación sobre evaluación de impacto 
ambiental, deberán incluirse los estudios mencionados y solicitarse asimismo los informes 
de la Administración marítima y de las Administraciones competentes en materia de medio 
ambiente, pesca y arqueología en el curso de dicho procedimiento. 

Artículo 65. Planes de emergencia y seguridad. 

1. La Autoridad Portuaria controlará en el ámbito portuario el cumplimiento de la 
normativa que afecte a la admisión, manipulación y almacenamiento de mercancías 
peligrosas, y de la normativa que afecte a los sistemas de seguridad, incluidos los que se 
refieran a la protección ante actos antisociales y terroristas, sin perjuicio de las 
competencias que correspondan a otros órganos de las Administraciones públicas, y de 
las responsabilidades que en esta materia correspondan a los usuarios y concesionarios 
del puerto. 

Corresponderá a los titulares de concesiones y autorizaciones el cumplimiento de las 
obligaciones de coordinación de actividades empresariales en calidad de titulares del 
centro de trabajo. En los espacios no otorgados en régimen de concesión o autorización, el 
consignatario que actúe en representación del armador responderá del cumplimiento de 
las obligaciones de coordinación durante las maniobras de atraque, desatraque y fondeo 
del buque, y en general durante la estancia del mismo en el puerto salvo para las 
operaciones de carga, estiba, desestiba, descarga o transbordo de mercancías o de 
embarque o desembarque de pasajeros. Si se realizan estas operaciones o las de entrega, 
recepción, almacenamiento, depósito y transporte horizontal de mercancías en espacios 
no otorgados en concesión o autorización, responderá del cumplimiento de las 
obligaciones de coordinación la empresa prestadora del servicio correspondiente. 



TEMARIO OPERADOR DE MEDIOS MECÁNICOS – LEY DE PUERTOS 

36 

 

2. De acuerdo con la legislación vigente sobre prevención y control de emergencias, cada 
Autoridad Portuaria elaborará un Plan de Emergencia Interior para cada puerto que 
gestiona, el cual, una vez aprobado de acuerdo con lo previsto en la normativa aplicable, 
formará parte de las Ordenanzas Portuarias. 

3. Cada Autoridad Portuaria elaborará, previo informe favorable del Ministerio del Interior 
y del órgano autonómico con competencias en materia de seguridad pública sobre 
aquellos aspectos que sean de su competencia, un Plan para la Protección de Buques, 
Pasajeros y Mercancías en las áreas portuarias contra actos antisociales y terroristas que, 
una vez aprobado de acuerdo con lo previsto en la normativa aplicable, formará parte de 
las Ordenanzas Portuarias. 

TÍTULO V. DOMINIO PÚBLICO PORTUARIO ESTATAL 

CAPÍTULO I. MODELO DE GESTIÓN 

Artículo 66. Modelo de gestión del dominio público portuario. 

1. La gestión del dominio público portuario estatal estará orientada, garantizando el 
interés general, a promover e incrementar la participación de la iniciativa privada en la 
financiación, construcción y explotación de las instalaciones portuarias y en la prestación 
de servicios, a través del otorgamiento de las correspondientes autorizaciones y 
concesiones, tanto demaniales como de obra pública, de acuerdo con esta ley. 

2. Corresponde a las Autoridades Portuarias la provisión y gestión de espacios e 
infraestructuras portuarias básicas, promoviendo tanto la actividad económica en los 
puertos como la prestación de los servicios por parte de la iniciativa privada. 

3. La gestión de las infraestructuras y del dominio público portuario se realizará con 
criterios de rentabilidad y eficiencia. 

CAPÍTULO II. DOMINIO PÚBLICO PORTUARIO 

Sección 1.ª Bienes integrantes 

Artículo 67. Naturaleza y determinación del dominio público portuario. 

1. Los puertos de interés general forman parte del dominio público marítimo-terrestre 
e integran el dominio público portuario estatal, el cual se regula por las disposiciones de 
esta ley y, supletoriamente, por la legislación de costas. 

Pertenecen al dominio público portuario estatal: 
a) Los terrenos, obras e instalaciones portuarias fijas de titularidad estatal afectados 
al servicio de los puertos. 
b) Los terrenos e instalaciones fijas que las Autoridades Portuarias adquieran 
mediante expropiación, así como los que adquieran por compraventa o por cualquier 
otro título cuando sean debidamente afectados por el Ministro de Fomento. 
c) Las obras que el Estado o las Autoridades Portuarias realicen sobre dicho dominio. 
d) Las obras construidas por los titulares de una concesión de dominio público 
portuario, cuando reviertan a la Autoridad Portuaria. 
e) Los terrenos, obras e instalaciones fijas de ayudas a la navegación marítima, que se 
afecten a Puertos del Estado y a las Autoridades Portuarias para esta finalidad. 
f) Los espacios de agua incluidos en la zona de servicio de los puertos. 
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2. Se considera dominio público portuario estatal el dominio público marítimo-terrestre 
afecto a los puertos e instalaciones portuarias de titularidad estatal. 

3. El dominio público marítimo-terrestre ocupado por un puerto de competencia de una 
Comunidad Autónoma mantiene su titularidad estatal, si bien tiene la condición de 
adscrito a dicha Comunidad. 

Artículo 68. Zona de servicio en puertos gestionados en régimen concesional. 

La zona de servicio de un puerto otorgado en concesión estará compuesta por el dominio 
público cuya ocupación ha sido autorizada y los espacios de titularidad particular que, sin 
ser dominio público, se hallen incorporados a dicha zona de servicio en virtud de lo 
dispuesto en el título concesional. 

Sección 2.ª Espacios y Usos Portuarios 

Artículo 69. Delimitación de los Espacios y Usos Portuarios. 

1. El Ministerio de Fomento determinará en los puertos de titularidad estatal una zona de 
servicio que incluirá los espacios de tierra y de agua necesarios para el desarrollo de los 
usos portuarios, los espacios de reserva que garanticen la posibilidad de desarrollo de la 
actividad portuaria y aquellos que puedan destinarse a usos vinculados a la interacción 
puerto-ciudad. Esta determinación se efectuará a través de la Orden Ministerial de 
Delimitación de los Espacios y Usos Portuarios. 

2. El espacio de agua incluido en la zona de servicio comprenderá las áreas de agua y 
dársenas donde se realicen las operaciones portuarias de carga, descarga y trasbordo de 
mercancías y pesca, de embarque y desembarque de pasajeros, donde se presten los 
servicios técnico-náuticos y donde tenga lugar la construcción, reparación y desguace de 
buques a flote, así como las áreas de atraque, reviro y maniobra de los buques y 
embarcaciones, los canales de acceso y navegación y las zonas de espera y de fondeo, 
incluyendo los márgenes necesarios para la seguridad marítima y para la protección ante 
acciones terroristas y antisociales. También comprenderá los espacios de reserva 
necesarios para la ampliación del puerto. El espacio de agua se subdividirá en dos zonas: 

a) Zona I, o interior de las aguas portuarias, que abarcará los espacios de agua abrigados 
ya sea de forma natural o por el efecto de diques de abrigo. 

b) Zona II, o exterior de las aguas portuarias, que comprenderá el resto de las aguas. 
3. La Autoridad Portuaria elaborará el expediente de propuesta de Delimitación de los 

Espacios y Usos Portuarios, que incluirá la definición exterior e interior del dominio público 
portuario, los usos previstos para cada una de las diferentes áreas en las que se divida la 
zona de servicio del puerto (usos portuarios), y la justificación de la necesidad o 
conveniencia de tales usos, según criterios transparentes, objetivos, no discriminatorios y 
de fomento de la competencia en la prestación de servicios. 

Asimismo, se incluirán los espacios necesarios para que los órganos de las 
Administraciones públicas puedan ejercer competencias de vigilancia, seguridad pública, 
inspección, control de entradas y salidas de personas y mercancías del territorio nacional, 
identificación y otras que, por su relación directa con la actividad portuaria, deban 
desarrollarse necesariamente en el puerto conforme a lo dispuesto en esta ley. 

Corresponde al Ministro de Fomento la aprobación de la Delimitación de los Espacios 
y Usos Portuarios. 
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CAPÍTULO III. UTILIZACIÓN DEL DOMINIO PÚBLICO PORTUARIO ESTATAL 

Sección 1.ª Disposiciones generales 

Artículo 72. Usos y actividades permitidas en el dominio público portuario. 

1. En el dominio público portuario sólo podrán llevarse a cabo actividades, instalaciones 
y construcciones acordes con los usos portuarios y de señalización marítima, de 
conformidad con esta ley. 

A tal efecto, tienen la consideración de usos portuarios los siguientes: 

a) Usos comerciales, entre los que figuran los relacionados con el intercambio entre 
modos de transporte, los relativos al desarrollo de servicios portuarios y otras actividades 
portuarias comerciales. 

b) Usos pesqueros. 

c) Usos náutico-deportivos. 

d) Usos complementarios o auxiliares de los anteriores, incluidos los relativos a 
actividades logísticas y de almacenaje y los que correspondan a empresas industriales o 
comerciales cuya localización en el puerto esté justificada por su relación con el tráfico 
portuario, por el volumen de los tráficos marítimos que generan o por los servicios que 
prestan a los usuarios del puerto. 

En aquellos terrenos que no reúnan las características naturales de bienes de dominio 
público marítimo-terrestre, y que, por causa de la evolución de las necesidades operativas 
de los tráficos portuarios hayan quedado en desuso o hayan perdido su funcionalidad o 
idoneidad técnica para la actividad portuaria, podrán admitirse en el dominio público 
portuario espacios destinados a usos vinculados a la interacción puerto-ciudad, tales 
como equipamientos culturales, recreativos, certámenes feriales, exposiciones y otras 
actividades comerciales no estrictamente portuarias, siempre que no se perjudique el 
desarrollo futuro del puerto y las operaciones de tráfico portuario y se ajusten a lo 
establecido en el planeamiento urbanístico. Las Autoridades Portuarias no podrán 
participar directa o indirectamente en la promoción, explotación o gestión de las 
instalaciones y actividades que se desarrollen en estos espacios, salvo las relativas a 
equipamientos culturales y exposiciones en el caso de que sean promovidas por alguna 
administración pública. 

En ningún caso se podrá autorizar la realización de rellenos en el dominio público 
portuario que no tengan como destino un uso portuario. 

2. La ocupación de espacios de dominio público portuario destinados a usos portuarios 
por los órganos o entidades de cualquier Administración pública, para el cumplimiento de 
fines de su competencia, sólo podrá autorizarse para usos o actividades que, por su 
relación directa con la actividad portuaria, deban desarrollarse necesariamente dentro de 
los mismos. 

Artículo 73. Régimen de utilización del dominio público portuario. 

1. La utilización del dominio público portuario se regirá por lo establecido en esta ley, en 
el Reglamento de Explotación y Policía y en las correspondientes Ordenanzas Portuarias, 
las cuales establecerán las zonas abiertas al uso general y, en su caso, gratuito. En lo no 
previsto en las anteriores disposiciones será de aplicación la legislación de costas. 
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2. Los usos y actividades que presenten circunstancias de exclusividad, intensidad, 
peligrosidad o rentabilidad exigirán el otorgamiento de la correspondiente autorización o 
concesión, con sujeción a lo previsto en esta ley y en los Pliegos de Condiciones Generales 
que se aprueben, que se publicarán en el Boletín Oficial del Estado. 

El uso de la lámina de agua para actividades de acuicultura mediante la ocupación por 
artefactos flotantes tales como bateas, mejilloneras, viveros flotantes u otras 
instalaciones, precisará igualmente de autorización o concesión, según proceda, 
devengando las correspondientes tasas, de conformidad con esta ley. 

3. Cuando algún órgano de la Administración General del Estado o cualquier organismo 
o entidad vinculada o dependiente de la misma requiera la utilización del dominio público 
portuario, solicitará de la Autoridad Portuaria correspondiente los bienes de dominio 
público necesarios, quien autorizará dicha utilización siempre que sea compatible con la 
normal explotación del puerto y durante el tiempo que sea preciso, debiendo suscribir el 
correspondiente convenio en el que se establecerán las condiciones de la misma, 
incluyendo las tasas que, en su caso, procedan y los costes que debe asumir aquél. 

Cuando la Autoridad Portuaria considere que la solicitud es incompatible con la normal 
explotación del puerto, la elevará a Puertos del Estado quien, una vez emitido el 
correspondiente informe, lo trasladará al Ministro de Fomento quien resolverá sobre el 
otorgamiento de la autorización, atendiendo al interés general. 

Cuando sea precisa la utilización del dominio público portuario por las Administraciones 
de las Comunidades Autónomas, por las entidades que integran la Administración Local o 
por cualquier organismo o entidad dependiente de cualquiera de ellas, se procederá de 
acuerdo con lo establecido en el párrafo anterior, respecto de aquellas Comunidades 
Autónomas que prevean en su legislación un régimen similar de utilización de bienes 
demaniales de su titularidad por la Administración General del Estado o sus organismos 
públicos para su dedicación a un uso o servicio de su competencia. A falta de dicha 
previsión, deberán solicitar el otorgamiento de la correspondiente concesión o 
autorización, de acuerdo con esta ley. 

Lo dispuesto en este apartado y en el siguiente se entenderá sin perjuicio de la aplicación 
de la normativa específica sobre recintos aduaneros. 

4. Las autorizaciones y concesiones otorgadas según esta ley no eximen a sus titulares 
de obtener los permisos, licencias, autorizaciones y concesiones que sean exigidos por 
otras disposiciones legales. No obstante, cuando éstos se obtengan con anterioridad al 
título administrativo exigible conforme a esta ley, su eficacia quedará demorada hasta que 
se otorgue el mismo. 

5. Los titulares de autorizaciones y concesiones deberán comprometerse al desarrollo 
de una actividad mínima o tráfico mínimo que garantice una explotación razonable del 
dominio público. 

Sección 2.ª Autorizaciones 

Artículo 74. Clases de autorizaciones. 

Estarán sujetas a autorización de la Autoridad Portuaria: 
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a) La utilización de instalaciones portuarias fijas por los buques, el pasaje y las 
mercancías, que se regirá por el Reglamento de Explotación y Policía y las 
correspondientes Ordenanzas Portuarias. 

b) La ocupación del dominio público portuario con bienes muebles o instalaciones 
desmontables o sin ellos, por plazo no superior a tres años, que se otorgará de conformidad 
con lo dispuesto en esta sección. 

Artículo 75. Ámbito de aplicación. 

1. La ocupación del dominio público portuario por plazo no superior a tres años, 
incluidas prórrogas, con bienes muebles o instalaciones desmontables, o sin ellos, estarán 
sujetas a autorización previa de la Autoridad Portuaria. 

2. Estas autorizaciones demaniales se otorgarán, a título de precario, con sujeción al 
correspondiente Pliego de Condiciones Generales de autorizaciones de ocupación del 
dominio público portuario que apruebe el Ministro de Fomento y a las condiciones 
particulares que determine la Autoridad Portuaria. 

3. Las autorizaciones sólo podrán otorgarse para los usos y actividades permitidas en el 
artículo 72 y deberán ajustarse a las determinaciones establecidas en el plan especial de 
ordenación de la zona de servicio del puerto o, en su defecto, en la Delimitación de los 
Espacios y Usos Portuarios. 

4. Las autorizaciones se otorgarán con carácter personal e intransferible «inter vivos» y 
su uso no podrá ser cedido a terceros, salvo las de ocupación de dominio público que 
constituyan soporte de una autorización de vertidos de tierra al mar. 

Sección 3.ª Concesiones demaniales 

Artículo 81. Ámbito de aplicación. 

1. Estará sujeta a previa concesión otorgada por la Autoridad Portuaria la ocupación del 
dominio público portuario, con obras o instalaciones no desmontables o usos por plazo 
superior a tres años. 

2. Las concesiones sólo podrán otorgarse para obras, instalaciones o usos que se 
ajusten a las determinaciones establecidas en el plan especial de ordenación de la zona 
de servicio del puerto o, en su defecto, la Delimitación de los Espacios y Usos Portuarios, y 
se someterán al correspondiente Pliego de Condiciones Generales para el otorgamiento de 
concesiones demaniales que apruebe el Ministro de Fomento y a las condiciones 
particulares que determine la Autoridad Portuaria. 

Artículo 82. Plazo de las concesiones. 

1. El plazo de las concesiones será el que se determine en el título correspondiente y no 
podrá ser superior a 50 años. Para la fijación del mismo se tendrán en cuenta los siguientes 
criterios: 

a) Vinculación del objeto de la concesión a la actividad portuaria. 
b) Disponibilidad de espacio de dominio público portuario. 
c) Volumen de inversión y estudio económico financiero. 
d) Plazo de ejecución de las obras contenidas en el proyecto. 
e) Adecuación a la planificación y gestión portuarias. 
f) Incremento de actividad que genere en el puerto. 
g) Vida útil de la inversión a realizar por el concesionario. 
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Artículo 93. Garantía provisional y garantía definitiva. 

1. Los peticionarios de concesiones de dominio público portuario acreditarán ante la 
Autoridad Portuaria competente, al presentar la solicitud, la prestación de garantía 
provisional, por un importe del 2% del presupuesto de las obras e instalaciones adscritas 
a la concesión, cuya realización se proponga, que no podrá ser inferior a 3.000 euros. 

2. Otorgada la concesión, se constituirá garantía definitiva o de construcción, 
equivalente al cinco por ciento del presupuesto total de las obras e instalaciones adscritas 
a la concesión incluidas en el proyecto, que responderá de la ejecución de las obras y del 
resto de obligaciones derivadas de la concesión. 

Si el concesionario no constituye la garantía en el plazo establecido en el título 
administrativo, se entenderá que renuncia a la concesión. 

3. Si el interesado desistiera injustificadamente, a juicio de la Autoridad Portuaria, de la 
petición o renunciara al título, perderá la garantía constituida. 

4. La garantía definitiva o de construcción será devuelta al concesionario en el plazo de 
un mes desde la aprobación por el Director del reconocimiento de las obras e 
instalaciones, salvo en los casos de renuncia y caducidad, con deducción de las 
cantidades que, en su caso, deban hacerse efectivas en concepto de penalizaciones y 
responsabilidades en que haya podido incurrir el concesionario frente a la Autoridad 
Portuaria. Previamente a la devolución de esta garantía deberá haberse constituido la 
garantía de explotación. 

Artículo 94. Garantía de explotación. 

1. La garantía de explotación responderá de todas las obligaciones derivadas de la 
concesión, de las sanciones que por incumplimiento de las condiciones de la misma se 
puedan imponer a su titular y de los daños y perjuicios que tales incumplimientos puedan 
ocasionar. 

2. La garantía de explotación se determinará en función del importe anual de las tasas 
que ha de abonar el concesionario, no pudiendo ser inferior a la mitad de dicho importe ni 
superior al importe anual de las mismas, debiendo actualizarse cada cinco años, en 
función del importe de las tasas en la fecha de actualización. 

3. La garantía de explotación será devuelta a la extinción de la concesión, con deducción 
de las cantidades que, en su caso, deban hacerse efectivas en concepto de penalización o 
responsabilidades en que haya podido incurrir el concesionario frente a la Autoridad 
Portuaria. 

Sección 4.ª Extinción de autorizaciones y concesiones 

Artículo 96. Causas de extinción. 

Las autorizaciones y concesiones se extinguirán por: 

a) Vencimiento del plazo de otorgamiento. 
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b) Revisión de oficio, en los supuestos establecidos en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 
del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas12. 

c) Renuncia del titular, que sólo podrá ser aceptada por la Autoridad Portuaria cuando 
no cause perjuicio a ésta o a terceros. 

d) Mutuo acuerdo entre la Autoridad Portuaria y el titular. 

e) Disolución o extinción de la sociedad, salvo en los supuestos de fusión o escisión. 

f) Revocación. 

g) Caducidad. 

h) Rescate, cuando se trate de concesiones. 

i) Extinción de la autorización o de la licencia de la que el título demanial sea soporte. 

Artículo 97. Revocación de autorizaciones y concesiones. 

1. Las autorizaciones podrán ser revocadas unilateralmente, en cualquier momento y sin 
derecho a indemnización, cuando resulten incompatibles con obras o planes que, 
aprobados con posterioridad, entorpezcan la explotación portuaria o impidan la utilización 
del espacio portuario para actividades de mayor interés portuario. 

Corresponderá a la Autoridad Portuaria apreciar las circunstancias anteriores mediante 
resolución motivada, previa audiencia del titular de la autorización. 

2. Las concesiones pueden ser revocadas por la Autoridad Portuaria, sin derecho a 
indemnización, cuando se hayan alterado los supuestos determinantes de su 
otorgamiento que impliquen la imposibilidad material o jurídica de la continuación en el 
disfrute de la concesión y, en casos de fuerza mayor, cuando, en ambos supuestos, no sea 
posible la revisión del título de otorgamiento. 

Artículo 98. Caducidad. 

1. Serán causa de caducidad de la autorización o concesión, los siguientes 
incumplimientos: 

a) No iniciación, paralización o no terminación de las obras por causas no justificadas, 
durante el plazo que se fije en las condiciones del título. 

b) Impago de una liquidación por cualquiera de las tasas giradas por la Autoridad 
Portuaria durante un plazo de 6 meses, en el caso de las autorizaciones, y de 12 meses en 
el caso de las concesiones. 

Para iniciar el expediente de caducidad será suficiente que no se haya efectuado el 
ingreso en período voluntario. 

Una vez iniciado, se podrá acordar su archivo si antes de dictar resolución se produce el 
abono de lo adeudado, en el procedimiento de apremio, y se constituye la garantía que al 
respecto fije la Autoridad Portuaria. 

 
 
 
 
 

12 La Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común a la que hace referencia el TRLPEMM ha sido derogada con efectos 2 de 
octubre de 2016 
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c) Falta de actividad o de prestación del servicio, durante un período de 6 meses, en el 
caso de autorizaciones, y de 12 meses en el caso de las concesiones, a no ser que, a juicio 
de la Autoridad Portuaria, obedezca a causa justificada. 

d) Ocupación del dominio público no otorgado. 

e) Incremento de la superficie, volumen o altura de las instalaciones en más del 10 por 
ciento sobre el proyecto autorizado. 

f) Desarrollo de actividades que no figuren en el objeto del título. 

g) Cesión a un tercero del uso total o parcial, sin autorización de la Autoridad Portuaria. 

h) Transferencia del título de otorgamiento, sin autorización de la Autoridad Portuaria. 

i) Constitución de hipotecas y otros derechos de garantía, sin autorización de la 
Autoridad Portuaria. 

j) No reposición o complemento de la garantía definitiva o de explotación, previo 
requerimiento de la Autoridad Portuaria. 

k) Incumplimiento de otras condiciones cuya inobservancia esté expresamente prevista 
como causa de caducidad en el título de otorgamiento. 

Artículo 100. Efectos de la extinción. 

1. Extinguida la autorización o concesión, el titular tendrá derecho a retirar fuera del 
espacio portuario los materiales, equipos o instalaciones desmontables que no reviertan 
gratuitamente a la Autoridad Portuaria, estando obligado a hacerlo cuando así lo determine 
la Autoridad Portuaria, la cual podrá efectuar la retirada con cargo al titular de la 
autorización o concesión extinguida, cuando el mismo no la efectúe en el momento o plazo 
que se le indique. 

2. En todos los casos de extinción de una concesión, la Autoridad Portuaria decidirá 
sobre el mantenimiento de las obras e instalaciones no desmontables, que revertirán 
gratuitamente y libre de cargas a la Autoridad Portuaria, o decidirá su levantamiento y 
retirada del dominio público por aquél y a sus expensas. 

Si la Autoridad Portuaria no se pronunciara expresamente, se entenderá que opta por su 
mantenimiento, sin perjuicio de que, previamente a la fecha de extinción, pueda decidir su 
levantamiento y retirada. 

En el caso de que la Autoridad Portuaria haya optado por el levantamiento de las obras e 
instalaciones, el titular retirará las mismas en el plazo fijado por aquélla, pudiendo la 
Autoridad Portuaria ejecutar subsidiariamente los trabajos que no haya efectuado el titular 
en el plazo concedido. 

Si la Autoridad Portuaria hubiese optado por el mantenimiento, el titular procederá a la 
reparación de las obras e instalaciones en el plazo y condiciones indicadas por aquélla. 

La Autoridad Portuaria, sin más trámite, tomará posesión de los bienes e instalaciones, 
pudiendo solicitar a las empresas suministradoras de energía eléctrica, agua, gas y 
telefonía la suspensión del correspondiente suministro. 

3. La Autoridad Portuaria no asumirá ningún tipo de obligación laboral o económica del 
titular de la autorización o concesión, vinculada o no a la actividad objeto del título 
extinguido. 
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TÍTULO VI. PRESTACIÓN DE SERVICIOS 

CAPÍTULO I. SERVICIOS 

Artículo 104. Servicios prestados en los puertos de interés general. 

1. La actividad portuaria se desarrollará en un marco de libre y leal competencia entre 
los operadores de servicios en los puertos de interés general. 

A tal efecto, corresponde a Puertos del Estado promover la competencia en el conjunto 
del sistema portuario y a las Autoridades Portuarias en sus propios ámbitos territorial y 
funcional. 

2. Se reconoce la libertad de acceso a la prestación de servicios en los puertos de interés 
general, en los términos establecidos en esta ley. 

3. Los servicios se clasifican en: 

a) Servicios generales. 

b) Servicios portuarios. 

c) Servicios comerciales. 

d) Servicio de señalización marítima. 

Artículo 105. Garantías de prestación de los servicios esenciales. 

Los servicios esenciales definidos en el Real Decreto 58/1994, de 21 de enero, por el que 
se garantiza la prestación de los servicios portuarios esenciales de la competencia de 
puertos del Estado, autoridades portuarias y sociedades de estiba y desestiba, deberán ser 
mantenidos con independencia de que sean prestados por la Autoridad Portuaria o por 
empresas titulares de las correspondientes licencias. 

CAPÍTULO II. SERVICIOS GENERALES 

Artículo 106. Concepto de servicios generales. 

Son servicios generales del puerto aquellos servicios de los que se benefician los 
usuarios del puerto sin necesidad de solicitud, así como aquellos necesarios para el 
cumplimiento de las funciones de las Autoridades Portuarias. 

Las Autoridades Portuarias prestarán en la zona de servicio del puerto, entre otros, los 
siguientes servicios generales: 

a) El servicio de ordenación, coordinación y control del tráfico portuario, tanto marítimo 
como terrestre. 

b) El servicio de coordinación y control de las operaciones asociadas a los servicios 
portuarios, comerciales y otras actividades. 

c) Los servicios de señalización, balizamiento y otras ayudas a la navegación que sirvan 
de aproximación y acceso del buque al puerto, así como su balizamiento interior. 

d) El servicio de policía en las zonas comunes, sin perjuicio de las competencias que 
correspondan a otras administraciones. 

e) El servicio de alumbrado de las zonas comunes. 

f) El servicio de limpieza habitual de las zonas comunes de tierra y de agua. No se 
incluyen en este servicio la limpieza de muelles y explanadas como consecuencia de las 
operaciones de depósito y manipulación de mercancías. 
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g) Los servicios de prevención y control de emergencias, en los términos establecidos 
por la normativa sobre protección civil, en colaboración con las Administraciones 
competentes sobre protección civil, prevención y extinción de incendios, salvamento y 
lucha contra la contaminación. 

Artículo 107. Régimen de prestación de los servicios generales. 

1. Corresponde a la Autoridad Portuaria la prestación de los servicios generales, sin 
perjuicio de que su gestión pueda encomendarse a terceros cuando no se ponga en riesgo 
la seguridad o no impliquen ejercicio de autoridad. 

2. Los servicios generales serán prestados según las normas y criterios técnicos 
previstos en el Reglamento de Explotación y Policía, y en las Ordenanzas del Puerto. 

CAPÍTULO III. SERVICIOS PORTUARIOS 

Sección 1.ª Concepto y régimen de prestación de los servicios portuarios 

Artículo 108. Concepto y clases de servicios portuarios. 

1. Son servicios portuarios las actividades de prestación que sean necesarias para la 
explotación de los puertos dirigidas a hacer posible la realización de las operaciones 
asociadas con el tráfico marítimo, en condiciones de seguridad, eficiencia, regularidad, 
continuidad y no discriminación, y que sean desarrolladas en el ámbito territorial de las 
Autoridades Portuarias. 

2. Tienen la consideración de servicios portuarios los siguientes: 

a) Servicios técnico-náuticos: 

1.º Servicio de practicaje. 

2.º Servicio de remolque portuario. 

3.º Servicio de amarre y desamarre. 

b) Servicio al pasaje, que incluye: el embarque y desembarque de pasajeros, la carga y 
descarga de equipajes, y la de vehículos en régimen de pasaje. 

c) Servicio de recepción de desechos generados por buques, que incluye: la recepción 
de los desechos y residuos de los anexos I, IV, V o VI del Convenio MARPOL 73/78, según lo 
establecido en esta ley. 

d) Servicio de manipulación de mercancías, que consiste en la carga, estiba, descarga, 
desestiba, tránsito marítimo y el trasbordo de mercancías. 

Artículo 109. Régimen de prestación de los servicios portuarios y título habilitante. 

1. La prestación de los servicios portuarios se llevará a cabo por la iniciativa privada, 
rigiéndose por el principio de libre concurrencia, con las excepciones establecidas en esta 
ley. 

2. La prestación de los servicios portuarios requerirá la obtención de la correspondiente 
licencia otorgada por la Autoridad Portuaria, la cual solo puede otorgarse previa aprobación 
del correspondiente Pliego de Prescripciones Particulares del servicio correspondiente. 

La licencia no otorgará el derecho a prestar el servicio en exclusiva. 
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La licencia se otorgará con carácter reglado, previa acreditación del cumplimiento por el 
solicitante de las condiciones y requisitos previstos en esta ley, y en las prescripciones 
particulares del servicio. No obstante, cuando esté limitado el número de prestadores, las 
licencias se otorgarán por concurso. Las convocatorias de estos concursos y su 
adjudicación se publicarán, cuando fuera exigible, en el Diario Oficial de la Unión Europea. 

Podrán ser titulares de licencias las personas físicas o jurídicas, de la Unión Europea o 
de terceros países, condicionadas estas últimas a la prueba de reciprocidad, salvo en los 
supuestos en que los compromisos de la Unión Europea con la Organización Mundial del 
Comercio no exija dicho requisito, que tengan capacidad de obrar, y no estén incursas en 
causas de incompatibilidad. 

Las licencias serán de carácter específico, otorgándose para cada uno de los servicios 
portuarios. No obstante, para los servicios de recepción de desechos generados por 
buques, podrá otorgarse una licencia de carácter general que habilitará para la recepción 
de varios o de todos los desechos generados. Asimismo, las licencias para la prestación de 
servicios al pasaje y de manipulación de mercancías podrán otorgarse para uno o varios 
tipos de tráfico o de mercancía. 

La Autoridad Portuaria podrá autorizar licencias de autoprestación y de integración de 
servicios portuarios en los términos y en las condiciones previstas en esta ley. 

3. Las Autoridades Portuarias deberán adoptar las medidas precisas para garantizar una 
adecuada cobertura de las necesidades de servicios portuarios en el puerto. A tal fin, 
podrán excepcionalmente asumir, previo informe favorable de Puertos del Estado, la 
prestación directa o indirecta de un servicio portuario cuando por ausencia o insuficiencia 
de la iniciativa privada sea necesario garantizar una adecuada cobertura de las 
necesidades del servicio. 

Se entenderá como existencia de insuficiencia de la iniciativa privada cuando las 
licencias otorgadas no puedan atender toda la demanda existente en el puerto con los 
indicadores de calidad exigidos en el Pliego de Prescripciones Particulares del servicio. 

La prestación por parte de la Autoridad Portuaria de un servicio portuario, por ausencia 
o insuficiencia de iniciativa privada, no implica la extinción, en su caso, de las licencias en 
vigor ni impide la solicitud de nuevas licencias. En este caso, las competencias reguladoras 
del servicio, incluida la aprobación del Pliego de Prescripciones Particulares, 
corresponderán a Puertos del Estado y el plazo de prestación del servicio no podrá ser 
superior a cinco años, salvo que subsistan las circunstancias que hayan motivado la 
asunción de la prestación. 

4. La Autoridad Portuaria, en caso de impago del servicio, podrá autorizar a los 
prestadores la suspensión temporal del servicio hasta que se efectúe el pago o se garantice 
suficientemente la deuda que generó la suspensión. 

5. Tanto en el caso de que esté limitado como que no esté limitado el número de 
prestadores, cuando los prestadores del servicio con licencia otorgada no pudieran 
atender conjuntamente con los medios que tengan adscritos al servicio, a juicio de la 
Autoridad Portuaria, la cobertura total de la demanda con los indicadores de calidad 
establecidos en las prescripciones particulares del servicio, la Autoridad Portuaria se lo 
comunicará a los titulares del servicio con el objeto de que tengan la posibilidad de poner 
medios adicionales a los exigidos por su licencia para cumplir dichos indicadores de 
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calidad. Si persistiera esta situación, la Autoridad Portuaria considerará que existe 
insuficiencia de la iniciativa privada y se aplicará lo dispuesto para estos casos en el 
apartado 3 anterior. 

Artículo 110. Obligaciones de servicio público portuario. 

Los servicios portuarios serán prestados de acuerdo con lo dispuesto en las 
prescripciones particulares del servicio, y estarán sujetos a las obligaciones de servicio 
público previstas en esta ley, las cuales se aplicarán de forma que sus efectos sean 
neutrales en relación con la competencia entre prestadores de servicios portuarios. 

Son obligaciones de servicio público, de necesaria aceptación por todos los prestadores 
de servicios en los términos en que se concreten en sus respectivos títulos habilitantes, las 
siguientes: 

a) Cobertura universal, con obligación de atender a toda demanda razonable, en 
condiciones no discriminatorias, salvo las excepciones previstas en esta ley para los casos 
de terminales de pasajeros y mercancías de uso particular. 

b) Continuidad y regularidad de los servicios en función de las características de la 
demanda, salvo fuerza mayor. Para garantizar la continuidad en la prestación del servicio, 
las Autoridades Portuarias podrán establecer servicios mínimos de carácter obligatorio. 

c) Cooperación con la Autoridad Portuaria y la Administración marítima y, en su caso, 
con otros prestadores de servicios, en labores de salvamento, extinción de incendios y 
lucha contra la contaminación, así como en la prevención y control de emergencias. 

d) Colaboración en la formación práctica en la prestación del servicio con los medios 
adecuados, en el ámbito del puerto en el que desarrolle su actividad. 

e) Sometimiento a la potestad tarifaria de la Autoridad Portuaria, cuando proceda, en las 
condiciones establecidas en las prescripciones particulares por las que se rige el título 
habilitante. 

Artículo 111. Limitación del número de prestadores. 

1. La Autoridad Portuaria, de oficio, podrá limitar en cada puerto el número máximo de 
posibles prestadores de un servicio portuario, atendiendo únicamente a razones de 
disponibilidad de espacios, de capacidad de las instalaciones, de seguridad, de normas 
medioambientales o por otras razones objetivas relacionadas con las condiciones de 
competencia y, en todos los supuestos, debidamente motivadas. La motivación deberá 
incluir la identificación clara de la restricción de la competencia en cuestión, la 
justificación de la necesidad del establecimiento de la restricción con arreglo al interés 
público y la acreditación de que no resulta posible acudir a alternativas viables que sean 
menos restrictivas de la competencia para conseguir el mismo fin de interés público. En los 
servicios al pasaje y de manipulación de mercancías, las anteriores limitaciones podrán 
aplicarse por tipo de tráfico o de mercancía.  

Artículo 112. Régimen de utilización de los servicios portuarios. 

1. Los servicios portuarios se prestarán a solicitud de los usuarios. 
No obstante, la utilización del servicio de practicaje será obligatoria cuando así lo 

determine la Administración marítima conforme a la normativa aplicable. 
Asimismo, el servicio de recepción de desechos generados por los buques será de uso 

obligatorio, salvo en los supuestos previstos en la normativa aplicable. 
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Además, el Reglamento de Explotación y Policía o las Ordenanzas del Puerto podrán 
establecer el uso obligatorio de otros servicios portuarios en función de las condiciones y 
características de las infraestructuras portuarias, del tamaño y tipo de buque y de la 
naturaleza de la carga transportada, así como de las condiciones oceanográficas y 
meteorológicas. 

2. Cuando la utilización del servicio no sea obligatoria, las Autoridades Portuarias podrán 
imponer el uso de aquellos servicios portuarios que consideren necesarios cuando por 
circunstancias extraordinarias consideren que está en riesgo el funcionamiento, la 
operatividad o la seguridad del puerto. A su vez, por razones de seguridad marítima, la 
Capitanía Marítima podrá declarar la obligatoriedad de dichos servicios. 

Artículo 113. Pliegos de Prescripciones Particulares de los servicios portuarios. 

Las Autoridades Portuarias habrán de aprobar los Pliegos de Prescripciones 
Particulares de los servicios portuarios, oído el Comité de Servicios Portuarios, y previa 
audiencia de las organizaciones sindicales más representativas y representativas del 
servicio correspondiente y de las asociaciones de operadores y usuarios más 
representativas cuyos fines guarden relación directa con el objeto del correspondiente 
pliego. Para ello, las Autoridades Portuarias remitirán el proyecto de Pliego junto con el 
expediente completo a Puertos del Estado con el objeto de que emita informe vinculante 
con anterioridad a su aprobación definitiva. 

Artículo 114. Plazo máximo de la licencia de prestación del servicio portuario. 

1. El plazo máximo de la licencia para la prestación de los servicios portuarios será el 
siguiente: 

a) Servicio de practicaje: 10 años. 
b) Amarre y desamarre: 6 años. 
c) Remolque portuario: 10 años. 
d) Servicios al pasaje y de manipulación de mercancías: 
1.º Sin inversión significativa: 6 años. 
2.º Con inversión significativa en equipos y material móvil: 

- Cuando el titular de la licencia tenga otorgada en concesión o autorización una 
terminal marítima de pasajeros o de mercancías, con atraque en concesión o 
autorización: 20 años. 
- Cuando el titular de la licencia tenga otorgada en concesión o autorización una 
terminal marítima de pasajeros o de mercancías, sin atraque en concesión o 
autorización: 15 años. 
- En otro caso: 10 años. 

3.º Con inversión significativa en obras e instalaciones fijas que tengan incidencia en la 
prestación del servicio: 

- Cuando las obras sean infraestructuras portuarias de abrigo, esclusas, obras de 
atraque, accesos marítimos o terrestres, obras de relleno o de consolidación y mejora 
de terrenos en grandes superficies: 50 años. 
- En otro caso: 30 años. 

e) Servicio de recepción de desechos generados por buques: 
1.º Sin inversión significativa: 6 años. 
2.º Con inversión significativa: 12 años. 
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Excepto en el caso del servicio de practicaje, cuando se encuentre limitado el número 
de prestadores de un servicio portuario, el plazo máximo será, al menos, un 25 por ciento 
inferior al que corresponda de entre los establecidos en los supuestos anteriores. 

2. El plazo de vigencia de la licencia no será renovable cuando se haya limitado el número 
de prestadores de servicios, salvo el de las licencias relativas a los servicios al pasaje y de 
manipulación de mercancías que se presten sobre dominio público portuario otorgado en 
concesión al titular de aquél, que podrá ser renovado mientras se encuentre vigente dicha 
concesión y, en el caso de que el prestador no sea el titular de la concesión, exista un 
contrato en vigor a estos efectos con éste. 

Cuando no exista limitación del número de prestadores, las licencias podrán ser 
renovadas, previa acreditación por el titular del cumplimiento de los requisitos previstos en 
esta ley y en las Prescripciones Particulares del servicio que se encuentren en vigor.  

Artículo 123. Observatorio Permanente del mercado de los servicios portuarios. 

1. Se crea un Observatorio Permanente del Mercado de los Servicios Portuarios, 
adscrito a Puertos del Estado, con la finalidad de analizar las condiciones de 
competitividad en relación con los precios y la calidad de los servicios y acordar las 
variables de competitividad sobre las que establecer recomendaciones. 

Por acuerdo del Consejo Rector de Puertos del Estado se establecerá la composición y 
funcionamiento del Observatorio Permanente, debiendo quedar garantizada la presencia 
de las organizaciones más representativas y representativas de los prestadores, 
trabajadores y usuarios de los servicios portuarios. 

2. Puertos del Estado elaborará un informe anual de competitividad a partir de los 
análisis y conclusiones de este Observatorio que será elevado al Ministerio de Fomento. 

Artículo 124. Comité de servicios portuarios. 

En el Consejo de Navegación y Puerto se constituirá un Comité de servicios portuarios 
del que formarán parte los usuarios de servicios u organizaciones que los representen y las 
organizaciones sectoriales de trabajadores y prestadores de servicios más representativas 
y representativas. La Autoridad Portuaria consultará, al menos una vez al año, a dicho 
Comité en relación con las condiciones de prestación de dichos servicios, y, en particular, 
sobre las tarifas de los servicios portuarios abiertos al uso general, la organización y la 
calidad de los servicios, así como, en su caso, sobre el establecimiento, mantenimiento o 
revisión del acuerdo de limitación del número de prestadores de un servicio. 

Los informes y actas del Comité se remitirán al Observatorio Permanente del Mercado 
de los Servicios Portuarios. 

Sección 2.ª Servicios técnico-náuticos 

Artículo 126. Definición y características del servicio de practicaje. 

1. Se entiende por practicaje el servicio de asesoramiento a capitanes de buques y 
artefactos flotantes, prestado a bordo de éstos, para facilitar su entrada y salida a puerto y 
las maniobras náuticas dentro de éste y de los límites geográficos de la zona de practicaje, 
en condiciones de seguridad y en los términos establecidos en esta ley, en el Reglamento 
regulador de este servicio y en el Pliego de Prescripciones Particulares del mismo. 

2. El servicio de practicaje será obligatorio en los puertos cuando así lo determine la 
Administración marítima. 
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No obstante, la Administración marítima podrá establecer exenciones a la obligatoriedad 
de la utilización del servicio de practicaje en cada puerto, con criterios basados en la 
experiencia local del capitán del buque, las características del buque, la naturaleza de la 
carga, las peculiaridades del puerto y otras circunstancias que reglamentariamente se 
prevean previo informe de la Autoridad Portuaria, oído el órgano que ejerza la 
representación de los prácticos a nivel nacional. 

Con carácter general, salvo indicación expresa de la Capitanía Marítima por razones de 
seguridad en la navegación, estarán exentos del servicio de practicaje los buques y 
embarcaciones al servicio de la Autoridad Portuaria; los destinados a la realización de 
obras en el dominio público portuario; los destinados al avituallamiento y al 
aprovisionamiento de buques; los destinados a la prestación de servicios portuarios, con 
base en el puerto y los que estén al servicio de otras Admones Públicas, que tengan su base 
en el puerto, así como aquellos buques de cualquier otro tipo, cuya tripulación incluya un 
capitán que haya ejercido, incluso interinamente, como práctico en el puerto de que se 
trate, o bien haya superado las pruebas de habilitación teóricas y prácticas en dicho puerto. 

3. El número de prestadores quedará limitado a un único prestador en cada área 
portuaria. Se entiende como área portuaria aquella que sea susceptible de explotación 
totalmente independiente incluyendo su accesibilidad marítima y, por tanto, que los límites 
geográficos de prestación del servicio de practicaje correspondientes a cada una de dichas 
áreas sean totalmente independientes. 

Artículo 127. Definición y características del servicio de remolque portuario. 

Se entiende por servicio de remolque portuario aquél cuyo objeto es la operación 
náutica de ayuda a la maniobra de un buque, denominado remolcado, siguiendo las 
instrucciones de su capitán, mediante el auxilio de otro u otros buques, denominados 
remolcadores, que proporcionan su fuerza motriz o, en su caso, el acompañamiento o su 
puesta a disposición dentro de los límites de las aguas incluidas en la zona de servicio del 
puerto. 

Artículo 128. Definición y características del servicio de amarre y desamarre de buques. 

1. Se entiende por servicio de amarre el servicio cuyo objeto es recoger las amarras de 
un buque, portarlas y fijarlas a los elementos dispuestos en los muelles o atraques para 
este fin, siguiendo las instrucciones del capitán del buque, en el sector de amarre 
designado por la Autoridad Portuaria, y en el orden y con la disposición conveniente para 
facilitar las operaciones de atraque, desamarre y desatraque. 

2. Se entiende por servicio de desamarre aquel cuyo objeto es el de largar las amarras 
de un buque de los elementos de fijación a los que está amarrado siguiendo la secuencia 
e instrucciones del capitán y sin afectar a las condiciones de amarre de los barcos 
contiguos. 

Sección 3.ª Servicio al pasaje 

Artículo 129. Definición y alcance del servicio al pasaje. 

1. El servicio al pasaje incluirá: 
a) Servicio de embarque y desembarque de pasajeros, que incluye la organización, 

control y, en su caso, manejo de los medios necesarios para hacer posible el acceso de los 
pasajeros desde la estación marítima o el muelle a los buques de pasaje y viceversa. 
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b) Servicio de carga y descarga de equipajes, que comprende la organización, control y, 
en su caso, manejo de los medios necesarios para la recepción de los equipajes en tierra, 
su identificación y traslado a bordo del buque y su colocación en el lugar-es que se 
establezcan, así como para la recogida de los equipajes a bordo del buque desde el lugar-
es que se establezcan, su traslado a tierra y su entrega a cada uno de los pasajeros. 

c) Servicio de carga y descarga de vehículos en régimen de pasaje, que incluye la 
organización, control y, en su caso, manejo de los medios necesarios para hacer posible la 
transferencia de estos vehículos, en ambos sentidos, entre el muelle o zona de 
aparcamiento y el buque. 

2. No estará incluido en el servicio portuario el manejo de pasarelas, rampas y otros 
medios mecánicos de la Autoridad Portuaria cuando se efectúe con el propio personal de 
la misma. 
 

Sección 4.ª Servicio de manipulación de mercancías 

Artículo 130. Definición y ámbito del servicio portuario de manipulación de mercancías. 

1. Se consideran integradas en este servicio portuario las actividades de carga, estiba, 
desestiba, descarga y trasbordo de mercancías, objeto de tráfico marítimo, que permitan 
su transferencia entre buques, o entre éstos y tierra u otros medios de transporte. Para tener 
la consideración de actividades incluidas en este servicio deberán realizarse íntegramente 
dentro de la zona de servicio del puerto y guardar conexión directa e inmediata con una 
concreta operación de carga, descarga o trasbordo de un buque determinado. 

a) Las actividades de carga y estiba comprenden: 
1.º La recogida de la mercancía en la zona de almacenamiento o depósito del puerto y el 

transporte horizontal de la misma hasta el costado del buque en operaciones relacionadas 
con la carga del mismo. 

2.º La aplicación de gancho, cuchara, spreader o cualquier otro dispositivo que permita 
izar o transferir la mercancía directamente desde un medio de transporte terrestre, o desde 
el muelle, o pantalán, al costado del buque. 

3.º El izado o transferencia de la mercancía y su colocación en la bodega o a bordo del 
buque. 

4.º La estiba de la mercancía en bodega o a bordo del buque, de acuerdo con los planes 
de estiba e indicaciones del capitán del buque o de los oficiales en quienes delegue esta 
responsabilidad. 

5.º El embarque de la mercancía por medios rodantes en el buque. 
6.º El trincaje o sujeción de la carga a bordo del buque para evitar su desplazamiento 

durante la navegación, siempre que estas operaciones no se realicen por la tripulación del 
buque. 

b) Las actividades de desestiba y descarga comprenden: 
1.º El destrincaje o suelta de las sujeciones de la carga a bordo para permitir su 

manipulación, siempre que estas operaciones no se realicen por la tripulación del buque. 
2.º La desestiba de mercancías en la bodega o a bordo del buque, comprendiendo todas 

las operaciones precisas para su colocación al alcance de los medios de izada o 
transferencia. 



TEMARIO OPERADOR DE MEDIOS MECÁNICOS – LEY DE PUERTOS 

52 

 

3.º La aplicación de gancho, cuchara, spreader o cualquier otro dispositivo que permita 
izar o transferir la mercancía. 

4.º El izado o transferencia de la mercancía y su colocación en un medio de transporte o 
en el muelle o pantalán al costado del buque. 

5.º La descarga de la mercancía, bien sobre vehículos de transporte terrestre, bien sobre 
muelle o pantalán para su posterior recogida por vehículos o medios de transporte 
horizontal, y, en su caso, su traslado a la zona de almacenamiento o depósito dentro del 
puerto, y el depósito y apilado de la mercancía en dicha zona. 

6.º El desembarque de la mercancía del buque por medios rodantes. 

c) La actividad de trasbordo comprende el destrincaje o suelta, siempre que no se 
realice por la tripulación del buque y la desestiba en el primer buque, la transferencia de la 
mercancía directamente desde un buque a otro y la estiba en el segundo buque y posterior 
trincaje, siempre que no se realice por la tripulación del buque en el segundo buque. 

2. No tendrán la consideración de mercancía objeto de tráfico marítimo: 

a) Los bienes propiedad de las Autoridades Portuarias. 

b) Las cartas, tarjetas, paquetes postales y otros bienes que sean objeto del servicio 
postal o de mensajería. 

c) La pesca fresca, el bacalao verde y sus productos elaborados. 

d) Los desechos y residuos generados por el buque, así como los desechos y residuos de 
la carga procedente de los buques. 

3. Quedan exentas de su consideración como servicio portuario de manipulación de 
mercancías las actividades siguientes: 

a) El manejo de medios mecánicos propiedad de la Autoridad Portuaria y la manipulación 
de mercancías del Ministerio de Defensa, salvo que en este último caso el servicio se 
realice por una empresa titular de una licencia para la prestación del servicio de 
manipulación de mercancías. 

b) El manejo de cabezas tractoras o grúas automóviles que no estén permanentemente 
adscritas a operaciones portuarias y sean conducidas por su personal habitual. 

c) El embarque y desembarque de camiones, automóviles y cualquier clase de vehículos 
a motor, con sus remolques o semirremolques, cuando se realicen por sus propietarios, 
usuarios o conductores habituales dependientes de aquellos. 

d) La conducción, enganche y desenganche de cabezas tractoras que embarquen o 
desembarquen remolques o semirremolques, si el transporte se produce sin solución de 
continuidad desde fuera de la zona de servicio del puerto hasta su embarque, o desde el 
barco hasta fuera de la mencionada zona. 

e) La conducción de vehículos de todo tipo que transporten mercancías hasta pie de grúa 
o de instalación de carga, o de rampa de embarque, en operaciones directas de cualquier 
medio de transporte terrestre a buque, si el transporte se produce sin solución de 
continuidad desde fuera de la zona de servicio del puerto. 

Asimismo, la conducción de vehículos de todo tipo que reciban mercancías a pie de grúa 
o de instalación de descarga, o de rampa de desembarque, en operaciones directas de 
buque a cualquier medio de transporte terrestre, si el transporte se produce sin depósito 
intermedio hasta fuera de la zona de servicio del puerto. 
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En ambos casos, las operaciones de conexión de los medios de carga y descarga. En este 
supuesto, se consideran incluidas las operaciones directas de cualquier medio de 
transporte terrestre a buque y las de buque a cualquier medio de transporte terrestre. 

f) Las labores de sujeción y suelta de la carga a bordo del buque, cuando sean realizadas 
por las tripulaciones de los buques. 

g) Las operaciones de carga, descarga y trasbordo para el avituallamiento. Asimismo, las 
operaciones de carga, descarga y trasbordo para el aprovisionamiento de buques cuando 
no se precise emplear medios de carga adscritos permanentemente al servicio de 
manipulación de mercancías, así como la carga o descarga de las piezas y repuestos para 
la reparación del buque y la maquinaria y herramientas precisas para dichos trabajos. 

Se considerarán operaciones de avituallamiento las que se refieren a los siguientes 
productos: agua, combustibles, carburantes, lubricantes y demás aceites de uso técnico. 
Se consideran operaciones de aprovisionamiento las que se refieren a los siguientes 
productos: los destinados exclusivamente al consumo de la tripulación y de los pasajeros, 
productos de consumo para uso doméstico, los destinados a la alimentación de los 
animales transportados y los consumibles utilizados para la conservación, tratamiento y 
preparación a bordo de las mercancías transportadas. 

h) Las operaciones de carga, descarga y trasbordo si se realizan por tubería. 
i) Las operaciones que se realicen en instalaciones portuarias en régimen de concesión 

o autorización, cuando dichas instalaciones estén directamente relacionadas con plantas 
de transformación, instalaciones de procesamiento industrial o envasado de mercancías 
propias que se muevan por dichos terminales marítimos de acuerdo con su objeto 
concesional, salvo que se realizasen por una empresa titular de licencia de prestación del 
servicio portuario de manipulación de mercancías. 

Sección 5.ª Servicio de recepción de desechos generados por buques 

Artículo 132. Régimen de prestación. 

1. Se incluyen en este servicio las actividades de recogida de desechos generados por 
buques, su traslado a una instalación de tratamiento autorizada por la Administración 
competente y, en su caso, el almacenamiento, clasificación y tratamiento previo de los 
mismos en la zona autorizada por las autoridades competentes. 

2. Se entiende por desechos generados por buques, todos los producidos por el buque, 
incluyendo los desechos relacionados con la carga, y que están regulados por los anexos 
I, IV, V o VI del Convenio internacional para prevenir la contaminación ocasionada por los 
buques (MARPOL 73/78). Los desechos generados por buques se considerarán residuos en 
el sentido establecido en la Ley 7/2022, de 8 de abril, de residuos y suelos contaminados 
para una economía circular13.  

3. Se entiende como desechos relacionados con la carga los restos de embalajes, 
 
 
 
 

13 El TRLPEMM se refiere a la Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados, derogada con 
efectos 10 de abril de 2022. 
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elementos de trincado o sujeción, y otros, que se encuentran a bordo en bodegas de carga 
o tanques, que permanecen una vez completados los procedimientos de descarga, según 
se definen en las Directrices para la aplicación del anexo V de MARPOL 73/78. 

4. No se consideran desechos generados por buques los residuos de la carga, 
entendiendo como tales los restos de cualquier material de carga que se encuentren a 
bordo de bodegas de carga o tanques y que permanezcan una vez completados los 
procedimientos de descarga y las operaciones de limpieza, ni los derrames del material de 
carga. A los efectos de esta ley no estará incluida en el servicio portuario de recepción de 
desechos generados por los buques, la recogida de los residuos de carga y de las 
sustancias que agotan la capa de ozono y los equipos que las contienen. 

Únicamente podrán prestar este servicio las empresas que, habiendo obtenido la 
correspondiente licencia de la Autoridad Portuaria, hayan sido autorizadas por el órgano 
medioambiental competente para la realización de las actividades de gestión de los 
desechos y, asimismo, hayan acreditado documentalmente un compromiso de aceptación 
para su tratamiento o eliminación por parte del gestor destinatario. 

7. El conjunto de los medios disponibles en cada puerto deberá ser el adecuado para 
atender las necesidades de los buques que utilicen normalmente el puerto, sin causarles 
demoras innecesarias. 

8. Con la finalidad de reducir los vertidos al mar de los desechos generados por los 
buques, las Autoridades Portuarias cobrarán una tarifa fija a los buques que atraquen, en 
cada escala en el puerto, hagan o no uso del servicio de recepción de desechos.  

11. Estarán exentos del pago de la tarifa fija de recepción de desechos generados por 
buques, sin perjuicio de que satisfagan directamente al prestador del servicio las 
cantidades correspondientes a los volúmenes de desechos que realmente entreguen: 

a) Los buques de guerra, unidades navales auxiliares y otros buques que, siendo 
propiedad de un Estado de la Unión Europea o estando a su servicio, sólo presten servicios 
gubernamentales de carácter no comercial. 

b) Los buques y embarcaciones al servicio de la Autoridad Portuaria o asociadas a la 
realización de obras en la zona del servicio del puerto, las embarcaciones al servicio de las 
Admones públicas que tengan base en el puerto, las que formen parte de un servicio 
portuario, las dedicadas al tráfico interior y los destinados al avituallamiento y al 
aprovisionamiento de buques, siempre que se acredite ante la Autoridad Portuaria, 
mediante certificado expedido por la Admón marítima, la existencia de un plan que asegure 
la entrega periódica de desechos y residuos generados por el buque, aceptado por uno de 
los prestadores del servicio, debiéndose justificar trimestralmente las entregas realizadas. 

c) Los buques o embarcaciones de pesca fresca. En este supuesto, la Autoridad 
Portuaria deberá subscribir un convenio con las cofradías de pescadores con el fin de 
establecer un plan que asegure la entrega periódica de desechos y residuos generados por 
el buque o embarcación, aceptado por uno de los prestadores del servicio, debiéndose 
justificar trimestralmente las entregas realizadas. 

d) Las embarcaciones deportivas o de recreo autorizadas para un máximo de 12 
pasajeros. En este supuesto, la Autoridad Portuaria deberá subscribir un convenio con los 
operadores de las dársenas o las instalaciones náutico-deportivas con el fin de establecer 
un plan que asegure la entrega periódica de desechos y residuos generados por el buque o 
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embarcación, aceptado por uno de los prestadores del servicio, debiéndose justificar 
trimestralmente las entregas realizadas. 

e) Los buques que fondeen en zonas geográficas que no hayan necesitado la realización 
de obras de mejora y la instalación de equipos para posibilitar el fondeo. 

f) Buques inactivos y buques a flote en construcción, gran reparación, transformación o 
desguace. 

Sección 6.ª Servicios portuarios en régimen de autoprestación e integración de servicios 

Artículo 133. Concepto de autoprestación. 

1. Se considera autoprestación cuando el concesionario o el titular de una terminal de 
pasajeros o de mercancías dedicada al uso particular se presta a sí mismo los servicios al 
pasaje o de manipulación de mercancías, respectivamente. 

También se considerará autoprestación cuando una compañía naviera se presta a sí 
misma uno o varios servicios portuarios con personal propio embarcado para los servicios 
a bordo y material propio, sin que se celebre ningún tipo de contrato con terceros a efectos 
de tal prestación. En el caso de servicios de transporte marítimo de corta distancia 
regulares y de las autopistas del mar realizados con buques ro-ro puros, ro-pax, con-ro y 
ferries se podrán prestar a sí mismo los servicios al pasaje y de manipulación de 
mercancías utilizando también personal propio en tierra. En ningún caso se podrá autorizar 
para aquellos buques que enarbolen el pabellón de un Estado incluido en la lista negra que 
se publica en el informe anual del Memorándum de París o, independientemente de su 
pabellón, que estén considerados como de alto o muy alto riesgo por el nuevo régimen de 
inspección. 

Artículo 134. Concepto de integración de servicios. 

1. Se considera que existe integración de servicios cuando el concesionario o el titular 
de una autorización de una terminal de pasajeros o de mercancías dedicadas al uso 
particular puede prestar a los buques que operan en la misma uno o varios servicios 
técnico-náuticos, con personal y material propios, sin celebrar contrato con terceros cuyo 
objeto sea la prestación de dichos servicios. En este supuesto, el naviero que opere en este 
tipo de terminales podrá elegir entre los servicios portuarios integrados y los abiertos al uso 
general. 

2. Cuando en terminales dedicadas al uso particular con autorización para la integración 
de servicios la Autoridad Portuaria imponga la manipulación de mercancías ajenas, la 
operación de buques de terceros o la prestación de servicios al pasaje transportado en 
buques de terceros, los servicios técnico-náuticos a estos tráficos deberán ser prestados 
por las empresas con licencia de servicios portuarios abiertos al uso general. 
 

CAPÍTULO IV. SERVICIO DE SEÑALIZACIÓN MARÍTIMA 

Artículo 137. Concepto y regulación. 

1. El servicio de señalización marítima gestionado por los organismos portuarios tiene 
como objeto la instalación, mantenimiento, control e inspección de dispositivos visuales, 
acústicos, electrónicos o radioeléctricos, activos o pasivos, destinados a mejorar la 
seguridad de la navegación y los movimientos de los buques en el mar litoral español, y, en 
su caso, confirmar la posición de los buques en navegación. 
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La prestación de este servicio corresponde a cada Autoridad Portuaria en la zona 
geográfica que tenga asignada a estos efectos. 

Quedan excluidos de este servicio: 
a) La instalación y mantenimiento de los dispositivos anteriormente citados, que sirvan 

para la aproximación y acceso del buque a los puertos de competencia de las 
Comunidades Autónomas y el balizamiento de su zona de servicio. 

b) La instalación y mantenimiento del balizamiento de cualesquiera otras instalaciones 
de las Administraciones públicas o de organismos dependientes de ellas. 

c) La instalación y mantenimiento del balizamiento de instalaciones otorgadas en 
concesión o autorización, incluidas las destinadas a cultivos marinos y emisarios 
submarinos, o de otras instalaciones ubicadas en el medio marino, susceptibles de poder 
representar un obstáculo a la navegación. 

d) El balizamiento de instalaciones y obstáculos artificiales, que deberán ser realizados 
y abonados por el titular, promotor, responsable o causante de los mismos. 

e) El servicio de balizamiento de las zonas de baño y de lanzamiento y varada de 
artefactos flotantes de recreo en las playas. 

f) Los dispositivos necesarios para señalizar la aproximación, el acceso y la navegación 
por el interior de los puertos de titularidad estatal. 

Asimismo, comprenderá el servicio de control y ayuda del tráfico marítimo costero que 
corresponda prestar a la Sociedad de Salvamento y Seguridad Marítima. 

2. Corresponde a Puertos del Estado determinar la procedencia o no del balizamiento, 
estableciendo sus características técnicas y ubicación, previo dictamen de la Comisión de 
Faros, sin perjuicio del órgano o entidad competente para su instalación y mantenimiento. 
Por razones de seguridad o urgencia, Puertos del Estado podrá autorizar balizamientos 
provisionales, sin perjuicio de los que definitivamente sean aprobados. La composición y 
funciones de la Comisión de Faros serán determinadas por el Ministerio de Fomento. 

CAPÍTULO V. SERVICIOS COMERCIALES 

Artículo 138. Definición y régimen de aplicación. 

1. Son servicios comerciales las actividades de prestación de naturaleza comercial 
que, no teniendo el carácter de servicios portuarios, estén vinculadas a la actividad 
portuaria. 

2. El desarrollo de actividades industriales, comerciales o de servicios en el dominio 
público portuario se someterá al régimen jurídico previsto en esta ley para los servicios 
comerciales. 

Artículo 139. Régimen de prestación de servicios comerciales y otras actividades. 

1. Los servicios comerciales se prestarán en régimen de concurrencia. 
Los organismos públicos portuarios adoptarán medidas encaminadas a promover la 

competencia en la prestación de los mismos. 
2. La prestación de servicios comerciales y el desarrollo de actividades industriales, 

comerciales o de servicios por terceros requerirá la obtención de autorización de la 
Autoridad Portuaria. El plazo de vigencia de dicha autorización será el que se determine en 
el título correspondiente. Si la prestación del servicio comercial estuviera vinculada a la 
ocupación privativa del dominio público portuario, el plazo deberá ser el mismo que el 
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autorizado para la ocupación demanial. 

Asimismo, la prestación de los mismos, deberá ajustarse a las condiciones particulares 
que determine cada Autoridad Portuaria, en su caso, así como a las demás disposiciones 
normativas que sean de aplicación. 

3. Cuando el desarrollo de una actividad o de un servicio requiera la ocupación de bienes 
de dominio público portuario, se tramitará un solo expediente, otorgándose un único título 
administrativo en el que por el mismo plazo se autorice la actividad y la ocupación del 
dominio público portuario. 

4. El plazo máximo para notificar la resolución del expediente de otorgamiento de la 
autorización será de tres meses. Ésta se entenderá otorgada si transcurre el citado plazo 
sin que haya recaído resolución expresa, salvo que se requiera la ocupación privativa de 
bienes del dominio público portuario. 

TÍTULO VII. RÉGIMEN ECONÓMICO 

CAPÍTULO II. RÉGIMEN ECONÓMICO DE LA UTILIZACIÓN DEL DOMINIO PÚBLICO Y DE LA 
PRESTACIÓN DE LOS SERVICIOS PORTUARIOS 

Sección 1.ª Tasas portuarias; disposiciones generales 

Artículo 161. Tasas portuarias. 

1. Las tasas portuarias son las exigidas por la utilización privativa o aprovechamiento 
especial del dominio público portuario y por la prestación del servicio de señalización 
marítima. 

2. Las tasas portuarias son las siguientes: 

a) Tasa de ocupación, por la ocupación privativa del dominio público portuario. 

b) Tasa de actividad, por el ejercicio de actividades comerciales, industriales y de 
servicios en el dominio público portuario. 

c) Tasas de utilización, por la utilización especial de las instalaciones portuarias. 

d) Tasa de ayudas a la navegación, por el servicio de señalización marítima. 

Artículo 162. Régimen jurídico. 

Las tasas portuarias se regirán por lo dispuesto en esta ley y, en lo no previsto en la 
misma, por la Ley de Tasas y Precios Públicos, la Ley General Tributaria y las normas 
reglamentarias dictadas en desarrollo de las mismas. 

Artículo 164. Importe de las tasas. 

El importe de las tasas se fijará: 

a) Tasa de ocupación: tomando como referencia el valor de mercado correspondiente al 
bien de dominio público portuario ocupado. 

b) Tasa de actividad: tomando como referencia la utilidad derivada del aprovechamiento 
del dominio público para el usuario. 

c) Tasas de utilización: tomando en consideración la utilidad derivada de la utilización de 
las infraestructuras portuarias y además tendrá en cuenta los costes directos e indirectos 
asociados a la dotación y mantenimiento de las infraestructuras portuarias. 
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d) Tasa de ayudas a la navegación: para todo el sistema portuario de titularidad estatal y 
tomando en consideración los costes directos e indirectos asociados a la dotación y 
adecuado mantenimiento del conjunto de instalaciones de ayuda a la navegación marítima 
en el litoral marítimo español, excluidas las que sirven de aproximación y acceso a los 
puertos y su balizamiento. 

Artículo 165. Bonificaciones. 

Se admite la posibilidad de bonificaciones en las tasas portuarias en los supuestos y con 
los límites establecidos en esta ley, con el objeto de promover la competitividad y 
sostenibilidad económica y ambiental de la actividad portuaria y del sistema de transporte. 
La aplicación a una tasa de más de una bonificación de las previstas en esta ley se realizará 
de forma sucesiva y multiplicativa.  

Artículo 169. Exenciones del pago de la tasa de ocupación. 

Estarán exentos del pago de la tasa de ocupación: 

a) Los órganos y entidades de las Administraciones públicas que por necesidades de 
funcionamiento deban situarse en el dominio público portuario, por llevar a cabo en el 
ámbito portuario o marítimo actividades de control oficial de mercancías, vigilancia, 
investigación y desarrollo tecnológico, inspección y protección del medio ambiente marino 
y costero, de protección de los recursos pesqueros, represión del contrabando, lucha 
contra el tráfico ilícito de drogas, seguridad pública y control de pasajeros y de mercancías, 
salvamento, lucha contra la contaminación marina, enseñanzas marítimas y aquéllas 
relacionadas con la defensa nacional. 

b) La Cruz Roja Española del Mar respecto a las actividades propias que tiene 
encomendadas esta institución, y otras entidades de carácter humanitario, sin fines 
lucrativos y legalmente constituidas, cuya actividad esté exclusivamente vinculada con la 
atención a tripulantes y pasajeros o con la atención sanitaria gratuita, que por necesidades 
de funcionamiento deban situarse en el dominio público portuario, previa solicitud de la 
exención a la Autoridad Portuaria. 

Artículo 170. Exenciones del pago de la tasa de actividad. 

Estarán exentos del pago de la tasa de actividad: 

a) Los órganos y entidades de las Administraciones públicas, respecto de las actividades 
a que se refiere el párrafo a) del artículo 169. 

b) La Cruz Roja del Mar y otras entidades de carácter humanitario, sin fines lucrativos y 
legalmente constituidas, respecto de las actividades a que se refiere la letra b) del artículo 
169, previa solicitud de la exención a la Autoridad Portuaria. 

c) Los consignatarios de buques y de mercancías, debidamente autorizados, con 
respecto a la actividad de consignación de buques y de mercancías, siempre y cuando 
éstas no impliquen la ocupación de dominio público. 

d) Los provisionistas, debidamente autorizados, con respecto a la actividad de 
aprovisionamiento, siempre y cuando ésta no implique la ocupación de dominio público. 

e) Los titulares de servicios comerciales y actividades que, no estando vinculados a la 
ocupación privativa del dominio público, estén directamente relacionados con la entrada 
o salida de la zona de servicio del puerto de mercancías o pasajeros. 
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f) Las corporaciones de derecho público y entidades sin fines lucrativos para aquellas 
actividades que se encuentren directamente vinculadas con la actividad portuaria y que 
sean de interés educativo, investigador, cultural, social o deportivo, previa solicitud de la 
exención a la Autoridad Portuaria. 

Artículo 171. Exenciones del pago de las tasas de utilización y ayudas a la navegación. 

Estarán exentos del pago de las correspondientes tasas de utilización y de ayudas a la 
navegación: 

a) Los buques de Estado, los buques y aeronaves afectados al servicio de la defensa 
nacional y, a condición de reciprocidad, los de los ejércitos de países integrados con 
España en asociaciones o alianzas militares de carácter internacional, así como sus tropas 
y efectos militares, y los de otros países que no realicen operaciones comerciales y cuya 
visita tenga carácter oficial o de arribada forzosa, certificada por la autoridad competente. 

b) Las embarcaciones, aeronaves y material propiedad de las Autoridades Portuarias y 
los de las Administraciones públicas, o contratados por las mismas, dedicados al servicio 
del puerto y a las actividades de seguridad pública, vigilancia, inspección, investigación y 
protección del medio ambiente marino y costero, protección de los recursos pesqueros, 
represión del contrabando, lucha contra el tráfico ilícito de drogas, salvamento, lucha 
contra la contaminación marina, enseñanzas marítimas y, en general, a misiones oficiales 
de su competencia. Asimismo, a condición de reciprocidad, las embarcaciones y material 
de las Administraciones de otros Estados dedicados a las mismas actividades. 

c) Las embarcaciones y material tanto de la Cruz Roja Española del Mar dedicados a las 
labores que tiene encomendadas esta institución, como de aquellas entidades sin fines 
lucrativos y legalmente constituidas que se dediquen exclusivamente a fines humanitarios, 
así como las mercancías de carácter humanitario enviadas a zonas o regiones en crisis o 
de emergencia, realizadas por éstas, previa solicitud de exención a la Autoridad Portuaria. 

d) Embarcaciones y buques a flote en construcción, reparación, transformación, o 
desguace, cuando se realicen en instalaciones dedicadas fundamentalmente a dichas 
actividades y se hallen otorgadas en concesión o autorización que incluyan la lámina de 
agua en la que se realicen las referidas operaciones. 

e) Las embarcaciones a vela con eslora no superior a 12 metros, únicamente respecto a 
la tasa de ayudas a la navegación. 

Sección 2.ª Tasa de ocupación 

Artículo 173. Hecho imponible. 

El hecho imponible de esta tasa consiste en la ocupación del dominio público portuario, 
y del vuelo y subsuelo del mismo, en virtud de una concesión o autorización, e incluye la 
prestación de los servicios comunes del puerto relacionados con el dominio público 
ocupado. 

Artículo 174. Sujetos pasivos. 

Son sujetos pasivos contribuyentes de la tasa, según proceda, el concesionario o el 
titular de la autorización. 
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Artículo 175. Base imponible. 

La base imponible de la tasa es el valor del bien de dominio público ocupado, que se 
determinará de la forma siguiente: 

a) Ocupación de terrenos.  
b) Ocupación de las aguas del puerto.  
c) Ocupación de obras e instalaciones.  
d) Cuando la ocupación del dominio público portuario incluya un uso consuntivo del 

mismo, el valor de este uso será el de los materiales consumidos a precio de mercado. 

Sección 3.ª Tasa de actividad 

Artículo 183. Hecho imponible. 

El hecho imponible de esta tasa consiste en el ejercicio de actividades comerciales, 
industriales y de servicios en el dominio público portuario, sujetas a autorización por parte 
de la Autoridad Portuaria. 

En el supuesto de que las anteriores actividades impliquen la ocupación del dominio 
público portuario, la autorización de actividad se entenderá incorporada en la 
correspondiente concesión o autorización de ocupación del dominio público, sin perjuicio 
de la exigencia de las tasas que procedan por ambos conceptos. 

En el supuesto de que la actividad implique la prestación de un servicio portuario, la 
autorización de actividad se entenderá incorporada en la correspondiente licencia o título 
administrativo habilitante de prestación del servicio portuario, debiendo incluirse esta tasa 
en la mencionada licencia. 

Artículo 184. Sujeto pasivo. 

Será sujeto pasivo de la tasa, el titular de la autorización de actividad, el titular de la 
concesión o autorización de ocupación de dominio público o el titular de la licencia de 
prestación de servicio portuario, según proceda. 

Artículo 185. Devengo. 

El devengo de la tasa se producirá en la fecha de inicio de la actividad o, en el caso de 
actividades que impliquen la ocupación del dominio público portuario, desde el plazo 
máximo para el inicio de la actividad establecido en el título concesional, salvo causas 
justificadas a juicio de la Autoridad Portuaria. 

Sección 4.ª Tasas de utilización 

Artículo 193. Ámbito de aplicación. 

1. Las Autoridades Portuarias exigirán por la utilización de las instalaciones portuarias el 
pago de las siguientes tasas: 

a) T-1: Tasa del buque. 
b) T-2: Tasa del pasaje. 
c) T-3: Tasa de la mercancía. 
d) T-4: Tasa de la pesca fresca. 
e) T-5: Tasa de las embarcaciones deportivas y de recreo. 
f) T-6: Tasa por utilización especial de la zona de tránsito. 
2. La realización de los hechos imponibles en las tasas de utilización se producirá por la 

utilización de todos o alguno de los bienes o instalaciones relacionados en los mismos. 
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Subsección 1.ª Tasa del buque (T-1) 

Artículo 194. Hecho imponible. 

El hecho imponible de esta tasa es la utilización por los buques de las aguas de la zona 
de servicio del puerto y de las obras e instalaciones portuarias que permiten el acceso 
marítimo al puesto de atraque o de fondeo que les haya sido asignado y la estancia en los 
mismos en las condiciones que se establezcan. Asimismo constituye el hecho imponible 
de esta tasa la prestación de los servicios comunes de titularidad de la respectiva 
Autoridad Portuaria de los que se benefician los usuarios sin necesidad de solicitud, 
relacionados con los anteriores elementos del dominio público. 

Artículo 195. Sujetos pasivos. 

1. Son sujetos pasivos, a título de contribuyentes y solidariamente, el propietario, el 
naviero y el capitán del buque. 

2. Son sujetos pasivos sustitutos de los contribuyentes a que se refiere el apartado 
anterior: 

a) El consignatario del buque, si éste se encuentra consignado. 

b) El concesionario o autorizado, en los muelles, pantalanes e instalaciones portuarias 
de atraque otorgadas en concesión o autorización. 

3. Todos los sujetos pasivos sustitutos están solidariamente obligados al cumplimiento 
de las prestaciones materiales y formales derivadas de la obligación tributaria, sin perjuicio 
de que la Autoridad Portuaria se dirija en primer lugar al titular de la concesión o de la 
autorización. 

4. En caso de incumplimiento de sus obligaciones por parte de los sustitutos, en especial 
en caso de impago de la tasa, la Autoridad Portuaria podrá exigir su cumplimiento a los 
sujetos pasivos contribuyentes del apartado 1. Todo ello, sin perjuicio de las 
responsabilidades en que hayan podido incurrir los sustitutos. 

Artículo 196. Devengo de la tasa. 

Esta tasa se devengará cuando el buque entre en las aguas de la zona de servicio del 
puerto. 

Artículo 200. Tiempo de estancia. 

A los efectos de la liquidación de la tasa, el tiempo de estancia se contará desde la hora 
en que se dé el primer cabo a punto de amarre, o se fondee el ancla, hasta el momento de 
largar el buque la última amarra o levar el ancla del fondo. 

Sin perjuicio de lo señalado en los artículos anteriores, en el caso de que en la misma 
escala se utilicen varios atraques o puestos de fondeo situados en una misma Zona, se 
considerará una única estancia para toda la escala. Si de ello resultase la existencia de 
distintos sujetos pasivos o fueran de aplicación diferentes coeficientes para la definición 
de la cuota íntegra de la tasa, se repartirá el tiempo de estancia de forma proporcional a la 
estancia en cada atraque. 
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Subsección 2.ª Tasa del pasaje (T-2) 

Artículo 205. Hecho imponible. 

El hecho imponible de esta tasa consiste en la utilización por los pasajeros, por su 
equipaje y, en su caso, por los vehículos que éstos embarquen o desembarquen en régimen 
de pasaje, de las instalaciones de atraque, accesos terrestres, vías de circulación y otras 
instalaciones portuarias. Asimismo, constituye el hecho imponible de esta tasa, la 
prestación de los servicios comunes de titularidad de la respectiva Autoridad Portuaria de 
los que se benefician los usuarios sin necesidad de solicitud, relacionados con los 
anteriores elementos del dominio público. 

No está sujeta a esta tasa, la utilización de maquinaria y elementos mecánicos móviles 
para las operaciones de embarque y desembarque, que se encontrará sujeta, en su caso, a 
la correspondiente tarifa. 

Artículo 206. Sujetos pasivos. 

1. Son sujetos pasivos, a título de contribuyente y solidariamente, el naviero y el capitán 
del buque. 

2. Son sujetos pasivos sustitutos de los contribuyentes del apartado anterior: 
a) El consignatario del buque en que viajen los pasajeros y vehículos en régimen de 

pasaje, si el buque se encuentra consignado. 
b) El concesionario o autorizado, en atraques y estaciones marítimas otorgadas 

conjuntamente en concesión o autorización. 
3. Los sustitutos a que se refiere el apartado anterior están solidariamente obligados al 

cumplimiento de las prestaciones materiales y formales derivadas de la obligación 
tributaria, sin perjuicio de que la Autoridad Portuaria se dirija en primer lugar al 
concesionario o al autorizado. 

4. En caso de incumplimiento de sus obligaciones por parte de los sujetos pasivos 
sustitutos, en especial, en caso de impago de la tasa, la Autoridad Portuaria podrá exigir a 
los sujetos pasivos contribuyentes su cumplimiento. Todo ello, sin perjuicio de las 
responsabilidades en que hayan podido incurrir los sustitutos. 

Artículo 207. Devengo de la tasa. 

Esta tasa se devengará cuando se inicie la operación de embarque, desembarque o 
tránsito de los pasajeros y, en su caso, de los vehículos. 

Subsección 3.ª Tasa de la mercancía (T-3) 

Artículo 211. Hecho imponible. 

1. El hecho imponible de esta tasa consiste en la utilización por las mercancías de 
entrada o salida marítima, o que se transborden o efectúen tránsito marítimo o terrestre, 
así como de sus elementos de transporte, de las instalaciones de atraque, zonas de 
manipulación asociados a la carga y descarga del buque, accesos y vías de circulación 
terrestres viarios y ferroviarios, y otras instalaciones portuarias, incluyendo su estancia en 
las áreas de la zona de servicio habilitadas como zonas de tránsito por la Autoridad 
Portuaria hasta un máximo de: 

a) En operaciones de entrada o de salida marítima, así como de tránsito marítimo y 
tráfico interior: cuatro horas desde su entrada en la zona de servicio del puerto o de su 
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desembarque, según corresponda, para aquellas mercancías y elementos de transporte en 
la que los elementos rodantes que las transportan hayan formado o vayan a formar parte 
del transporte marítimo, y 48 horas en los casos restantes. 

b) En las operaciones de tránsito terrestre: cuatro horas desde su entrada en la zona de 
servicio del puerto. 

2. A los efectos de esta tasa, se considerarán también mercancías que efectúan tránsito 
terrestre aquéllas que accedan a la zona de servicio del puerto por vía terrestre sin utilizar 
en ningún momento la vía marítima, para someterse a procesos de transformación o de 
valor añadido, y salgan también de dicha zona por vía terrestre una vez sometidas a dichos 
procesos, salvo que tengan como destino u origen usos complementarios o auxiliares 
correspondientes a zonas de actividades logísticas, o de almacenaje, o plantas de 
construcción y reparación naval, situadas en la zona de servicio del puerto. 

Asimismo, constituye el hecho imponible de esta tasa, la prestación de los servicios 
comunes de titularidad de la respectiva Autoridad Portuaria de los que se benefician los 
usuarios sin necesidad de solicitud, relacionados con los anteriores elementos del 
dominio público. 

Artículo 212. Sujetos pasivos. 

1. Son sujetos pasivos de esta tasa: 

a) En el supuesto de mercancías y sus elementos de transporte de entrada o salida 
marítima, o que se transborden o se encuentren en régimen de tránsito marítimo: 

1.º Con carácter solidario y en calidad de contribuyentes: el naviero, el propietario de la 
mercancía y el capitán del buque. 

2.º En calidad de sustitutos de los anteriores: 

2.º 1 El consignatario del buque o el consignatario, transitario u operador logístico 
representante de la mercancía, cuando el buque o la mercancía y sus elementos de 
transporte se encuentren consignados. 

2.º 2 El concesionario o autorizado, en terminales y otras instalaciones de manipulación 
de mercancías otorgadas en concesión o autorización. 

b) En el supuesto de mercancías y sus elementos de transporte que efectúen tránsito 
terrestre o que accedan o salgan de la zona de servicio del puerto sin utilizar la vía marítima: 

1.º En calidad de contribuyente: el propietario de la mercancía o, cuando lo hubiere, el 
transitario u operador logístico que represente la mercancía. 

2.º En calidad de sustituto: el titular de la concesión o autorización que expida o reciba 
la mercancía, cuando la mercancía tenga por destino una instalación en concesión o 
autorización. 

2. Los sustitutos designados en este precepto están solidariamente obligados al 
cumplimiento de las prestaciones materiales y formales derivadas de la obligación 
tributaria, pudiendo la Autoridad Portuaria dirigirse indistintamente a cualquiera de ellos. 

3. En caso de incumplimiento de sus obligaciones por parte de los sustitutos, en 
especial, en caso de impago de la tasa, la Autoridad Portuaria podrá exigir a los 
contribuyentes su cumplimiento. Todo ello, sin perjuicio de las responsabilidades en que 
hayan incurrido los sustitutos. 
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Artículo 213. Devengo. 

Esta tasa se devengará cuando la mercancía inicie su paso por la zona de servicio del 
puerto. 

Subsección 4.ª Tasa de la pesca fresca (T-4) 

Artículo 218. Hecho imponible. 

1. El hecho imponible de esta tasa consiste en la utilización por los buques o 
embarcaciones pesqueras en actividad, de las aguas de la zona de servicio del puerto y de 
las obras e instalaciones portuarias, que permiten el acceso marítimo al puesto de atraque 
o de fondeo que les haya sido asignado y su estancia en los mismos. 

Asimismo, constituye el hecho imponible la utilización por la pesca fresca, la refrigerada 
y sus productos, que accedan al recinto portuario por vía marítima, en barco de pesca o 
mercante, o por vía terrestre, de las instalaciones de atraque, zonas de manipulación y de 
venta, accesos, vías de circulación, zonas de estacionamiento y otras instalaciones 
portuarias. 

También forma parte del hecho imponible de esta tasa, la prestación de los servicios 
comunes de titularidad de la respectiva Autoridad Portuaria de los que se benefician los 
usuarios sin necesidad de solicitud, relacionados con los anteriores elementos del 
dominio público. En este hecho imponible no se incluye la utilización de maquinaria, 
equipos de manipulación y elementos mecánicos móviles necesarios para las operaciones 
de embarque, desembarque, transbordo o para el movimiento horizontal de la pesca dentro 
de la zona de servicio del puerto, que se encontrarán sujetos, respectivamente, en su caso, 
a la correspondiente tarifa. 

2. El pago de esta tasa, dará derecho a que los barcos de pesca permanezcan en puerto 
durante el plazo de un mes desde su entrada, en la posición que señale la Autoridad 
Portuaria. Transcurrido dicho plazo se devengará la tasa al buque prevista para buques 
inactivos, incluso pesqueros y artefactos flotantes contemplados en esta ley. 

En casos de inactividad forzosa por temporales, paros biológicos, vedas costeras o 
carencia de licencias, la Autoridad Portuaria prorrogará el plazo anterior hasta 6 meses. A 
partir de este plazo, y siempre que se mantengan estas circunstancias, la embarcación 
pesquera o buque de pesca devengará la tasa del buque prevista para buques pesqueros 
que estén en paro biológico, en veda o carezca de licencia, contemplados esta ley. La 
concurrencia de estas circunstancias deberá ser expresa e individualmente acreditada por 
certificaciones de la autoridad competente. En caso de que dejen de concurrir estas 
circunstancias o no puedan acreditarse, devengará la referida tasa del buque expresada en 
el párrafo anterior. 

3. Esta tasa no será de aplicación a aquellos buques o embarcaciones pesqueras que no 
efectúen en el puerto descarga de pesca fresca, refrigerada o sus productos. En este caso 
devengarán la tasa del buque que le corresponda desde su entrada a puerto. 

Artículo 219. Sujetos pasivos. 

1. Son sujetos pasivos contribuyentes de esta tasa: 

a) El armador del buque o embarcación pesquera, en el caso de que la pesca fresca 
acceda al puerto por vía marítima. 
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b) El propietario de la pesca, cuando el buque sea mercante o aquélla acceda al puerto 
por vía terrestre. 

2. Son sujetos pasivos sustitutos: 

a) Quien, en representación del propietario de la pesca, realice la venta o la primera 
venta, cuando la pesca sea vendida en puerto. 

b) El concesionario o autorizado, en lonjas otorgadas en concesión o autorización. 

3. Los sustitutos a que se refiere el apartado anterior están solidariamente obligados al 
cumplimiento de las prestaciones materiales y formales derivadas de la obligación 
tributaria, sin perjuicio de que la Autoridad Portuaria se dirija en primer lugar al 
concesionario o autorizado. 

En caso de incumplimiento de sus obligaciones por parte de los sustitutos, en especial, 
en caso de impago de la tasa, la Autoridad Portuaria podrá exigir a los contribuyentes su 
cumplimiento. Todo ello, sin perjuicio de las responsabilidades en que hayan podido 
incurrir los sustitutos. 

4. El sujeto pasivo de esta tasa repercutirá su importe en el comprador de la pesca.  

Artículo 220. Devengo. 

La tasa se devengará cuando el buque o embarcación pesquera, la pesca fresca, 
refrigerada o sus productos inicien su paso por la zona de servicio del puerto. 

Artículo 221. Base imponible. 

La base imponible de esta tasa es el valor de mercado de la pesca o de sus productos, 
que se determinará de acuerdo con los siguientes criterios: 

a) El obtenido por su venta en subasta en la lonja del puerto. 

b) Cuando no haya sido subastada o vendida en la lonja del puerto, se determinará por 
el valor medio obtenido en las subastas de la misma especie realizadas ese mismo día o, 
en su defecto, en las del último día en que haya habido subasta de la misma especie y 
características. 

Subsidiariamente, se utilizará el precio medio de mercado de la semana anterior 
acreditado por el órgano competente en la materia. 

c) En el caso de que este precio no pueda fijarse en la forma determinada en los párrafos 
anteriores, la Autoridad Portuaria lo fijará teniendo en cuenta las condiciones habituales 
del mercado. 

Subsección 5.ª Tasa de las embarcaciones deportivas y de recreo (T-5) 

Artículo 223. Hecho imponible. 

1. El hecho imponible de esta tasa consiste en la utilización por los buques y 
embarcaciones deportivas o de recreo, independientemente de sus dimensiones, de las 
aguas de la zona de servicio del puerto, de las redes y tomas de servicios y de las obras e 
instalaciones portuarias que permiten el acceso marítimo al puesto de atraque o de fondeo 
asignado, así como la estancia en éste. 

Constituye también hecho imponible de esta tasa la utilización de los muelles y 
pantalanes, accesos terrestres, vías de circulación y otras instalaciones portuarias por los 
tripulantes y pasajeros de las embarcaciones. 
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Asimismo, constituye el hecho imponible de esta tasa, la prestación de los servicios 
comunes de titularidad de la respectiva Autoridad Portuaria de los que se benefician los 
usuarios sin necesidad de solicitud, relacionados con los anteriores elementos del 
dominio público. 

2. La aplicación de esta tasa requiere que la embarcación no realice transporte de 
mercancías y que los pasajeros no viajen en régimen de crucero o excursiones turísticas, 
en cuyo caso serán de aplicación la tasa del buque, la tasa del pasaje y la tasa de la 
mercancía, según proceda. 

3. No está sujeta a esta tasa la utilización de instalaciones para la varada o puesta en 
seco de la embarcación, ni de maquinaria, equipos de manipulación y elementos 
mecánicos móviles necesarios para las operaciones de puesta a flote o puesta en seco o 
varada de las embarcaciones, que se encontrará sujeta, en su caso, a la correspondiente 
tarifa. 

Artículo 224. Sujetos pasivos. 

1. Son sujetos pasivos, a título de contribuyentes y solidariamente, el propietario de la 
embarcación, el consignatario y el capitán o patrón de la misma. 

2. El concesionario o autorizado, en dársenas e instalaciones portuarias deportivas 
otorgadas en concesión o autorización, es sujeto pasivo sustituto de los sujetos pasivos 
contribuyentes del apartado anterior, quedando obligado a cumplir las prestaciones 
materiales y formales de la obligación tributaria. 

En caso de incumplimiento de sus obligaciones por parte del sustituto, en especial, en 
caso de impago de la tasa, la Autoridad Portuaria podrá exigir a los contribuyentes su 
cumplimiento. Todo ello, sin perjuicio de las responsabilidades en que haya podido incurrir 
el sustituto. 

Artículo 225. Devengo de la tasa. 

Esta tasa se devengará cuando la embarcación deportiva o de recreo entre en las aguas 
de la zona de servicio del puerto, o cuando se produzca la puesta a disposición del atraque 
o puesto de fondeo. 

Artículo 227. Superficie ocupada por el buque o embarcación. 

La superficie ocupada por el buque o la embarcación será el resultado del producto de 
la eslora total de la misma por su manga. 

Artículo 230. Buques o embarcaciones con base en el puerto. 

A los efectos de la aplicación de la tasa, son buques o embarcaciones que tienen su 
base en el puerto aquellas que tienen autorizada la estancia en el puerto por período igual 
o superior a seis meses. 

Son buques o embarcaciones transeúntes o de paso aquellas que tienen autorizada 
su estancia por un período limitado, inferior a seis meses. 

El importe de la tasa aplicable será independiente de las entradas, salidas o días de 
ausencia de la embarcación, mientras tenga asignado puesto de atraque. 
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Subsección 6.ª Tasa por utilización especial de la zona de tránsito (T-6) 

Artículo 231. Hecho imponible. 

1. El hecho imponible de esta tasa consiste en la utilización de las zonas de tránsito, 
especialmente habilitadas como tales por la Autoridad Portuaria, y excepcionalmente de 
las zonas de maniobra, por las mercancías y elementos de transporte por un periodo 
superior a: 

a) En operaciones de entrada o de salida marítima, así como de tránsito marítimo y 
tráfico interior: cuatro horas desde su entrada en la zona de servicio del puerto o de su 
desembarque, según corresponda, para aquellas mercancías y elementos de transporte en 
la que los elementos rodantes que las transportan hayan formado o vayan a formar parte 
del transporte marítimo, y 48 horas en los casos restantes. 

b) En las operaciones de tránsito terrestre: cuatro horas desde su entrada en la zona de 
servicio del puerto. 

2. También están sujetos a esta tasa los materiales, maquinarias o equipamientos 
debidamente autorizados por la Autoridad Portuaria que, no teniendo la consideración de 
mercancías o elementos de transporte, permanezcan en la zona de servicio del puerto en 
períodos continuados superiores a 24 horas. 

3. Asimismo constituye el hecho imponible de esta tasa, la prestación de los servicios 
comunes de titularidad de la respectiva Autoridad Portuaria de los que se benefician los 
usuarios sin necesidad de solicitud, relacionados con los anteriores elementos del 
dominio público. 

4. A los efectos de esta tasa, se entiende por zona o zonas de tránsito aquellas 
especialmente habilitadas al efecto por la Autoridad Portuaria con el objeto de servir de 
espacio de almacenamiento o depósito temporal de mercancías y elementos de transporte 
de manera que se compatibilicen con eficiencia las distintas operaciones portuarias. El 
Consejo de Administración de la Autoridad Portuaria delimitará la zona o zonas de tránsito 
del puerto o puertos que gestione, de conformidad con lo previsto a estos efectos en el 
Reglamento de Explotación y Policía y en las Ordenanzas Portuarias. 

Artículo 232. Sujetos pasivos. 

1. Es sujeto pasivo contribuyente el propietario de la mercancía, elemento de transporte, 
material, maquinaria o equipamiento. 

2. El consignatario, transitario u operador logístico representante de la mercancía es 
sujeto pasivo sustituto del contribuyente previsto en el apartado anterior, cuando la 
mercancía y los elementos de transporte se encuentren consignados. 

3. El sustituto está obligado al cumplimiento de las prestaciones materiales y formales 
derivadas de la obligación tributaria. En caso de incumplimiento de sus obligaciones por 
parte del sustituto, en especial, en caso de impago de la tasa, la Autoridad Portuaria podrá 
exigir al sujeto pasivo contribuyente su cumplimiento. Todo ello, sin perjuicio de las 
responsabilidades en que haya podido incurrir el sustituto. 

Artículo 233. Devengo de la tasa. 

Esta tasa se devengará cuando las mercancías y los elementos de transporte superen 
los tiempos máximos de utilización de la zona de tránsito, asociados con el pago de la tasa 
de la mercancía. 
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En el caso de materiales, maquinarias o equipamientos que no tengan la consideración 
de mercancías o elementos de transporte, la tasa de devengará una vez transcurrido el 
período de 24 horas de permanencia en la zona de servicio del puerto. 

Sección 5.ª Tasa de ayudas a la navegación 

Artículo 237. Hecho imponible. 

El hecho imponible de la tasa consiste en la utilización del servicio de señalización 
marítima definido en el artículo 137 de esta ley. 

También constituye el hecho imponible de dicha tasa la realización de actividades de 
investigación técnica de accidentes e incidentes marítimos que desarrolla la Autoridad 
Administrativa Independiente para la Investigación Técnica de Accidentes e Incidentes 
ferroviarios, marítimos y de aviación civil. 

Artículo 238. Sujetos pasivos. 

1. Son sujetos pasivos contribuyentes de esta tasa, con carácter solidario, el propietario 
del buque o embarcación, el naviero, y el capitán o patrón del buque o embarcación. 

2. Son sujetos pasivos sustitutos de los contribuyentes a que se refiere el apartado 
anterior: 

a) El consignatario del buque o embarcación, si el buque se encuentra consignado. 

b) El concesionario o autorizado, en puertos, dársenas, muelles, pantalanes y otras 
instalaciones náutico-deportivas otorgadas en concesión o autorización. 

3. Todos los sujetos pasivos sustitutos están solidariamente obligados al cumplimiento 
de las prestaciones materiales y formales derivadas de la obligación tributaria, sin perjuicio 
de que la Autoridad Portuaria se dirija en primer lugar al concesionario o autorizado. En 
caso de incumplimiento de sus obligaciones por parte de los sustitutos, en especial, en 
caso de impago de la tasa, la Autoridad Portuaria podrá exigir a los contribuyentes su 
cumplimiento. 

Todo ello, sin perjuicio de las responsabilidades en que haya podido incurrir el sustituto. 

Artículo 239. Devengo de la tasa. 

El devengo de la tasa se produce cuando el buque o la embarcación comienza a recibir 
los servicios en aguas jurisdiccionales españolas. 
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CAPÍTULO III. PRECIOS PRIVADOS POR SERVICIOS COMERCIALES PRESTADOS POR LAS 
AUTORIDADES PORTUARIAS 

Artículo 246. Tarifas por servicios comerciales prestados por las Autoridades Portuarias. 

1. Las Autoridades Portuarias exigirán por los servicios comerciales que presten en 
régimen de concurrencia con entidades privadas, el pago de las correspondientes tarifas. 
Estas tarifas tendrán el carácter de precios privados y deberán contribuir a lograr el objetivo 
de autofinanciación, evitar prácticas abusivas en relación con los tráficos cautivos, así 
como actuaciones discriminatorias u otras análogas. Estas tarifas no podrán ser inferiores 
al coste del servicio y deberán atender al cumplimiento de los objetivos fijados en el Plan 
de Empresa. Excepcionalmente se podrán acordar tarifas inferiores al coste del servicio en 
tanto subsistan supuestos de subactividad en ausencia de concurrencia con entidades 
privadas. 

2. El Consejo de Administración de cada Autoridad Portuaria aprobará sus tarifas. 

Artículo 247. Exigibilidad de las tarifas. 

1. Las tarifas serán exigibles desde que se solicite la prestación del servicio. 
2. El plazo máximo para hacer efectivas las deudas originadas por la aplicación de las 

tarifas será de 20 días naturales desde la fecha de comunicación de las facturas 
correspondientes. En el supuesto de que el último día del plazo de pago fuera festivo, dicho 
plazo vencerá en el inmediato hábil posterior. 

3. Una vez transcurrido el plazo de pago establecido en el presente artículo sin que la 
deuda haya sido satisfecha, el Director de la Autoridad Portuaria certificará dicha 
circunstancia y lo notificará al obligado al pago. La cantidad adeudada devengará el interés 
legal del dinero vigente incrementado en cuatro puntos, durante el período en que se haya 
incurrido en mora. 

El certificado así emitido tendrá la consideración de título ejecutivo a los efectos de la 
acción ejecutiva, conforme a lo dispuesto en la Ley 1/2000, de 2 de enero, de 
Enjuiciamiento Civil. 

La falta de pago de los intereses devengados durante el período en que se haya incurrido 
en mora, habilitará igualmente a la Autoridad Portuaria para el ejercicio de la acción 
ejecutiva en la forma y en el plazo previsto en la presente disposición. 

Artículo 248. Prescripción. 

La acción para exigir el pago de las tarifas por servicios prestados directamente por las 
Autoridades Portuarias prescribe a los cuatro años de la prestación del servicio de que se 
trate. 

Artículo 249. Suspensión del servicio. 

1. El impago reiterado del servicio prestado facultará a la Autoridad Portuaria para 
suspender temporalmente la prestación de servicios comerciales al deudor, previo 
requerimiento a éste. 

En el requerimiento, la Autoridad Portuaria deberá advertir expresamente que, de no 
efectuarse el pago de la factura en el plazo fijado en el mismo, procederá a suspender 
temporalmente la prestación del servicio de que se trate. 

2. La suspensión temporal de la prestación del servicio se mantendrá en tanto no se 
efectúe el pago o garantice suficientemente la deuda que generó la propia suspensión. 
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3. La Autoridad Portuaria podrá exigir un depósito previo o la constitución de avales, así 
como emitir facturas a cuenta, con el objeto de garantizar el cobro del importe de las tarifas 
por los servicios comerciales que le sean solicitados, sin perjuicio del importe final 
resultante. 

Artículo 250. Reclamación previa a la vía judicial civil. 

1. Contra las liquidaciones de tarifas por servicios comerciales prestados por las 
Autoridades Portuarias procederá la reclamación previa al ejercicio de acciones civiles que 
deberá interponerse ante el Consejo de Administración de la Autoridad Portuaria de que se 
trate. 

2. El plazo para resolver la reclamación será de tres meses desde su interposición. 
Transcurrido dicho plazo sin haber notificado resolución expresa, podrá entenderse 
desestimada. 

3. La interposición de reclamación previa no suspenderá la obligación de efectuar el 
pago de la factura en el plazo previsto en los artículos anteriores. 

LIBRO SEGUNDO. MARINA MERCANTE 

TÍTULO I. EXPLOTACIÓN NAVIERA Y RÉGIMEN DE LAS NAVEGACIONES 

CAPÍTULO VI. CONSIGNATARIOS DE BUQUES 

Artículo 259. Consignatario de buques. 

1. Se considera agente consignatario de un buque a la persona física o jurídica que 
actúa en nombre y representación del naviero o del propietario del buque. 

2. El consignatario, en el supuesto de que exista, estará obligado directamente ante las 
Autoridades Portuarias y Marítimas al pago de las liquidaciones que se establezcan por 
tasas u otros conceptos originados por la estancia del buque en puerto conforme a lo 
dispuesto en esta ley. En el supuesto de que el buque no estuviera consignado, estará 
obligado al pago de dichas liquidaciones el capitán del buque. En ambos casos, el naviero 
o el propietario del buque estará obligado con carácter solidario. 

La responsabilidad del consignatario en cuanto al cumplimiento de las obligaciones 
asumidas por el naviero para con los cargadores o receptores de las mercancías 
transportadas por el buque se regirá por la legislación mercantil específica. 

3. Para garantizar las obligaciones del consignatario frente a la Autoridad Portuaria o la 
Capitanía Marítima, el consignatario de buques deberá depositar ante la Autoridad 
Portuaria garantías económicas o avales bancarios suficientes, de acuerdo con los 
criterios que se determinen en el Pliego de Prescripciones Particulares. 

4. El agente consignatario de un buque podrá renunciar unilateralmente a la 
consignación del mismo, debiendo comunicar de forma fehaciente a la Autoridad Portuaria 
y a la Capitanía Marítima tal renuncia, que será efectiva respecto de cada Autoridad, una 
vez que se haya satisfecho a cada una de ellas sus deudas pendientes, hasta el momento 
de las respectivas comunicaciones. 
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TÍTULO II.ADMINISTRACIÓN MARÍTIMA 

CAPÍTULO I. ADMINISTRACIÓN CENTRAL 

Artículo 263. Competencias del Ministerio de Fomento. 

Corresponden al Ministerio de Fomento las competencias en materia de ordenación 
general de la navegación marítima, de conformidad con las normas europeas 
correspondientes, y de la flota civil, excepción hecha de las que en relación con la actividad 
de la flota pesquera y la ordenación del sector pesquero corresponden al Ministerio de 
Medio Ambiente, y Medio Rural y Marino.  

Artículo 264. Del servicio público de salvamento. 

El servicio público de salvamento de la vida humana en la mar y de la lucha contra la 
contaminación del medio marino se prestará por la Administración General del Estado, así 
como por las restantes Administraciones públicas competentes, de acuerdo con el 
principio de coordinación, instrumentado a través de los planes y programas 
correspondientes.  

CAPÍTULO II. ADMINISTRACIÓN PERIFÉRICA 

Artículo 266. Capitanía Marítima. Funciones. 

1. En aquellos puertos, o grupos de puertos, en los que se desarrolle un determinado 
nivel de actividades de navegación o lo requieran las condiciones de tráfico, seguridad o 
protección marítima, existirá una Capitanía Marítima. 

2. En los puertos de competencia de las Comunidades Autónomas la Administración 
portuaria y la Capitanía Marítima coordinarán sus actuaciones para el cumplimiento de sus 
fines respectivos. 

3. En los puertos en que no existan Consejos de Navegación y Puerto podrán existir 
Consejos de Navegación presididos por el Capitán Marítimo, como órganos de asistencia, 
información y colaboración en asuntos marítimos, cuya composición y funcionamiento se 
determinan reglamentariamente. 

CAPÍTULO III. SOCIEDAD DE SALVAMENTO Y SEGURIDAD MARÍTIMA 

Artículo 267. Naturaleza, denominación y objeto. 

1. La Sociedad de Salvamento y Seguridad Marítima, es una entidad pública empresarial 
adscrita al Ministerio de Fomento, dotada de personalidad jurídica, patrimonio propio y 
plena capacidad de obrar, que desarrolla su actividad conforme al ordenamiento jurídico 
privado excepto en la formación de la voluntad de sus órganos, en el ejercicio de las 
potestades administrativas que tenga atribuidas y en los aspectos específicamente 
regulados en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público14, 
en  este capítulo y en sus estatutos, así como en la legislación general presupuestaria. 

 
 
 
 

14  El TRLPEMM hace referencia a la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la 
Administración General del Estado, derogada por la Ley 40/2015. 
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2. El Ministro de Fomento: 
a) Fija las directrices de actuación de la Sociedad, aprueba el plan anual de objetivos, 

efectúa el seguimiento de su actividad y ejerce, sin perjuicio de otras competencias, el 
control de eficacia de acuerdo con la normativa vigente. 

b) Ejerce, en todo caso, las facultades inherentes a la potestad reglamentaria que exija 
el funcionamiento de la Sociedad. 

Artículo 268. Objeto de la Sociedad. 

Constituye el objeto de la Sociedad de Salvamento y Seguridad Marítima la prestación 
de los servicios públicos de salvamento de la vida humana en la mar, y de la prevención y 
lucha contra la contaminación del medio marino, la prestación de los servicios de 
seguimiento y ayuda al tráfico marítimo, de seguridad marítima y de la navegación, de 
remolque y asistencia a buques, así como la de aquellos complementarios de los 
anteriores. 

ANEXO I- PUERTOS DE INTERÉS GENERAL 

Son puertos de interés general y por lo tanto, y de acuerdo con el artículo 149.1.20.a de 
la Constitución Española, competencia exclusiva de la Administración del Estado, los 
siguientes: 

1. Pasaia y Bilbao en el País Vasco. 
2. Santander en Cantabria. 
3. Gijón-Musel y Avilés en Asturias. 
4. San Cibrao, Ferrol y su ría, A Coruña, Vilagarcía de Arousa y su ría, Marín y ría de 

Pontevedra y Vigo y su ría, en Galicia. 
5. Huelva, Sevilla y su ría, Cádiz y su bahía (que incluye el Puerto de Santa María, el de la 

zona franca de Cádiz, Puerto Real, el Bajo de la Cabezuela y Puerto Sherry), Tarifa, Bahía de 
Algeciras, Málaga, Motril, Almería y Carboneras en Andalucía. 

6. Ceuta y Melilla. 
7. Cartagena (que incluye la dársena de Escombreras) en Murcia. 
8. Alicante, Gandía, Valencia, Sagunto y Castellón en la Comunidad Valenciana. 
9. Tarragona y Barcelona en Cataluña. 
10. Palma, Alcúdia, Maó, Eivissa y la Savina en Illes Balears. 
11. Arrecife, Puerto Rosario, La Hondura, Las Palmas (que incluye el de Salinetas y el de 

Arinaga), Santa Cruz de Tenerife (que incluye el de Granadilla), Los Cristianos, San 
Sebastián de la Gomera, Santa Cruz de la Palma y la Estaca en Canarias. 
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ANEXO II. DEFINICIONES A LOS EFECTOS DE ESTA LEY 

1.ª Arqueo bruto (GT): es el que como tal figura en el Certificado Internacional de Arqueo 
de Buques (Convenio Internacional de Londres de 1969). 

2.ª Eslora total: en buques y embarcaciones, es la distancia medida paralelamente a la 
línea de flotación entre dos planos perpendiculares al plano central del buque o 
embarcación, situados uno en la parte más a proa y el otro en la parte más a popa. En el 
resto de artefactos flotantes, es la distancia medida paralelamente a la línea de flotación 
entre dos planos perpendiculares al plano central del artefacto, situados en los puntos del 
citado artefacto más alejados entre sí. La eslora total excluye todas las partes móviles que 
se puedan desmontar de forma no destructiva sin afectar a la identidad estructural de la 
embarcación. 

3.ª Manga: en buques y embarcaciones, es la distancia medida paralelamente a la línea 
de flotación entre dos planos perpendiculares al plano central del buque o embarcación 
situados uno en la parte más a estribor y el otro en la parte más a babor. En el resto de 
artefactos flotantes, es la distancia medida paralelamente a la línea de flotación entre dos 
planos perpendiculares al plano central del artefacto y paralelos a la eslora, situados en 
los puntos del citado artefacto más alejados entre sí. 

4.ª Salida marítima de mercancías: operación de intercambio del modo terrestre al 
marítimo que consiste en la entrada de las mercancías a la zona de servicio del puerto por 
vía terrestre, el embarque de éstas o sus productos derivados en un buque o medio flotante 
y su salida por vía marítima. 

5.ª Entrada marítima de mercancías: operación de intercambio del modo marítimo al 
terrestre que consiste en la entrada de las mercancías a la zona de servicio del puerto por 
vía marítima, su desembarque desde un buque o medio flotante a tierra o a un medio de 
transporte terrestre y salida de éstas o sus productos derivados por vía terrestre. 

6.ª Transbordo de mercancías: operación de transferencia directa de mercancías de un 
buque a otro, sin depositarse en los muelles y con presencia simultánea de ambos buques 
durante la operación. 

7.ª Tránsito marítimo: operación de transferencia de mercancías o elementos de 
transporte en el modo marítimo en que éstas son descargadas de un buque al muelle, y 
posteriormente vuelven a ser cargadas en otro buque, o en el mismo en distinta escala, sin 
haber salido de la zona de servicio del puerto. 

8.ª Tránsito terrestre: operación de transferencia de mercancías o elementos de 
transporte en el modo terrestre, en que su entrada y salida de la zona de servicio del puerto 
es por vía terrestre. 

9.ª Pasajero de crucero turístico en embarque o desembarque: son los pasajeros de un 
buque calificado y autorizado para operar como crucero turístico que inician o finalizan su 
viaje en ese puerto. 

10.ª Pasajero de crucero turístico en tránsito en un puerto: pasajeros de un buque 
calificado y autorizado para operar como crucero que inician y finalizan su viaje en otro 
puerto. 
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11.ª Terminal marítima de mercancías: instalación destinada a realizar la transferencia 
de mercancías entre los modos marítimo y terrestre, o el tránsito y transbordo marítimos, 
que puede incluir superficies anejas para el depósito o almacenamiento temporal de las 
mercancías y los elementos de transporte, así como para su ordenación y control. 

12.ª Puerto base de cruceros: puerto en el que, para una escala determinada, se cumpla 
alguna de las siguientes condiciones: 

a) Que en la escala inicien o finalicen el crucero al menos un 50% del total de pasajeros 
de esa escala. 
b) Que en la escala del crucero, el total de pasajeros que inicien o finalicen su viaje no 
sea inferior a 250. 

13.ª Compañía de cruceros: empresa naviera o conjunto de empresas navieras, del 
mismo grupo empresarial, dedicadas a la explotación de buques de pasajeros tipo crucero 
turístico. 

14.ª Estación o terminal marítima de pasajeros: instalación destinada a facilitar el 
acceso de los pasajeros y sus equipajes, y de vehículos en régimen de pasaje, desde tierra 
a los buques y desde éstos a tierra, que puede incluir superficies anejas para el depósito o 
almacenamiento temporal de los vehículos en régimen de pasaje, así como edificios para 
el control y ordenación de pasajeros, vehículos y equipajes y la prestación de servicios 
auxiliares. 

15.ª Pasajero: persona que viaje a bordo de un buque, que no tenga la condición de 
tripulante, incluidos los conductores de elementos de transporte sujetos a la tasa de la 
mercancía. 

16.ª Estación o terminal marítima de pasajeros dedicadas a uso particular: aquella 
otorgada en concesión o autorización, no abierta al tráfico comercial general, en la que se 
presten servicios al pasaje transportado en buques explotados exclusivamente por las 
empresas navieras del titular o de su grupo empresarial autorizadas en dicho título. 

17.ª Terminal de mercancías dedicada a uso particular: aquélla otorgada en concesión 
o autorización, no abierta al tráfico comercial general, en la que se manipulen mercancías 
propiedad del titular de la misma o de sus accionistas o partícipes, así como del grupo de 
empresas al que pertenezca, o se operen buques explotados exclusivamente por las 
empresas navieras del titular o de su grupo empresarial autorizadas en el título 
concesional. Asimismo, es aquélla otorgada en concesión o autorización al titular de una 
planta de transformación o instalación industrial o a una empresa de su mismo grupo 
empresarial, no abierta al tráfico comercial general en la que se manipulen mercancías 
directa y exclusivamente vinculadas con la referida planta o instalación expresamente 
identificada en el título concesional. 

18.ª Empresa estibadora: aquella que es titular de una licencia de prestación del servicio 
portuario de manipulación de mercancías. 

20.ª Servicio marítimo: el que se presta a un determinado tipo de tráfico en un puerto, 
cuando el buque o conjunto de buques de la misma compañía naviera o de cruceros unen 
dicho puerto con otros determinados, transportando un mismo tipo y naturaleza de 
mercancías o un determinado tipo de pasaje, elemento de transporte o unidad de carga. 

21.ª Servicio marítimo regular: el que se presta a un determinado tipo de tráfico en un 
puerto, cuando el buque o conjunto de buques de la misma compañía naviera o de 
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cruceros (o bien un conjunto de buques de distintas compañías navieras con acuerdos de 
explotación compartida) unen dicho puerto con otros determinados, transportando un 
mismo tipo y naturaleza de mercancías o un determinado tipo de pasaje, elemento de 
transporte o unidad de carga, y además, se oferta de forma general y con publicidad a los 
posibles usuarios, se presta en condiciones de regularidad, con orígenes, destinos y fechas 
preestablecidos y con una frecuencia de al menos 24 escalas al año en el puerto 
correspondiente. 

22.ª Servicio marítimo de autopistas del mar: aquel servicio marítimo regular, de alta 
frecuencia y regularidad, destinado a atender preferentemente tráfico de mercancías 
transportadas en elementos de transporte aptos para su circulación por carretera, que 
conecte los puertos españoles con puertos de otros países de la Unión Europea y del Reino 
Unido. Además, deberán formar parte integrante de las Autopistas del Mar de la Red 
Transeuropea de Transporte (con la salvedad de los puertos del Reino Unido). 

23.ª Referencial del servicio: documento normativo que contiene las características 
técnicas certificables del servicio y el plan para verificar el cumplimiento de las mismas. 

24.ª Referencial específico del servicio: referencial adaptado al esquema o estructura de 
operaciones y servicios propios de un determinado puerto. 

25.ª Excursiones marítimas: aquellos servicios marítimos de pasajeros asociados con la 
realización de viajes turísticos en buques o embarcaciones que parten de un puerto y¸ 
después de seguir un itinerario, vuelven al puerto de partida en un periodo de duración no 
mayor de 12 horas, pudiendo realizar fondeos y escalas intermedias en otro puerto, pero 
debiendo realizar el itinerario completo todos los pasajeros. 

26.ª Gran reparación: La definida en el Reglamento de Inspección y Certificación de 
Buques Civiles aprobado por Real Decreto 1837/2000, de 10 de noviembre. 

27.ª Transporte marítimo de corta distancia (TMCD): aquel servicio marítimo para tráfico 
de mercancías o pasajeros que se realiza mediante buques cuya ruta marítima discurre 
exclusivamente en Europa entre puertos situados geográficamente en Europa o entre 
dichos puertos y puertos situados en países no europeos ribereños de los mares cerrados 
que rodean Europa, incluyendo sus islas o territorios de soberanía no continentales. Este 
concepto se extiende también al transporte marítimo entre los Estados miembros de la 
Unión Europea y Noruega e Islandia y otros Estados del Mar Báltico, el Mar Negro y el Mar 
Mediterráneo. 
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ACLARACIONES AL BLOQUE “LEY DE PUERTOS” (TRLPEMM) 

Todas las referencias hechas al Ministerio o Ministro de Fomento en el TRLPEMM 

se entenderán hechas al actual “Ministerio de Transportes y Movilidad 

Sostenible”, según Real Decreto 253/2024, de 12 de marzo por el que se desarrolla 

la estructura orgánica básica del Ministerio de Transportes y Movilidad Sostenible, 

y se modifica el Real Decreto 1009/2023, de 5 de diciembre, por el que se establece 

la estructura orgánica básica de los departamentos ministeriales. 
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3. LEY ORGÁNICA 3/2007, DE 22 DE MARZO, PARA LA IGUALDAD EFECTIVA DE 
MUJERES Y HOMBRES. 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

I 

El artículo 14 de la Constitución española proclama el derecho a la igualdad y a la no 
discriminación por razón de sexo. Por su parte, el artículo 9.2 consagra la obligación de los 
poderes públicos de promover las condiciones para que la igualdad del individuo y de los 
grupos en que se integra sean reales y efectivas. 

La igualdad entre mujeres y hombres es un principio jurídico universal reconocido en 
diversos textos internacionales sobre derechos humanos. 

La igualdad es, asimismo, un principio fundamental en la Unión Europea. Desde la 
entrada en vigor del Tratado de Ámsterdam, el 1 de mayo de 1999, la igualdad entre mujeres 
y hombres y la eliminación de las desigualdades entre unas y otros son un objetivo que 
debe integrarse en todas las políticas y acciones de la Unión y de sus miembros. 

Con amparo en el antiguo artículo 111 del Tratado de Roma, se ha desarrollado un acervo 
comunitario sobre igualdad de sexos de gran amplitud e importante calado, a cuya 
adecuada transposición se dirige, en buena medida, la presente Ley. En particular, esta Ley 
incorpora al ordenamiento español dos directivas en materia de igualdad de trato, la 
2002/73/CE, de reforma de la Directiva 76/207/CEE, relativa a la aplicación del principio de 
igualdad de trato entre hombres y mujeres en lo que se refiere al acceso al empleo, a la 
formación y a la promoción profesionales, y a las condiciones de trabajo; y la Directiva 
2004/113/CE, sobre aplicación del principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres 
en el acceso a bienes y servicios y su suministro. 

II 

El pleno reconocimiento de la igualdad formal ante la ley, aun habiendo comportado, sin 
duda, un paso decisivo, ha resultado ser insuficiente. La violencia de género, la 
discriminación salarial, la discriminación en las pensiones de viudedad, el mayor 
desempleo femenino, la todavía escasa presencia de las mujeres en puestos de 
responsabilidad política, social, cultural y económica, o los problemas de conciliación 
entre la vida personal, laboral y familiar muestran cómo la igualdad plena, efectiva, entre 
mujeres y hombres, es todavía hoy una tarea pendiente que precisa de nuevos 
instrumentos jurídicos. 

Resulta necesaria, en efecto, una acción normativa dirigida a combatir todas las 
manifestaciones aún subsistentes de discriminación, directa o indirecta, por razón de sexo 
y a promover la igualdad real entre mujeres y hombres, con remoción de los obstáculos y 
estereotipos sociales que impiden alcanzarla. Esta exigencia se deriva de nuestro 
ordenamiento constitucional e integra un genuino derecho de las mujeres, pero es a la vez 
un elemento de enriquecimiento de la propia sociedad española, que contribuirá al 
desarrollo económico y al aumento del empleo. 
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Se contempla, asimismo, una especial consideración con los supuestos de doble 
discriminación y las singulares dificultades en que se encuentran las mujeres que 
presentan especial vulnerabilidad, como son las que pertenecen a minorías, las mujeres 
migrantes y las mujeres con discapacidad. 

III 

La mayor novedad de esta Ley radica, con todo, en la prevención de esas conductas 
discriminatorias y en la previsión de políticas activas para hacer efectivo el principio de 
igualdad. Tal opción implica necesariamente una proyección del principio de igualdad 
sobre los diversos ámbitos del ordenamiento de la realidad social, cultural y artística en 
que pueda generarse o perpetuarse la desigualdad. De ahí la consideración de la 
dimensión transversal de la igualdad, seña de identidad del moderno derecho 
antidiscriminatorio, como principio fundamental del presente texto. 

TÍTULO PRELIMINAR 

OBJETO Y ÁMBITO DE LA LEY 

Artículo 1. Objeto de la Ley. 

1. Las mujeres y los hombres son iguales en dignidad humana, e iguales en derechos y 
deberes. Esta Ley tiene por objeto hacer efectivo el derecho de igualdad de trato y de 
oportunidades entre mujeres y hombres, en particular mediante la eliminación de la 
discriminación de la mujer, sea cual fuere su circunstancia o condición, en cualesquiera de 
los ámbitos de la vida y, singularmente, en las esferas política, civil, laboral, económica, 
social y cultural para, en el desarrollo de los artículos 9.2 y 14 de la Constitución, alcanzar 
una sociedad más democrática, más justa y más solidaria. 

2. A estos efectos, la Ley establece principios de actuación de los Poderes Públicos, 
regula derechos y deberes de las personas físicas y jurídicas, tanto públicas como 
privadas, y prevé medidas destinadas a eliminar y corregir en los sectores público y privado, 
toda forma de discriminación por razón de sexo. 

Artículo 2. Ámbito de aplicación. 

1. Todas las personas gozarán de los derechos derivados del principio de igualdad de 
trato y de la prohibición de discriminación por razón de sexo. 

2. Las obligaciones establecidas en esta Ley serán de aplicación a toda persona, física o 
jurídica, que se encuentre o actúe en territorio español, cualquiera que fuese su 
nacionalidad, domicilio o residencia. 

TÍTULO I. EL PRINCIPIO DE IGUALDAD Y LA TUTELA CONTRA LA DISCRIMINACIÓN 

Artículo 3. El principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres. 

El principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres supone la ausencia de toda 
discriminación, directa o indirecta, por razón de sexo, y, especialmente, las derivadas de la 
maternidad, la asunción de obligaciones familiares y el estado civil. 
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Artículo 4. Integración del principio de igualdad en la interpretación y aplicación de las normas. 

La igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres es un principio 
informador del ordenamiento jurídico y, como tal, se integrará y observará en la 
interpretación y aplicación de las normas jurídicas. 

Artículo 5. Igualdad de trato y de oportunidades en el acceso al empleo, en la formación y en la 
promoción profesionales, y en las condiciones de trabajo. 

El principio de igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres, aplicable 
en el ámbito del empleo privado y en el del empleo público, se garantizará, en los términos 
previstos en la normativa aplicable, en el acceso al empleo, incluso al trabajo por cuenta 
propia, en la formación profesional, en la promoción profesional, en las condiciones de 
trabajo, incluidas las retributivas y las de despido, y en la afiliación y participación en las 
organizaciones sindicales y empresariales, o en cualquier organización cuyos miembros 
ejerzan una profesión concreta, incluidas las prestaciones concedidas por las mismas. 

No constituirá discriminación en el acceso al empleo, incluida la formación necesaria, 
una diferencia de trato basada en una característica relacionada con el sexo cuando, 
debido a la naturaleza de las actividades profesionales concretas o al contexto en el que 
se lleven a cabo, dicha característica constituya un requisito profesional esencial y 
determinante, siempre y cuando el objetivo sea legítimo y el requisito proporcionado. 

Artículo 6. Discriminación directa e indirecta. 

1. Se considera discriminación directa por razón de sexo la situación en que se 
encuentra una persona que sea, haya sido o pudiera ser tratada, en atención a su sexo, de 
manera menos favorable que otra en situación comparable. 

2. Se considera discriminación indirecta por razón de sexo la situación en que una 
disposición, criterio o práctica aparentemente neutros pone a personas de un sexo en 
desventaja particular con respecto a personas del otro, salvo que dicha disposición, 
criterio o práctica puedan justificarse objetivamente en atención a una finalidad legítima y 
que los medios para alcanzar dicha finalidad sean necesarios y adecuados. 

3. En cualquier caso, se considera discriminatoria toda orden de discriminar, directa o 
indirectamente, por razón de sexo. 

Artículo 7. Acoso sexual y acoso por razón de sexo. 

1. Sin perjuicio de lo establecido en el Código Penal, a los efectos de esta Ley constituye 
acoso sexual cualquier comportamiento, verbal o físico, de naturaleza sexual que tenga el 
propósito o produzca el efecto de atentar contra la dignidad de una persona, en particular 
cuando se crea un entorno intimidatorio, degradante u ofensivo. 

2. Constituye acoso por razón de sexo cualquier comportamiento realizado en función 
del sexo de una persona, con el propósito o el efecto de atentar contra su dignidad y de 
crear un entorno intimidatorio, degradante u ofensivo. 

3. Se considerarán en todo caso discriminatorios el acoso sexual y el acoso por razón de 
sexo. 
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4. El condicionamiento de un derecho o de una expectativa de derecho a la aceptación 
de una situación constitutiva de acoso sexual o de acoso por razón de sexo se considerará 
también acto de discriminación por razón de sexo. 

Artículo 8. Discriminación por embarazo o maternidad. 

Constituye discriminación directa por razón de sexo todo trato desfavorable a las 
mujeres relacionado con el embarazo o la maternidad. 

Artículo 9. Indemnidad frente a represalias. 

También se considerará discriminación por razón de sexo cualquier trato adverso o 
efecto negativo que se produzca en una persona como consecuencia de la presentación 
por su parte de queja, reclamación, denuncia, demanda o recurso, de cualquier tipo, 
destinados a impedir su discriminación y a exigir el cumplimiento efectivo del principio de 
igualdad de trato entre mujeres y hombres. 

Artículo 10. Consecuencias jurídicas de las conductas discriminatorias. 

Los actos y las cláusulas de los negocios jurídicos que constituyan o causen 
discriminación por razón de sexo se considerarán nulos y sin efecto, y darán lugar a 
responsabilidad a través de un sistema de reparaciones o indemnizaciones que sean 
reales, efectivas y proporcionadas al perjuicio sufrido, así como, en su caso, a través de un 
sistema eficaz y disuasorio de sanciones que prevenga la realización de conductas 
discriminatorias. 

Artículo 11. Acciones positivas. 

1. Con el fin de hacer efectivo el derecho constitucional de la igualdad, los Poderes 
Públicos adoptarán medidas específicas en favor de las mujeres para corregir situaciones 
patentes de desigualdad de hecho respecto de los hombres. Tales medidas, que serán 
aplicables en tanto subsistan dichas situaciones, habrán de ser razonables y 
proporcionadas en relación con el objetivo perseguido en cada caso. 

2. También las personas físicas y jurídicas privadas podrán adoptar este tipo de medidas 
en los términos establecidos en la presente Ley. 

Artículo 12. Tutela judicial efectiva. 

1. Cualquier persona podrá recabar de los tribunales la tutela del derecho a la igualdad 
entre mujeres y hombres, de acuerdo con lo establecido en el artículo 53.2 de la 
Constitución, incluso tras la terminación de la relación en la que supuestamente se ha 
producido la discriminación. 

 

Artículo 53.2 CE. Cualquier ciudadano podrá recabar la tutela de las libertades y derechos 
reconocidos en el artículo 14 y la Sección primera del Capítulo segundo ante los Tribunales 
ordinarios por un procedimiento basado en los principios de preferencia y sumariedad y, en su caso, 
a través del recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional. Este último recurso será aplicable a 
la objeción de conciencia reconocida en el artículo 30 CE. 
 

2. La capacidad y legitimación para intervenir en los procesos civiles, sociales y 
contencioso-administrativos que versen sobre la defensa de este derecho corresponden a 
las personas físicas y jurídicas con interés legítimo, determinadas en las Leyes reguladoras 
de estos procesos. 
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3. La persona acosada será la única legitimada en los litigios sobre acoso sexual y acoso 
por razón de sexo. 

Artículo 13. Prueba. 

1. De acuerdo con las Leyes procesales, en aquellos procedimientos en los que las 
alegaciones de la parte actora se fundamenten en actuaciones discriminatorias, por razón 
de sexo, corresponderá a la persona demandada probar la ausencia de discriminación en 
las medidas adoptadas y su proporcionalidad. 

A los efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, el órgano judicial, a instancia de parte, 
podrá recabar, si lo estimase útil y pertinente, informe o dictamen de los organismos 
públicos competentes. 

2. Lo establecido en el apartado anterior no será de aplicación a los procesos penales. 

TÍTULO II. POLÍTICAS PÚBLICAS PARA LA IGUALDAD 

CAPÍTULO I. PRINCIPIOS GENERALES 

Artículo 14. Criterios generales de actuación de los Poderes Públicos. 

A los fines de esta Ley, serán criterios generales de actuación de los Poderes Públicos: 
1. El compromiso con la efectividad del derecho constitucional de igualdad entre 

mujeres y hombres. 
2. La integración del principio de igualdad de trato y de oportunidades en el conjunto de 

las políticas económica, laboral, social, cultural y artística, con el fin de evitar la 
segregación laboral y eliminar las diferencias retributivas, así como potenciar el 
crecimiento del empresariado femenino en todos los ámbitos que abarque el conjunto de 
políticas y el valor del trabajo de las mujeres, incluido el doméstico. 

3. La colaboración y cooperación entre las distintas Administraciones públicas en la 
aplicación del principio de igualdad de trato y de oportunidades. 

4. La participación equilibrada de mujeres y hombres en las candidaturas electorales y 
en la toma de decisiones. 

5. La adopción de las medidas necesarias para la erradicación de la violencia de género, 
la violencia familiar y todas las formas de acoso sexual y acoso por razón de sexo. 

6. La consideración de las singulares dificultades en que se encuentran las mujeres de 
colectivos de especial vulnerabilidad como son las que pertenecen a minorías, las mujeres 
migrantes, las niñas, las mujeres con discapacidad, las mujeres mayores, las mujeres 
viudas y las mujeres víctimas de violencia de género, para las cuales los poderes públicos 
podrán adoptar, igualmente, medidas de acción positiva. 

7. La protección de la maternidad, con especial atención a la asunción por la sociedad 
de los efectos derivados del embarazo, parto y lactancia. 

8. El establecimiento de medidas que aseguren la conciliación del trabajo y de la vida 
personal y familiar de las mujeres y los hombres, así como el fomento de la 
corresponsabilidad en las labores domésticas y en la atención a la familia. 

9. El fomento de instrumentos de colaboración entre las distintas Administraciones 
públicas y los agentes sociales, las asociaciones de mujeres y otras entidades privadas. 
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10. El fomento de la efectividad del principio de igualdad entre mujeres y hombres en las 
relaciones entre particulares. 

11. La implantación de un lenguaje no sexista en el ámbito administrativo y su fomento 
en la totalidad de las relaciones sociales, culturales y artísticas. 

12. Todos los puntos considerados en este artículo se promoverán e integrarán de igual 
manera en la política española de cooperación internacional para el desarrollo. 

Artículo 15. Transversalidad del principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres. 

El principio de igualdad de trato y oportunidades entre mujeres y hombres informará, con 
carácter transversal, la actuación de todos los Poderes Públicos. Las Administraciones 
públicas lo integrarán, de forma activa, en la adopción y ejecución de sus disposiciones 
normativas, en la definición y presupuestación de políticas públicas en todos los ámbitos 
y en el desarrollo del conjunto de todas sus actividades. 

Artículo 16. Nombramientos realizados por los Poderes Públicos. 

Los Poderes Públicos procurarán atender al principio de presencia equilibrada de 
mujeres y hombres en los nombramientos y designaciones de los cargos de 
responsabilidad que les correspondan. 

Artículo 17. Plan Estratégico de Igualdad de Oportunidades. 

El Gobierno, en las materias que sean de la competencia del Estado, aprobará 
periódicamente un Plan Estratégico de Igualdad de Oportunidades, que incluirá medidas 
para alcanzar el objetivo de igualdad entre mujeres y hombres y eliminar la discriminación 
por razón de sexo. 

Artículo 18. Informe periódico. 

En los términos que reglamentariamente se determinen, el Gobierno elaborará un 
informe periódico sobre el conjunto de sus actuaciones en relación con la efectividad del 
principio de igualdad entre mujeres y hombres. De este informe se dará cuenta a las Cortes 
Generales. 

Artículo 19. Informes de impacto de género. 

Los proyectos de disposiciones de carácter general y los planes de especial relevancia 
económica, social, cultural y artística que se sometan a la aprobación del Consejo de 
Ministros deberán incorporar un informe sobre su impacto por razón de género. 

Artículo 21. Colaboración entre las Administraciones públicas. 

1. La Administración General del Estado y las Administraciones de las Comunidades 
Autónomas cooperarán para integrar el derecho de igualdad entre mujeres y hombres en el 
ejercicio de sus respectivas competencias y, en especial, en sus actuaciones de 
planificación. En el seno de la Conferencia Sectorial de la Mujer podrán adoptarse planes 
y programas conjuntos de actuación con esta finalidad. 

2. Las Entidades Locales integrarán el derecho de igualdad en el ejercicio de sus 
competencias y colaborarán, a tal efecto, con el resto de las Administraciones públicas. 
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Artículo 22. Acciones de planificación equitativa de los tiempos. 

Con el fin de avanzar hacia un reparto equitativo de los tiempos entre mujeres y hombres, 
las corporaciones locales podrán establecer Planes Municipales de organización del 
tiempo de la ciudad. Sin perjuicio de las competencias de las Comunidades Autónomas, 
el Estado podrá prestar asistencia técnica para la elaboración de estos planes. 

CAPÍTULO II. ACCIÓN ADMINISTRATIVA PARA LA IGUALDAD 

Artículo 23. La educación para la igualdad de mujeres y hombres. 

El sistema educativo incluirá entre sus fines la educación en el respeto de los derechos 
y libertades fundamentales y en la igualdad de derechos y oportunidades entre mujeres y 
hombres. 

Asimismo, el sistema educativo incluirá, dentro de sus principios de calidad, la 
eliminación de los obstáculos que dificultan la igualdad efectiva entre mujeres y hombres 
y el fomento de la igualdad plena entre unas y otros. 

Artículo 24. Integración del principio de igualdad en la política de educación. 

Las Administraciones educativas garantizarán un igual derecho a la educación de 
mujeres y hombres a través de la integración activa, en los objetivos y en las actuaciones 
educativas, del principio de igualdad de trato, evitando que, por comportamientos sexistas 
o por los estereotipos sociales asociados, se produzcan desigualdades entre mujeres y 
hombres. 

Artículo 25. La igualdad en el ámbito de la educación superior. 

1. En el ámbito de la educación superior, las Administraciones públicas en el ejercicio de 
sus respectivas competencias fomentarán la enseñanza y la investigación sobre el 
significado y alcance de la igualdad entre mujeres y hombres. 

2. En particular, y con tal finalidad, las Administraciones públicas promoverán: 
a) La inclusión, en los planes de estudio en que proceda, de enseñanzas en materia de 

igualdad entre mujeres y hombres. 
b) La creación de postgrados específicos. 
c) La realización de estudios e investigaciones especializadas en la materia. 

Artículo 26. La igualdad en el ámbito de la creación y producción artística e intelectual. 

Las autoridades públicas, en el ámbito de sus competencias, velarán por hacer efectivo 
el principio de igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres en todo lo 
concerniente a la creación y producción artística e intelectual y a la difusión de la misma. 

Artículo 27. Integración del principio de igualdad en la política de salud. 

Las políticas, estrategias y programas de salud integrarán, en su formulación, desarrollo 
y evaluación, las distintas necesidades de mujeres y hombres y las medidas necesarias 
para abordarlas adecuadamente. 

Artículo 28. Sociedad de la Información. 

1. Todos los programas públicos de desarrollo de la Sociedad de la Información 
incorporarán la efectiva consideración del principio de igualdad de oportunidades entre 
mujeres y hombres en su diseño y ejecución. 
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2. El Gobierno promoverá la plena incorporación de las mujeres en la Sociedad de la 
Información mediante el desarrollo de programas específicos, en especial, en materia de 
acceso y formación en tecnologías de la información y de las comunicaciones, 
contemplando las de colectivos de riesgo de exclusión y del ámbito rural. 

3. El Gobierno promoverá los contenidos creados por mujeres en el ámbito de la 
Sociedad de la Información. 

4. En los proyectos del ámbito de las tecnologías de la información y la comunicación 
sufragados total o parcialmente con dinero público, se garantizará que su lenguaje y 
contenidos sean no sexistas. 

Artículo 29. Deportes. 

1. Todos los programas públicos de desarrollo del deporte incorporarán la efectiva 
consideración del principio de igualdad real y efectiva entre mujeres y hombres en su 
diseño y ejecución. 

2. El Gobierno promoverá el deporte femenino y favorecerá la efectiva apertura de las 
disciplinas deportivas a las mujeres, mediante el desarrollo de programas específicos en 
todas las etapas de la vida y en todos los niveles, incluidos los de responsabilidad y 
decisión. 

Artículo 30. Desarrollo rural. 

A fin de hacer efectiva la igualdad entre mujeres y hombres en el sector agrario, el 
Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación y el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales 
desarrollarán la figura jurídica de la titularidad compartida15, para que se reconozcan 
plenamente los derechos de las mujeres en el sector agrario, la correspondiente 
protección de la Seguridad Social, así como el reconocimiento de su trabajo. 

Artículo 31. Políticas urbanas, de ordenación territorial y vivienda. 

1. Las políticas y planes de las Administraciones públicas en materia de acceso a la 
vivienda incluirán medidas destinadas a hacer efectivo el principio de igualdad entre 
mujeres y hombres. 

Del mismo modo, las políticas urbanas y de ordenación del territorio tomarán en 
consideración las necesidades de los distintos grupos sociales y de los diversos tipos de 
estructuras familiares, y favorecerán el acceso en condiciones de igualdad a los distintos 
servicios e infraestructuras urbanas. 

 
 
 
 

15 La Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres en su artículo 30, 
contempla la figura jurídica de la titularidad compartida, como medida dirigida a hacer efectiva la igualdad 
entre mujeres y hombres en el sector agrario, y conseguir el pleno reconocimiento del trabajo de las mujeres en 
el ámbito rural, a cuyos efectos encomienda a los Ministerios de Agricultura, Pesca y Alimentación 
(actualmente, de Medio Ambiente, y Medio Rural y Marino), y de Trabajo y Asuntos Sociales (actualmente, de 
Trabajo e Inmigración) y al Ministerio de Igualdad; a acometer el desarrollo normativo preciso. 
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2. El Gobierno, en el ámbito de sus competencias, fomentará el acceso a la vivienda de 
las mujeres en situación de necesidad o en riesgo de exclusión, y de las que hayan sido 
víctimas de la violencia de género, en especial cuando, en ambos casos, tengan hijos 
menores exclusivamente a su cargo. 

Artículo 32. Política española de cooperación para el desarrollo. 

1. Todas las políticas, planes, documentos de planificación estratégica, tanto sectorial 
como geográfica, y herramientas de programación operativa de la cooperación española 
para el desarrollo, incluirán el principio de igualdad entre mujeres y hombres como un 
elemento sustancial en su agenda de prioridades, y recibirán un tratamiento de prioridad 
transversal y específica en sus contenidos, contemplando medidas concretas para el 
seguimiento y la evaluación de logros para la igualdad efectiva en la cooperación española 
al desarrollo. 

2. Además, se elaborará una Estrategia Sectorial de Igualdad entre mujeres y hombres 
para la cooperación española, que se actualizará periódicamente a partir de los logros y 
lecciones aprendidas en los procesos anteriores. 

3. La Administración española planteará un proceso progresivo, a medio plazo, de 
integración efectiva del principio de igualdad y del enfoque de género en desarrollo (GED)16, 
en todos los niveles de su gestión, que haga posible y efectiva la aplicación de la Estrategia 
Sectorial de Igualdad entre mujeres y hombres, que contemple actuaciones específicas 
para alcanzar la transversalidad en las actuaciones de la cooperación española, y la 
promoción de medidas de acción positiva que favorezcan cambios significativos en la 
implantación del principio de igualdad, tanto dentro de la Administración como en el 
mandato de desarrollo de la propia cooperación española. 

Artículo 33. Contratos de las Administraciones públicas. 

Las Administraciones públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias, a través 
de sus órganos de contratación y, en relación con la ejecución de los contratos que 
celebren, podrán establecer condiciones especiales con el fin de promover la igualdad 
entre mujeres y hombres en el mercado de trabajo, de acuerdo con lo establecido en la 
legislación de contratos del sector público. 

Artículo 34. Contratos de la Administración General del Estado. 

Anualmente, el Consejo de Ministros, a la vista de la evolución e impacto de las políticas 
de igualdad en el mercado laboral, determinará los contratos de la Administración General 
del Estado y de sus organismos públicos que obligatoriamente deberán incluir entre sus 
condiciones de ejecución medidas tendentes a promover la igualdad efectiva entre 
mujeres y hombres en el mercado de trabajo, conforme a lo previsto en la legislación de 
contratos del sector público. 

 
 
 
 

16 Enfoque de género en desarrollo (GED): Estrategia desarrollada a partir de los años 1980 que busca 
empoderar a las mujeres y conseguir la equidad entre los dos sexos humanos. 



TEMARIO OPERADOR DE MEDIOS MECÁNICOS – LEY 3/2007, IGUALDAD EFECTIVA 

 

86 

 

TÍTULO III. IGUALDAD Y MEDIOS DE COMUNICACIÓN 

Artículo 36. La igualdad en los medios de comunicación social de titularidad pública. 

Los medios de comunicación social de titularidad pública velarán por la transmisión de 
una imagen igualitaria, plural y no estereotipada de mujeres y hombres en la sociedad, y 
promoverán el conocimiento y la difusión del principio de igualdad entre mujeres y 
hombres. 

Artículo 39. La igualdad en los medios de comunicación social de titularidad privada. 

1. Todos los medios de comunicación respetarán la igualdad entre mujeres y hombres, 
evitando cualquier forma de discriminación. 

2. Las Administraciones públicas promoverán la adopción por parte de los medios de 
comunicación de acuerdos de autorregulación que contribuyan al cumplimiento de la 
legislación en materia de igualdad entre mujeres y hombres, incluyendo las actividades de 
venta y publicidad que en aquellos se desarrollen. 

Artículo 41. Igualdad y publicidad. 

La publicidad que comporte una conducta discriminatoria de acuerdo con esta Ley se 
considerará publicidad ilícita, de conformidad con lo previsto en la legislación general de 
publicidad y de publicidad y comunicación institucional. 

TÍTULO IV. EL DERECHO AL TRABAJO EN IGUALDAD DE OPORTUNIDADES 

CAPÍTULO I. IGUALDAD DE TRATO Y DE OPORTUNIDADES EN EL ÁMBITO LABORAL 

Artículo 42. Programas de mejora de la empleabilidad de las mujeres. 

1. Las políticas de empleo tendrán como uno de sus objetivos prioritarios aumentar la 
participación de las mujeres en el mercado de trabajo y avanzar en la igualdad efectiva 
entre mujeres y hombres. Para ello, se mejorará la empleabilidad y la permanencia en el 
empleo de las mujeres, potenciando su nivel formativo y su adaptabilidad a los 
requerimientos del mercado de trabajo. 

2. Los Programas de inserción laboral activa comprenderán todos los niveles educativos 
y edad de las mujeres, incluyendo los de Formación Profesional, Escuelas Taller y Casas de 
Oficios, dirigidos a personas en desempleo, se podrán destinar prioritariamente a 
colectivos específicos de mujeres o contemplar una determinada proporción de mujeres. 

Artículo 43. Promoción de la igualdad en la negociación colectiva. 

De acuerdo con lo establecido legalmente, mediante la negociación colectiva se podrán 
establecer medidas de acción positiva para favorecer el acceso de las mujeres al empleo y 
la aplicación efectiva del principio de igualdad de trato y no discriminación en las 
condiciones de trabajo entre mujeres y hombres. 

CAPÍTULO II. IGUALDAD Y CONCILIACIÓN 

Artículo 44. Los derechos de conciliación de la vida personal, familiar y laboral. 

1. Los derechos de conciliación de la vida personal, familiar y laboral se reconocerán a 
los trabajadores y las trabajadoras en forma que fomenten la asunción equilibrada de las 
responsabilidades familiares, evitando toda discriminación basada en su ejercicio. 
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2. El permiso y la prestación por maternidad se concederán en los términos previstos en 
la normativa laboral y de Seguridad Social. 

3. Para contribuir a un reparto más equilibrado de las responsabilidades familiares, se 
reconoce a los padres el derecho a un permiso y una prestación por paternidad, en los 
términos previstos en la normativa laboral y de Seguridad Social. 

CAPÍTULO III. PLANES DE IGUALDAD DE LAS EMPRESAS Y OTRAS MEDIDAS DE PROMOCIÓN DE LA 
IGUALDAD 

Artículo 45. Elaboración y aplicación de los planes de igualdad. 

1. Las empresas están obligadas a respetar la igualdad de trato y de oportunidades en el 
ámbito laboral y, con esta finalidad, deberán adoptar medidas dirigidas a evitar cualquier 
tipo de discriminación laboral entre mujeres y hombres, medidas que deberán negociar, y 
en su caso acordar, con los representantes legales de los trabajadores en la forma que se 
determine en la legislación laboral. 

2. En el caso de las empresas de cincuenta o más trabajadores, las medidas de igualdad 
a que se refiere el apartado anterior deberán dirigirse a la elaboración y aplicación de un 
plan de igualdad, con el alcance y contenido establecidos en este capítulo, que deberá ser 
asimismo objeto de negociación en la forma que se determine en la legislación laboral. 

3. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, las empresas deberán elaborar y 
aplicar un plan de igualdad cuando así se establezca en el convenio colectivo que sea 
aplicable, en los términos previstos en el mismo. 

4. Las empresas también elaborarán y aplicarán un plan de igualdad, previa negociación 
o consulta, en su caso, con la representación legal de los trabajadores y trabajadoras, 
cuando la autoridad laboral hubiera acordado en un procedimiento sancionador la 
sustitución de las sanciones accesorias por la elaboración y aplicación de dicho plan, en 
los términos que se fijen en el indicado acuerdo. 

5. La elaboración e implantación de planes de igualdad será voluntaria para las demás 
empresas, previa consulta a la representación legal de los trabajadores y trabajadoras. 

Artículo 46. Concepto y contenido de los planes de igualdad de las empresas. 

1. Los planes de igualdad de las empresas son un conjunto ordenado de medidas, 
adoptadas después de realizar un diagnóstico de situación, tendentes a alcanzar en la 
empresa la igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres y a eliminar la 
discriminación por razón de sexo. Los planes de igualdad fijarán los concretos objetivos de 
igualdad a alcanzar, las estrategias y prácticas a adoptar para su consecución, así como el 
establecimiento de sistemas eficaces de seguimiento y evaluación de los objetivos fijados. 

2. Los planes de igualdad contendrán un conjunto ordenado de medidas evaluables 
dirigidas a remover los obstáculos que impiden o dificultan la igualdad efectiva de mujeres 
y hombres.  

3. Los planes de igualdad incluirán la totalidad de una empresa, sin perjuicio del 
establecimiento de acciones especiales adecuadas respecto a determinados centros de 
trabajo. 
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Artículo 47. Transparencia en la implantación del plan de igualdad. 

Se garantiza el acceso de la representación legal de los trabajadores y trabajadoras o, en 
su defecto, de los propios trabajadores y trabajadoras, a la información sobre el contenido 
de los Planes de igualdad y la consecución de sus objetivos. 

Lo previsto en el párrafo anterior se entenderá sin perjuicio del seguimiento de la 
evolución de los acuerdos sobre planes de igualdad por parte de las comisiones paritarias 
de los convenios colectivos a las que éstos atribuyan estas competencias. 

Artículo 48. Medidas específicas para prevenir la comisión de delitos y otras conductas contra la 
libertad sexual y la integridad moral en el trabajo. 

Las empresas deberán promover condiciones de trabajo que eviten la comisión de 
delitos y otras conductas contra la libertad sexual y la integridad moral en el trabajo, 
incidiendo especialmente en el acoso sexual y el acoso por razón de sexo, incluidos los 
cometidos en el ámbito digital. 

Con esta finalidad se podrán establecer medidas que deberán negociarse con los 
representantes de los trabajadores, tales como la elaboración y difusión de códigos de 
buenas prácticas, la realización de campañas informativas o acciones de formación. 

CAPÍTULO IV. DISTINTIVO EMPRESARIAL EN MATERIA DE IGUALDAD 

Artículo 50. Distintivo para las empresas en materia de igualdad. 

El Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales17 creará un distintivo para reconocer a 
aquellas empresas que destaquen por la aplicación de políticas de igualdad de trato y de 
oportunidades con sus trabajadores y trabajadoras, que podrá ser utilizado en el tráfico 
comercial de la empresa y con fines publicitarios. 

Con el fin de obtener este distintivo, cualquier empresa, sea de capital público o privado, 
podrá presentar al Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales20 un balance sobre los 
parámetros de igualdad implantados respecto de las relaciones de trabajo y la publicidad 
de los productos y servicios prestados. 

Para la concesión de este distintivo se tendrán en cuenta, entre otros criterios, la 
presencia equilibrada de mujeres y hombres en los órganos de dirección y en los distintos 
grupos y categorías profesionales de la empresa, la adopción de planes de igualdad u otras 
medidas innovadoras de fomento de la igualdad, así como la publicidad no sexista de los 
productos o servicios de la empresa. 

 
 
 
 

17 En la actualidad ejerce estas competencias el Ministerio de Igualdad según Real Decreto 1615/2009, de 26 
de octubre, por el que se regula la concesión y utilización del distintivo "Igualdad en la Empresa", 
posteriormente modificado por Real Decreto 333/2023, de 3 de mayo: “El logotipo y el nombre del distintivo 
empresarial en materia de igualdad al que se refiere este real decreto es titularidad exclusiva del Ministerio de 
Igualdad”. 
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TÍTULO V. EL PRINCIPIO DE IGUALDAD EN EL EMPLEO PÚBLICO 

CAPÍTULO I. CRITERIOS DE ACTUACIÓN DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS 

Artículo 51. Criterios de actuación de las Administraciones públicas. 

Las Administraciones públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias y en 
aplicación del principio de igualdad entre mujeres y hombres, deberán: 

a) Remover los obstáculos que impliquen la pervivencia de cualquier tipo de 
discriminación con el fin de ofrecer condiciones de igualdad efectiva entre mujeres y 
hombres en el acceso al empleo público y en el desarrollo de la carrera profesional. 

b) Facilitar la conciliación de la vida personal, familiar y laboral, sin menoscabo de la 
promoción profesional. 

c) Fomentar la formación en igualdad, tanto en el acceso al empleo público como a lo 
largo de la carrera profesional. 

d) Promover la presencia equilibrada de mujeres y hombres en los órganos de selección 
y valoración. 

e) Establecer medidas efectivas de protección frente al acoso sexual y al acoso por razón 
de sexo. 

f) Establecer medidas efectivas para eliminar cualquier discriminación retributiva, 
directa o indirecta, por razón de sexo. 

g) Evaluar periódicamente la efectividad del principio de igualdad en sus respectivos 
ámbitos de actuación. 

CAPÍTULO II. EL PRINCIPIO DE PRESENCIA EQUILIBRADA EN LA ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL 
ESTADO Y EN LOS ORGANISMOS PÚBLICOS VINCULADOS O DEPENDIENTES DE ELLA 

Artículo 52. Titulares de órganos directivos. 

El Gobierno atenderá al principio de presencia equilibrada de mujeres y hombres en el 
nombramiento de las personas titulares de los órganos directivos de la Administración 
General del Estado y de los organismos públicos vinculados o dependientes de ella, 
considerados en su conjunto, cuya designación le corresponda. 

Artículo 53. Órganos de selección y Comisiones de valoración. 

Todos los tribunales y órganos de selección del personal de la Administración General 
del Estado y de los organismos públicos vinculados o dependientes de ella responderán al 
principio de presencia equilibrada de mujeres y hombres, salvo por razones fundadas y 
objetivas, debidamente motivadas. 

Asimismo, la representación de la Administración General del Estado y de los 
organismos públicos vinculados o dependientes de ella en las comisiones de valoración de 
méritos para la provisión de puestos de trabajo se ajustará al principio de composición 
equilibrada de ambos sexos. 

Artículo 54. Designación de representantes de la Administración General del Estado. 

La Administración General del Estado y los organismos públicos vinculados o 
dependientes de ella designarán a sus representantes en órganos colegiados, comités de 
personas expertas o comités consultivos, nacionales o internacionales, de acuerdo con el 



TEMARIO OPERADOR DE MEDIOS MECÁNICOS – LEY 3/2007, IGUALDAD EFECTIVA 

 

90 

 

principio de presencia equilibrada de mujeres y hombres, salvo por razones fundadas y 
objetivas, debidamente motivadas. 

Asimismo, la Administración General del Estado y los organismos públicos vinculados o 
dependientes de ella observarán el principio de presencia equilibrada en los 
nombramientos que le corresponda efectuar en los consejos de administración de las 
empresas en cuyo capital participe. 

CAPÍTULO III. MEDIDAS DE IGUALDAD EN EL EMPLEO PARA LA ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL 
ESTADO Y PARA LOS ORGANISMOS PÚBLICOS VINCULADOS O DEPENDIENTES DE ELLA 

Artículo 55. Informe de impacto de género en las pruebas de acceso al empleo público. 

La aprobación de convocatorias de pruebas selectivas para el acceso al empleo público 
deberá acompañarse de un informe de impacto de género, salvo en casos de urgencia y 
siempre sin perjuicio de la prohibición de discriminación por razón de sexo. 

Artículo 56. Permisos y beneficios de protección a la maternidad y la conciliación. 

Sin perjuicio de las mejoras que pudieran derivarse de acuerdos suscritos entre la 
Administración General del Estado o los organismos públicos vinculados o dependientes 
de ella con los representantes del personal al servicio de la Administración Pública, la 
normativa aplicable a los mismos establecerá un régimen de excedencias, reducciones de 
jornada, permisos u otros beneficios con el fin de proteger la maternidad y facilitar la 
conciliación de la vida personal, familiar y laboral. Con la misma finalidad se reconocerá 
un permiso de paternidad, en los términos que disponga dicha normativa. 

Artículo 57. Conciliación y provisión de puestos de trabajo. 

En las bases de los concursos para la provisión de puestos de trabajo se computará, a 
los efectos de valoración del trabajo desarrollado y de los correspondientes méritos, el 
tiempo que las personas candidatas hayan permanecido en las situaciones a que se refiere 
el artículo 56 (maternidad y paternidad). 

Artículo 62. Protocolo de actuación frente al acoso sexual y al acoso por razón de sexo. 

Para la prevención del acoso sexual y del acoso por razón de sexo, las Administraciones 
públicas negociarán con la representación legal de las trabajadoras y trabajadores, un 
protocolo de actuación que comprenderá, al menos, los siguientes principios: 

a) El compromiso de la Administración General del Estado y de los organismos públicos 
vinculados o dependientes de ella de prevenir y no tolerar el acoso sexual y el acoso por 
razón de sexo. 

b) La instrucción a todo el personal de su deber de respetar la dignidad de las personas 
y su derecho a la intimidad, así como la igualdad de trato entre mujeres y hombres. 

c) El tratamiento reservado de las denuncias de hechos que pudieran ser constitutivos 
de acoso sexual o de acoso por razón de sexo, sin perjuicio de lo establecido en la 
normativa de régimen disciplinario. 

d) La identificación de las personas responsables de atender a quienes formulen una 
queja o denuncia. 
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Artículo 63. Evaluación sobre la igualdad en el empleo público. 

Todos los Departamentos Ministeriales y Organismos Públicos remitirán, al menos 
anualmente, a los Ministerios de Trabajo y Asuntos Sociales y de Administraciones 
Públicas, información relativa a la aplicación efectiva en cada uno de ellos del principio de 
igualdad entre mujeres y hombres, con especificación, mediante la desagregación por sexo 
de los datos, de la distribución de su plantilla, grupo de titulación, nivel de complemento 
de destino y retribuciones promediadas de su personal. 

Artículo 64. Plan de Igualdad en la Administración General del Estado y en los organismos públicos 
vinculados o dependientes de ella. 

El Gobierno aprobará, al inicio de cada legislatura, un Plan para la Igualdad entre mujeres 
y hombres en la Administración General del Estado y en los organismos públicos 
vinculados o dependientes de ella. El Plan establecerá los objetivos a alcanzar en materia 
de promoción de la igualdad de trato y oportunidades en el empleo público, así como las 
estrategias o medidas a adoptar para su consecución. El Plan será objeto de negociación, 
y en su caso acuerdo, con la representación legal de los empleados públicos en la forma 
que se determine en la legislación sobre negociación colectiva en la Administración 
Pública y su cumplimiento será evaluado anualmente por el Consejo de Ministros. 

CAPÍTULO IV. FUERZAS ARMADAS 

Artículo 65. Respeto del principio de igualdad. 

Las normas sobre personal de las Fuerzas Armadas procurarán la efectividad del 
principio de igualdad entre mujeres y hombres, en especial en lo que se refiere al régimen 
de acceso, formación, ascensos, destinos y situaciones administrativas. 

CAPÍTULO V. FUERZAS Y CUERPOS DE SEGURIDAD DEL ESTADO 

Artículo 67. Respeto del principio de igualdad. 

Las normas reguladoras de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado promoverán 
la igualdad efectiva entre mujeres y hombres, impidiendo cualquier situación de 
discriminación profesional, especialmente, en el sistema de acceso, formación, ascensos, 
destinos y situaciones administrativas. 

Artículo 68. Aplicación de las normas referidas al personal de las administraciones públicas en las 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. 

Las normas referidas al personal al servicio de las administraciones públicas en materia 
de igualdad, prevención de la violencia de género y la violencia sexual, y la conciliación de 
la vida personal, familiar y profesional serán de aplicación en las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad, adaptándose, en su caso, a las peculiaridades de las funciones que tienen 
encomendadas, en los términos establecidos por su normativa específica. 
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TÍTULO VI. IGUALDAD DE TRATO EN EL ACCESO A BIENES Y SERVICIOS Y SU 
SUMINISTRO 

Artículo 69. Igualdad de trato en el acceso a bienes y servicios. 

1. Todas las personas físicas o jurídicas que, en el sector público o en el privado, 
suministren bienes o servicios disponibles para el público, ofrecidos fuera del ámbito de la 
vida privada y familiar, estarán obligadas, en sus actividades y en las transacciones 
consiguientes, al cumplimiento del principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres, 
evitando discriminaciones, directas o indirectas, por razón de sexo. 

2. Lo previsto en el apartado anterior no afecta a la libertad de contratación, incluida la 
libertad de la persona de elegir a la otra parte contratante, siempre y cuando dicha elección 
no venga determinada por su sexo. 

3. No obstante lo dispuesto en los apartados anteriores, serán admisibles las diferencias 
de trato en el acceso a bienes y servicios cuando estén justificadas por un propósito 
legítimo y los medios para lograrlo sean adecuados y necesarios. 

Artículo 70. Protección en situación de embarazo. 

En el acceso a bienes y servicios, ningún contratante podrá indagar sobre la situación de 
embarazo de una mujer demandante de los mismos, salvo por razones de protección de su 
salud. 

Artículo 71. Factores actuariales. 

1. Se prohíbe la celebración de contratos de seguros o de servicios financieros afines en 
los que, al considerar el sexo como factor de cálculo de primas y prestaciones, se generen 
diferencias en las primas y prestaciones de las personas aseguradas. 

2. Los costes relacionados con el embarazo y el parto no justificarán diferencias en las 
primas y prestaciones de las personas consideradas individualmente, sin que puedan 
autorizarse diferencias al respecto. 

TÍTULO VII. LA IGUALDAD EN LA RESPONSABILIDAD SOCIAL DE LAS EMPRESAS 

Artículo 74. Publicidad de las acciones de responsabilidad social en materia de igualdad. 

Las empresas podrán hacer uso publicitario de sus acciones de responsabilidad en 
materia de igualdad, de acuerdo con las condiciones establecidas en la legislación general 
de publicidad. 

El Instituto de la Mujer, u órganos equivalentes de las Comunidades Autónomas, estarán 
legitimados para ejercer la acción de cesación cuando consideren que pudiera haberse 
incurrido en supuestos de publicidad engañosa. 

Artículo 75. Participación de las mujeres en los Consejos de admón de las sociedades mercantiles. 

Las sociedades obligadas a presentar cuenta de pérdidas y ganancias no abreviada 
procurarán incluir en su Consejo de administración un número de mujeres que permita 
alcanzar una presencia equilibrada de mujeres y hombres en un plazo de ocho años a partir 
de la entrada en vigor de esta Ley. 
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TÍTULO VIII. DISPOSICIONES ORGANIZATIVAS 

Artículo 76. Comisión Interministerial de Igualdad entre mujeres y hombres. 

La Comisión Interministerial de Igualdad entre mujeres y hombres es el órgano 
colegiado responsable de la coordinación de las políticas y medidas adoptadas por los 
departamentos ministeriales con la finalidad de garantizar el derecho a la igualdad entre 
mujeres y hombres y promover su efectividad. 

Su composición y funcionamiento se determinarán reglamentariamente. 

Artículo 77. Las Unidades de Igualdad. 

En todos los Ministerios se encomendará a uno de sus órganos directivos el desarrollo 
de las funciones relacionadas con el principio de igualdad entre mujeres y hombres en el 
ámbito de las materias de su competencia. 

Artículo 78. Consejo de Participación de la Mujer. 

Se crea el Consejo de Participación de la Mujer, como órgano colegiado de consulta y 
asesoramiento, con el fin esencial de servir de cauce para la participación de las mujeres 
en la consecución efectiva del principio de igualdad de trato y de oportunidades entre 
mujeres y hombres, y la lucha contra la discriminación por razón de sexo. 
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4. LEY ORGÁNICA 1/2004, DE 28 DE DICIEMBRE, DE MEDIDAS DE PROTECCIÓN 
INTEGRAL CONTRA LA VIOLENCIA DE GÉNERO. 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

La violencia de género no es un problema que afecte al ámbito privado. Al contrario, se 
manifiesta como el símbolo más brutal de la desigualdad existente en nuestra sociedad. 
Se trata de una violencia que se dirige sobre las mujeres por el hecho mismo de serlo, por 
ser consideradas, por sus agresores, carentes de los derechos mínimos de libertad, 
respeto y capacidad de decisión. 

Nuestra Constitución incorpora en su artículo 15 el derecho de todos a la vida y a la 
integridad física y moral, sin que en ningún caso puedan ser sometidos a torturas ni a penas 
o tratos inhumanos o degradantes. Además, continúa nuestra Carta Magna, estos 
derechos vinculan a todos los poderes públicos y sólo por ley puede regularse su ejercicio. 

La violencia de género se enfoca por esta Ley de un modo integral y multidisciplinar, 
empezando por el proceso de socialización y educación. 

TÍTULO PRELIMINAR 

Artículo 1. Objeto de la Ley. 

1. Esta Ley tiene por objeto actuar contra la violencia que, como manifestación de la 
discriminación, la situación de desigualdad y las relaciones de poder de los hombres sobre 
las mujeres, se ejerce sobre éstas por parte de quienes sean o hayan sido sus cónyuges o 
de quienes estén o hayan estado ligados a ellas por relaciones similares de afectividad, aun 
sin convivencia. 

2. Por esta ley se establecen medidas de protección integral cuya finalidad es prevenir, 
sancionar y erradicar esta violencia y prestar asistencia a las mujeres, a sus hijos menores 
y a los menores sujetos a su tutela, o guarda y custodia, víctimas de esta violencia. 

3. La violencia de género a que se refiere esta Ley comprende todo acto de violencia 
física y psicológica, incluidas las agresiones a la libertad sexual, las amenazas, las 
coacciones o la privación arbitraria de libertad. 

4. La violencia de género a que se refiere esta Ley también comprende la violencia que 
con el objetivo de causar perjuicio o daño a las mujeres se ejerza sobre sus familiares o 
allegados menores de edad por parte de las personas indicadas en el apartado primero. 

Artículo 2. Principios rectores. 

A través de esta Ley se articula un conjunto integral de medidas encaminadas a alcanzar 
los siguientes fines: 

a) Fortalecer las medidas de sensibilización ciudadana de prevención, dotando a los 
poderes públicos de instrumentos eficaces en el ámbito educativo, servicios sociales, 
sanitario, publicitario y mediático. 

b) Consagrar derechos de las mujeres víctimas de violencia de género, exigibles ante las 
Administraciones Públicas, y así asegurar un acceso rápido, transparente y eficaz a los 
servicios establecidos al efecto. 

c) Reforzar hasta la consecución de los mínimos exigidos por los objetivos de la ley los 
servicios sociales de información, de atención, de emergencia, de apoyo y de recuperación 
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integral, así como establecer un sistema para la más eficaz coordinación de los servicios 
ya existentes a nivel municipal y autonómico. 

d) Garantizar derechos en el ámbito laboral y funcionarial que concilien los 
requerimientos de la relación laboral y de empleo público con las circunstancias de 
aquellas trabajadoras o funcionarias que sufran violencia de género. 

e) Garantizar derechos económicos para las mujeres víctimas de violencia de género, 
con el fin de facilitar su integración social. 

f) Establecer un sistema integral de tutela institucional en el que la Administración 
General del Estado, a través de la Delegación Especial del Gobierno contra la Violencia de 
Género18, en colaboración con el Observatorio Estatal de la Violencia sobre la Mujer, 
impulse la creación de políticas públicas dirigidas a ofrecer tutela a las víctimas de la 
violencia contemplada en esta Ley. 

g) Fortalecer el marco penal y procesal vigente para asegurar una protección integral, 
desde las instancias jurisdiccionales, a las víctimas de violencia de género. 

h) Coordinar los recursos e instrumentos de todo tipo de los distintos poderes públicos 
para asegurar la prevención de los hechos de violencia de género y, en su caso, la sanción 
adecuada a los culpables de los mismos. 

i) Promover la colaboración y participación de las entidades, asociaciones y 
organizaciones que desde la sociedad civil actúan contra la violencia de género. 

j) Fomentar la especialización de los colectivos profesionales que intervienen en el 
proceso de información, atención y protección a las víctimas. 

k) Garantizar el principio de transversalidad de las medidas, de manera que en su 
aplicación se tengan en cuenta las necesidades y demandas específicas de todas las 
mujeres víctimas de violencia de género. 

 

TÍTULO I. MEDIDAS DE SENSIBILIZACIÓN, PREVENCIÓN Y DETECCIÓN 
 

MEDIDAS EN EL ÁMBITO EDUCATIVO 

Artículo 3. Planes de sensibilización. 

Desde la responsabilidad del Gobierno del Estado y de manera inmediata a la entrada en 
vigor de esta ley, con la consiguiente dotación presupuestaria, se pondrá en marcha un Plan 
Estatal de Sensibilización y Prevención de la Violencia de Género19 con carácter 
permanente. 

 
 
 
 
 

18 La LO 1/2004 hace referencia a la Delegación Especial del Gobierno contra la Violencia sobre la Mujer 
suprimida por Real Decreto 438/2008, 14 de abril, por el que se aprueba la estructura orgánica básica de los 
departamentos ministeriales. La Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género asume sus 
competencias y es uno de los órganos directivos en los que se estructura el Ministerio de Igualdad. 
 

19 El Plan Nacional de Sensibilización y Prevención de la Violencia de Género fue aprobado por el Consejo 
de Ministros en 2006, cumpliendo lo establecido en la LO de Medidas de Protección Integral contra la VG. 
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Artículo 4. Principios y valores del sistema educativo. 

El sistema educativo español incluirá entre sus fines la formación en el respeto de los 
derechos y libertades fundamentales y de la igualdad entre hombres y mujeres, así como 
en el ejercicio de la tolerancia y de la libertad dentro de los principios democráticos de 
convivencia. 

Igualmente, el sistema educativo español incluirá, dentro de sus principios de calidad, 
la eliminación de los obstáculos que dificultan la plena igualdad entre hombres y mujeres 
y la formación para la prevención de conflictos y para la resolución pacífica de los mismos. 

Artículo 5. Escolarización inmediata en caso de violencia de género. 

Las Administraciones competentes deberán prever la escolarización inmediata de los 
hijos que se vean afectados por un cambio de residencia derivada de actos de violencia de 
género. 

MEDIDAS EN EL ÁMBITO DE LA PUBLICIDAD Y LOS MEDIOS DE COMUNICACIÓN 

Artículo 10. Publicidad ilícita. 

Se considerará ilícita la publicidad que utilice la imagen de la mujer con carácter 
vejatorio o discriminatorio. 

Artículo 12. Titulares de la acción de cesación y rectificación. 

La Delegación Especial del Gobierno contra la Violencia de género21, el Instituto de la 
Mujer u órgano equivalente de cada Comunidad Autónoma, el Ministerio Fiscal y las 
asociaciones que tengan como objetivo único la defensa de los intereses de la mujer 
estarán legitimados para ejercitar ante los Tribunales la acción de cesación de publicidad 
ilícita por utilizar en forma vejatoria la imagen de la mujer. 

TÍTULO II. DERECHOS DE LAS MUJERES VÍCTIMAS DE VIOLENCIA DE GÉNERO 

Artículo 17. Garantía de los derechos de las víctimas. 

1. Todas las mujeres víctimas de violencia de género tienen garantizados los derechos 
reconocidos en esta ley, sin que pueda existir discriminación en el acceso a los mismos. 

2. La información, la asistencia social integral y la asistencia jurídica a las víctimas de la 
violencia de género contribuyen a hacer reales y efectivos sus derechos constitucionales a 
la integridad física y moral, a la libertad y seguridad y a la igualdad y no discriminación por 
razón de sexo. 

3. Los servicios de información y orientación, atención psicosocial inmediata, telefónica 
y en línea, asesoramiento jurídico 24 horas, los servicios de acogida y asistencia social 
integral, consistentes en orientación jurídica, psicológica y social destinadas a las víctimas 
de violencias contra las mujeres tendrán carácter de servicios esenciales. 

Artículo 19. Derecho a la atención integral. 

Las mujeres víctimas de violencia de género tienen derecho a servicios sociales de 
atención, de emergencia, de apoyo y acogida y de recuperación integral. La organización 
de estos servicios por parte de las comunidades autónomas y las Corporaciones Locales 
responderá a los principios de atención permanente, actuación urgente, especialización 
de prestaciones y multidisciplinariedad profesional. 
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También tendrán derecho a la asistencia social integral a través de estos servicios 
sociales los menores que se encuentren bajo la patria potestad o guarda y custodia de la 
persona agredida, o convivan en contextos familiares en los que se cometen actos de 
violencia de género. A estos efectos, los servicios sociales deberán contar con personal 
específicamente formado para atender a los menores, con el fin de prevenir y evitar de 
forma eficaz las situaciones que puedan comportar daños psíquicos y físicos a los menores 
que viven en entornos familiares donde existe violencia de género. En particular, deberán 
contar con profesionales de la psicología infantil para la atención de las hijas e hijos 
menores víctimas de violencia de género, incluida la violencia vicaria. 

Artículo 19 bis. Derecho a la atención sanitaria. 

El Sistema Público de Salud garantizará a las mujeres víctimas de violencia de género, 
así como a sus hijos e hijas, el derecho a la atención sanitaria, con especial atención 
psicológica y psiquiátrica, y al seguimiento de la evolución de su estado de salud hasta su 
total recuperación, en lo concerniente a la sintomatología o las secuelas psíquicas y físicas 
derivadas de la situación de violencia sufrida. Asimismo, los servicios sanitarios deberán 
contar con psicólogos infantiles para la atención de los hijos e hijas menores que sean 
víctimas de violencia vicaria. 

Artículo 20. Asistencia jurídica. 

Las víctimas de violencia de género tienen derecho a recibir asesoramiento jurídico 
gratuito en el momento inmediatamente previo a la interposición de la denuncia, y a la 
defensa y representación gratuitas por abogado y procurador en todos los procesos y 
procedimientos administrativos que tengan causa directa o indirecta en la violencia 
padecida. En estos supuestos, una misma dirección letrada deberá asumir la defensa de 
la víctima, siempre que con ello se garantice debidamente su derecho de defensa. Este 
derecho asistirá también a los causahabientes en caso de fallecimiento de la víctima, 
siempre que no fueran partícipes en los hechos. En todo caso, se garantizará la defensa 
jurídica, gratuita y especializada de forma inmediata a todas las víctimas de violencia de 
género que lo soliciten. 

Igualmente, los Colegios de Abogados adoptarán las medidas necesarias para la 
designación urgente de letrado/a de oficio en los procedimientos que se sigan por violencia 
de género y para asegurar su inmediata presencia y asistencia a las víctimas. 

Los Colegios de Procuradores adoptarán las medidas necesarias para la designación 
urgente de procurador/a en los procedimientos que se sigan por violencia de género 
cuando la víctima desee personarse como acusación particular. 

El abogado/a designado para la víctima tendrá también habilitación legal para la 
representación procesal de aquella hasta la designación del procurador/a, en tanto la 
víctima no se haya personado como acusación. Hasta entonces cumplirá el abogado/a el 
deber de señalamiento de domicilio a efectos de notificaciones y traslados de 
documentos. 

Las víctimas de violencia de género podrán personarse como acusación particular en 
cualquier momento del procedimiento si bien ello no permitirá retrotraer ni reiterar las 
actuaciones ya practicadas antes de su personación, ni podrá suponer una merma del 
derecho de defensa del acusado. 
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Artículo 21. Derechos laborales y de Seguridad Social. 

1. La trabajadora víctima de violencia de género tendrá derecho, en los términos 
previstos en el Estatuto de los Trabajadores, a la reducción o a la reordenación de su tiempo 
de trabajo, a la movilidad geográfica, al cambio de centro de trabajo, a la adaptación de su 
puesto de trabajo y a los apoyos que precise por razón de su discapacidad para su 
reincorporación, a la suspensión de la relación laboral con reserva de puesto de trabajo y a 
la extinción del contrato de trabajo. 

3. Las empresas que formalicen contratos de interinidad, para sustituir a trabajadoras 
víctimas de violencia de género que hayan suspendido su contrato de trabajo o ejercitado 
su derecho a la movilidad geográfica o al cambio de centro de trabajo, tendrán derecho a 
una bonificación del 100 por 100 de las cuotas empresariales a la Seguridad Social por 
contingencias comunes, durante todo el período de suspensión de la trabajadora 
sustituida o durante seis meses en los supuestos de movilidad geográfica o cambio de 
centro de trabajo. Cuando se produzca la reincorporación, ésta se realizará en las mismas 
condiciones existentes en el momento de la suspensión del contrato de trabajo. 

4. Las ausencias o faltas de puntualidad al trabajo motivadas por la situación física o 
psicológica derivada de la violencia de género se considerarán justificadas y serán 
remuneradas, cuando así lo determinen los servicios sociales de atención o servicios de 
salud, según proceda, sin perjuicio de que dichas ausencias sean comunicadas por la 
trabajadora a la empresa a la mayor brevedad. 

Artículo 23. Acreditación de situaciones de violencia de género. 

Las situaciones de violencia de género que dan lugar al reconocimiento de los derechos 
regulados en esta ley se acreditarán mediante una sentencia condenatoria por cualquiera 
de las manifestaciones de la violencia contra las mujeres previstas en esta ley, una orden 
de protección o cualquier otra resolución judicial que acuerde una medida cautelar a favor 
de la víctima, o bien por el informe del Ministerio Fiscal que indique la existencia de indicios 
de que la demandante es víctima de violencia de género. También podrán acreditarse las 
situaciones de violencia contra las mujeres mediante informe de los servicios sociales, de 
los servicios especializados, o de los servicios de acogida de la Administración Pública 
competente destinados a las víctimas de violencia de género, o por cualquier otro título, 
siempre que ello esté previsto en las disposiciones normativas de carácter sectorial que 
regulen el acceso a cada uno de los derechos y recursos. 

En el caso de víctimas menores de edad, la acreditación podrá realizarse, además, por 
documentos sanitarios oficiales de comunicación a la Fiscalía o al órgano judicial. 

Artículo 27. Ayudas sociales. 

1. Cuando las víctimas de violencia de género careciesen de rentas superiores, en 
cómputo mensual, al 75% del salario mínimo interprofesional, excluida la parte 
proporcional de dos pagas extraordinarias, recibirán una ayuda de pago único, siempre que 
se presuma que debido a su edad, falta de preparación general o especializada y 
circunstancias sociales, la víctima tendrá especiales dificultades para obtener un empleo 
y por dicha circunstancia no participará en los programas de empleo establecidos para su 
inserción profesional. 

2. El importe de esta ayuda será equivalente al de seis meses de subsidio por desempleo. 
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Cuando la víctima de la violencia ejercida contra la mujer tuviera reconocida oficialmente 
una discapacidad en grado igual o superior al 33%, el importe será equivalente a doce 
meses de subsidio por desempleo. 

4. En el caso de que la víctima tenga responsabilidades familiares, su importe podrá 
alcanzar el de un período equivalente al de 18 meses de subsidio, o de 24 meses si la 
víctima o alguno de los familiares que conviven con ella tiene reconocida oficialmente una 
minusvalía en grado igual o superior al 33%, en los términos que establezcan las 
disposiciones de desarrollo de la presente Ley. 

TÍTULO III. TUTELA INSTITUCIONAL 

Artículo 29. La Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género. 

1. La Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género, adscrita al Ministerio de 
Igualdad o al departamento con competencias en la materia, formulará las políticas 
públicas en relación con la violencia de género a desarrollar por el Gobierno y elaborará la 
Macroencuesta de Violencia contra las Mujeres.  

2. La persona titular de la Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género estará 
legitimada ante los órganos jurisdiccionales para intervenir en defensa de los derechos y 
de los intereses tutelados en esta ley en colaboración y coordinación con las 
administraciones con competencias en la materia. 

Artículo 30. Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer. 

1. Se constituirá el Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer, como órgano 
colegiado adscrito al Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales20, al que corresponderá el 
asesoramiento, evaluación, colaboración institucional, elaboración de informes y 
estudios, y propuestas de actuación en materia de violencia de género. Estos informes, 
estudios y propuestas considerarán de forma especial la situación de las mujeres con 
mayor riesgo de sufrir violencia de género o con mayores dificultades para acceder a los 
servicios. En cualquier caso, los datos contenidos en dichos informes, estudios y 
propuestas se consignarán desagregados por sexo. 

2. El Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer remitirá al Gobierno y a las 
Comunidades Autónomas, con periodicidad anual, un informe sobre la evolución de la 
violencia ejercida sobre la mujer, con determinación de los tipos penales que se hayan 
aplicado, y de la efectividad de las medidas acordadas para la protección de las víctimas.  

 
 
 
 
 

20 En la actualidad, el Observatorio Estatal se encuentra adscrito al Ministerio de Igualdad.  
Real Decreto 246/2024, de 8 de marzo, por el que se desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de 
Igualdad, y se modifica el RD 1009/2023, de 5 de diciembre, por el que se establece la estructura orgánica 
básica de los departamentos ministeriales: “Se adscribe al Ministerio de Igualdad el Observatorio Estatal de 
Violencia sobre la Mujer, a través de la Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género, cuya persona 
titular ejercerá su presidencia”. 
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5. III CONVENIO COLECTIVO DE PUERTOS DEL ESTADO Y AUTORIDADES 
PORTUARIAS. 

DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 1. Ámbito funcional y territorial. 

El presente Convenio Colectivo Sectorial es de aplicación a las relaciones laborales del 
personal que presta servicios en los Organismos Públicos Puertos del Estado y Autoridades 
Portuarias, excepto para los puestos de trabajo de Fuera de Convenio (Subdirectores, Jefes 
de Área, Jefes de Departamento, Jefes de División, Jefes de Unidad y Secretarías de Fuera 
de Convenio). 

Artículo 2. Ámbito temporal y denuncia del convenio. 

Este Convenio Colectivo será de aplicación, desde 1 de enero de 2019 hasta el 31 de 
diciembre de 2026, excepto en aquellos conceptos para los que se establecen fechas de 
vigencia diferentes. 

Artículo 3. Ámbito personal. 

Este Convenio afectará al conjunto del Sistema Portuario de Titularidad Estatal que 
conforma el Sector Empresarial de carácter público y dependiente del Ministerio de 
Fomento21, a tenor de lo establecido en el Texto Refundido de la Ley de Puertos del Estado 
y de la Marina Mercante, aprobado mediante Real Decreto Legislativo 2/2011, de 5 de 
septiembre (en adelante, TRLPEMM). 

Como trabajador/a, afectará a la totalidad del personal de Puertos del Estado y de las 
Autoridades Portuarias comprendidos en su ámbito funcional (Grupo II: Responsables y 
Técnicos y Grupo III: Profesionales) incluidos en la clasificación profesional. 

La parte social queda integrada por las Centrales Sindicales firmantes de este Convenio, 
en representación de los trabajadores/as. 

Artículo 4. Acuerdos de empresa y concurrencia. 

Las materias reguladas en el Convenio Colectivo, no podrán ser objeto de negociación 
en los ámbitos inferiores. 

En los supuestos de remisión, por parte de este Convenio Colectivo a los Acuerdos de 
Empresa a que se refiere el art. 48.3 del TRLPEMM22, las partes que los negocien deberán 
realizar un desarrollo estricto de las materias que determine el Convenio Colectivo, a los 

 
 
 
 
 

21 Su actual denominación es “Ministerio de Transportes y Movilidad Sostenible”, según Real Decreto 253/2024, 
de 12 de marzo. 

 

22 Las Autoridades Portuarias y Puertos del Estado negociarán un convenio colectivo que regule las relaciones 
laborales del personal no directivo ni técnico del conjunto del sistema portuario. En el ámbito de cada 
organismo público portuario se negociará un acuerdo de empresa, en materia de productividad y otros 
aspectos específicos que le sean asignados por el convenio colectivo. Este acuerdo tendrá carácter normativo 
y su vigencia será, como máximo, la del convenio colectivo 
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efectos de su eficaz aplicación, sin que ello pueda suponer en ningún caso alteración 
alguna de lo pactado en el Convenio Colectivo, ni vulneración de los criterios establecidos 
en el mismo en las distintas materias. 

Los Acuerdos de Empresa serán negociados en cada Autoridad Portuaria una vez hayan 
sido asignados los correspondientes recursos por Puertos del Estado, y deberán 
acompañar a la documentación del Plan de Empresa en su presentación ante Puertos del 
Estado, para ser aprobados junto con el citado Plan, remitiendo copia del referido Acuerdo 
a la Comisión Paritaria del Convenio. 

Los Acuerdos de Empresa son parte integrante del Convenio Colectivo y regularán su 
propia vigencia, que será como máximo la del Convenio Colectivo y como mínimo un año, 
en consecuencia, estos deberán ser negociados en cada ámbito por el Comité de 
Empresa/Delegados de Personal y, en todo caso, se garantizará la presencia de los 
firmantes de este Convenio si no tuviesen representación. Respecto del contenido 
económico, se negociará anualmente la parte correspondiente a las dotaciones 
adicionales que, en su caso, se autoricen dentro de los límites presupuestarios. 

Serán nulos los acuerdos alcanzados en dicho ámbito que no estén aprobados y 
comunicados a la Comisión Paritaria y/o sobrepasen la masa autorizada. 

Artículo 6. Comisiones. 

I. Paritaria. Durante la vigencia del presente Convenio, se constituirá una Comisión 
Paritaria. Para dar trámite a un conflicto o demanda ante esta Comisión Paritaria, la 
cuestión deberá ser expuesta por cualquiera de los firmantes de este Convenio. 

Composición: 
La Comisión estará formada por 30 miembros. De ellos 15 representarán a Puertos del 

Estado y a las Autoridades Portuarias y 15 a los trabajadores/as. Los miembros de la Parte 
Social serán designados por cada una de las Centrales Sindicales firmantes. 

Competencias de la Comisión Paritaria: 
– Interpretar la totalidad del articulado del presente Convenio, y vigilar el cumplimiento 

de lo pactado. 
– Actuar en los Conflictos Colectivos Jurídicos o de Interés del presente Convenio y 

servir de cauce negociador en tiempo de preaviso de huelga, de conformidad con el 
Procedimiento que se regula en este artículo. 

– Conflictos de interpretación o aplicación de los Acuerdos de Empresa. 
– Conocimiento de los Acuerdos de Empresa aprobados en el ámbito de los respectivos 

Organismos Públicos. 
– Revisiones salariales y sus tablas retributivas. 
– Actualizar los procedimientos del modelo de competencias conjuntamente con sus 

Anexos definitorios, de conformidad a lo establecido en la Disposición Transitoria Segunda 
de este Convenio. 

– Proponer la modificación o inclusión de nuevos artículos del Convenio, para su 
posterior remisión a la Mesa Negociadora, quien deberá aprobar, en su caso, las mismas, 
salvo que éstas se deriven de la aplicación de normativa legal, en cuyo caso será 
directamente incluida. 
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– Cualquier otra competencia que expresamente le venga atribuida en este Convenio. 

Artículo 9. Movilidad funcional y polivalencia. 

Se establece la movilidad funcional entre Grupos y Bandas y se pacta expresamente la 
polivalencia entre los diferentes Grupos con los límites de las titulaciones académicas o 
profesionales precisas para ejercer la prestación laboral y con respeto a la dignidad del 
trabajador/a. 

Artículo 12. Clasificación profesional. 

Las partes firmantes del presente Convenio, adoptan el modelo de gestión por 
competencias como instrumento de gestión de recursos humanos. 

El sistema de clasificación que se contempla en este Convenio se estructura en Grupos, 
Bandas y Niveles y se establece con el fin de ordenar las ocupaciones atendiendo a las 
competencias requeridas para cada puesto, formación y capacitaciones tanto técnicas 
como conductuales para ejercer las tareas y cometidos de los distintos niveles de la 
prestación del servicio, facilitar la movilidad del personal y favorecer su promoción. 

El Grupo Profesional agrupa unitariamente las aptitudes profesionales, las titulaciones 
y el contenido general de la prestación laboral que se corresponde con las mismas. 

La Banda agrupa, dentro de los grupos profesionales, el conjunto de contenidos y tareas 
que, por su naturaleza, se asocian a determinadas profesiones oficios o ramas de actividad 
profesional. 

El Nivel se define como el conjunto de competencias que delimitan el grado de 
complejidad de cada una de las ocupaciones. 

En materia de clasificación profesional, los Grupos Profesionales (Grupo II y Grupo III) se 
dividen en bandas y niveles con arreglo a lo siguiente: 

Grupo II: Responsables y Técnicos: 
Banda I. Niveles del 1 a 8 (Responsables). 
Banda II. Niveles del 1 a 8 (Técnicos). 
Grupo III: Profesionales: 
Banda I. Niveles del 1 a 7 (Jefes de Equipo y Patrón Trafico Interior). 
Banda II. Niveles del 1 a 7 (Ocupaciones Profesionales). 

Artículo 13. Ingresos, periodo de prueba y promoción. 

I. Ingresos y periodo de prueba. El sistema de selección se ajustará a la normativa 
general presupuestaria y sobre empleo vigente en cada momento y se realizará de acuerdo 
al derecho laboral y conforme a estos criterios: 

a) Debe basarse en los principios de igualdad, mérito y capacidad y hacerse mediante 
convocatoria pública. 

b) Ha de ajustarse a la normativa laboral y presupuestaria y realizarse de acuerdo con 
las necesidades de personal definidas por el Organismo Público respectivo. 

c) Los requisitos de ingreso serán, en todo caso: 
– Titulación y aptitud suficiente para la ocupación, de acuerdo con el sistema de 

clasificación profesional. 
– Haber cumplido la edad que fijen las leyes. 
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– Acreditar las condiciones y preparación suficientes que se exigen para el desempeño 
de la ocupación de que se trate, superando, en su caso, las correspondientes pruebas. 

d) Con carácter general, la selección se efectuará por concurso-oposición, oposición 
o por concurso de méritos. 

e) El Organismo Público designará el Tribunal y establecerá las bases de la 
convocatoria, de acuerdo con los criterios establecidos por la Comisión Local de 
Competencias. Los órganos de Selección serán colegiados y su composición deberá 
ajustarse a los principios de imparcialidad y profesionalidad de sus miembros, 
posibilitando en la medida de lo posible la paridad en su composición. La pertenencia a los 
órganos de selección será siempre a título personal, no pudiendo ostentarse ésta en 
representación o por cuenta de nadie. Asimismo, se recabará información al Comité de 
Empresa sobre aquellos trabajadores/as de la Autoridad Portuaria o Puertos del Estado con 
formación igual o superior a la plaza convocada para que sean seleccionados por la 
Dirección como miembros del Tribunal. 

f) Las pruebas de selección podrán realizarse con el auxilio de Organismos 
competentes o Empresas especializadas, incorporando los resultados de las mismas al 
expediente que ha de juzgar el Tribunal. 

g) Regirá el principio de agrupación de plazas, en orden a la economía de 
procedimiento y presupuestario. 

h) Presencia equilibrada: Los órganos de selección responderán al principio de 
presencia equilibrada entre hombres y mujeres. Se entenderá por composición 
equilibrada la presencia de mujeres y de hombres de forma que, en el conjunto a que se 
refiera, las personas de cada sexo no superen el 60 % ni sean menos del 40 %. En caso de 
no contar con dicha presencia, se emitirá informe razonado que objetive los impedimentos 
para alcanzar el equilibrio establecido en el párrafo anterior. 

i) El abono de indemnizaciones o compensaciones por asistencia a Tribunales de 
Oposiciones y Concursos, para convocatoria fijas o temporales ha de efectuarse según lo 
regulado en el Real Decreto 462/2002, de 24 de mayo, y Disposiciones Complementarias 
sobre Indemnizaciones por Razón de Servicio en el Sector Público. 

j) El personal de nuevo ingreso estará sometido a un periodo de prueba en el que no se 
computará el tiempo de incapacidad temporal y cuya duración será de tres meses para el 
Grupo Profesional II y de un mes para los demás trabajadores/as; dichos períodos se 
incluirán por escrito en los respectivos contratos. Transcurrido este periodo de prueba 
quedará automáticamente formalizada la admisión, siendo computado al trabajador/a 
este periodo a todos los efectos. Durante este periodo, tanto el Organismo Público como 
el trabajador/a podrán poner fin a la relación laboral, sin que ninguna de las partes tenga 
por ello derecho a indemnización alguna.  

La situación de Incapacidad Temporal, que afecte al trabajador/a en período de prueba, 
interrumpirá el cómputo del mismo. 

k) En convocatorias de carácter restringido entre Administraciones Públicas estatales 
o intraportuarias se atenderá a las resoluciones, instrucciones o bases de convocatorias 
autorizadas por el órgano de la administración competentes respecto de las primeras y, a 
través de concurso de méritos las segundas. 
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II. Promoción. Para los empleados de Autoridades Portuarias y Puertos del Estado no 
se les exigirá titulación para promoción interna, salvo que la misma sea necesaria y 
específica para desempeñar el puesto según la legislación vigente y conforme al modelo 
de gestión por competencias. 

Artículo 18. Jornada. 

La jornada de trabajo general será como máximo de treinta y siete horas y media 
semanales. El cómputo del horario se realizará para cada ejercicio y resultará sobre una 
jornada diaria de siete horas y media por el número de días hábiles de trabajo de cada uno 
de los años. 

Cuando se trabaje en régimen de jornada partida ha de respetarse, con carácter general, 
un descanso entre los dos períodos de trabajo no superior a dos horas; en la jornada 
continuada, el descanso será como mínimo de veinte minutos computables como trabajo 
efectivo. 

Artículo 19. Trabajo a turnos. 

Se considerará trabajo a turnos toda forma de organización en equipo según la cual los 
trabajadores/as ocupan sucesivamente los mismos puestos de trabajo, según un cierto 
ritmo, continuo o discontinuo, implicando para el trabajador/a la necesidad de prestar sus 
servicios en horas diferentes en un período determinado de semanas o de meses. 

Ningún trabajador/a estará en el turno de noche más de dos semanas consecutivas, 
salvo adscripción voluntaria a dicho turno o que hubiese sido contratado para trabajar en 
período nocturno, que es el comprendido entre las diez de la noche y las seis de la 
mañana. 

Artículo 20. Trabajo nocturno. 

Se considera trabajo nocturno el efectuado entre las diez de la noche y las seis de la 
mañana, incrementándose la retribución en un 30% del salario base, salvo que el salario 
se haya establecido atendiendo a que el trabajo sea nocturno por su propia naturaleza, o 
que este trabajo esté retribuido en un plus creado para tal fin. 

Los trabajadores/as que realicen trabajos nocturnos a los que se reconozcan, a través de 
los mecanismos de vigilancia de la salud, problemas de salud ligados al hecho de su 
trabajo nocturno tendrán derecho a ser destinados a un puesto de trabajo diurno que exista 
en el Organismo Público y para el que sean profesionalmente aptos. 

Las mujeres embarazadas o en periodo de lactancia, no trabajaran entre las 22.00 horas 
y las 06.00 horas. 

Artículo 23. Vacaciones. 

Todos los trabajadores/as disfrutarán de vacaciones anuales retribuidas, que tendrán la 
duración del mes natural en que se disfruten de 22 días hábiles. 

Las vacaciones anuales retribuidas se podrán fraccionar según lo establecido en los 
Acuerdos de Empresa sin que en ninguno de estos casos se sobrepasen los 22 días hábiles. 

Asimismo, los trabajadores/as tendrán derecho a un día hábil adicional al cumplir los 
quince años de servicio, añadiéndose un día más al cumplir los veinte, veinticinco y treinta 
años de servicio, respectivamente, hasta un total de 26 días hábiles por año natural. 
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Este derecho se hará efectivo a partir del mes natural siguiente al del cumplimiento de 
los años de servicio señalados en el párrafo anterior. 

Las vacaciones no podrán ser sustituidas por compensaciones económicas, ni 
acumuladas a las de años siguientes y/o sucesivos. 

Al personal que durante el año no haya disfrutado las vacaciones por suspensión o 
extinción de su contrato de trabajo, se le abonará la parte correspondiente al periodo de 
trabajo efectuado. 

Artículo 24. Licencias sin retribución. 

El personal que haya cumplido al menos un año de servicio efectivo podrá solicitar 
licencia sin sueldo por plazo no inferior a quince días ni superior a seis meses. Dichas 
licencias les serán concedidas dentro de los treinta días siguientes al de la solicitud, 
siempre que lo permitan las necesidades del servicio. La duración acumulada de estas 
licencias no podrá exceder de seis meses cada dos años. 

Durante el citado periodo, el trabajador/a se encontrará en situación de alta en el 
organismo público, manteniéndose la obligación de cotizar por parte de ésta. 

PREVENCIÓN DE RIESGOS LABORALES 

Artículo 32. Representación. 

La participación de los trabajadores/as en materia de prevención de riesgos laborales se 
canalizará a través de los Delegados-as de Prevención y, en su caso, del Comité de 
Seguridad y Salud, de naturaleza paritaria y colegiada. 

Artículo 33. Delegados/delegadas de prevención. 

a) Número y elección: Los Delegados/delegadas de Prevención son los representantes 
específicos de los trabajadores/a en materia de prevención de riesgos laborales. Serán 
designados por los miembros de los Comités de Empresa o, en su caso, los 
Delegados/Delegadas de Personal, con arreglo a la siguiente escala: 

– Organismos Públicos de 50 a 100 trabajadores/as: 3 Delegados/as de Prevención. 

– Organismos Públicos de 101 a 200 trabajadores/as: 4 Delegados/as de Prevención. 

– Organismos Públicos de más de 200 trabajadores/as: 5 Delegados/as de Prevención. 

En los Organismos Públicos inferiores a 50 trabajadores/as los Delegados/as de 
Prevención serán los Delegados/as de Personal. 

Artículo 34. Comité de seguridad y salud laboral. 

a) Constitución y naturaleza. En cada Autoridad Portuaria y en Puertos del Estado se 
constituirá un Comité de Seguridad y Salud, órgano de participación de naturaleza paritaria 
y colegiada destinado a la consulta regular y periódica de las actuaciones de dichos 
Organismos Públicos en materia de prevención de riesgos laborales, siempre que el 
número de trabajadores/as y trabajadores/as sea de cincuenta o más. 

b) Composición. El Comité estará formado de manera paritaria por los 
Delegados/Delegadas de Prevención, de una parte, y por los representantes designados 
por la Autoridad Portuaria o Puertos del Estado, de la otra. 
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En las reuniones del Comité de Seguridad y Salud participarán, con voz pero sin voto, los 
Delegados/Delegadas Sindicales y los responsables técnicos de la prevención en la 
empresa que no estén incluidos en la composición a la que se refiere el párrafo anterior. En 
las mismas condiciones podrán participar trabajadores/as de la empresa que cuenten con 
una especial cualificación o información respecto de concretas cuestiones que se debatan 
en este órgano y técnicos en prevención ajenos a la empresa, siempre que así lo solicite 
alguna de las representaciones en el Comité. 

REPRESENTACIÓN COLECTIVA 

Artículo 43. Cauces de la representación colectiva. 

La representación colectiva se llevará a cabo a través de la representación unitaria o 
legal y de la representación sindical.  

Los Sindicatos que tengan la condición de más representativos y sean firmantes del 
presente Convenio podrán constituir una Bolsa de Horas con la totalidad o parte de los 
derechos y garantías del conjunto de sus miembros con derecho a crédito horario, dentro 
del ámbito de negociación de este Convenio Colectivo, con la regulación que se establezca 
al respecto mediante acuerdo con la representación empresarial. 

Artículo 44. Comités de empresa y delegados de personal. 

Composición de la representación unitaria o legal: La representación unitaria o legal de 
los trabajadores/as corresponde a los Delegados de Personal en los Organismos Públicos 
de menos de 50 trabajadores/as y al Comité de Empresa en aquellos de 50 o más 
trabajador/aes. 

El Comité de Empresa es el órgano representativo, colegiado y unitario del conjunto de 
los trabajadores/as para la defensa de sus intereses. 

El número de miembros de cada Comité de Empresa se determinará de acuerdo con el 
Estatuto de los Trabajadores, en función del número de trabajadores/as en el momento de 
celebración de las elecciones sindicales. 

RÉGIMEN DISCIPLINARIO 

Artículo 47. Competencias sancionadoras. 

La facultad sancionadora radica en el Presidente del Organismo Público en el que el 
trabajador/a preste sus servicios o en el Director por delegación de aquél. 

La competencia para la iniciación de expedientes disciplinarios estará atribuida a los 
Presidentes respectivos o Directores por delegación. 

Artículo 48. Faltas. 

Las faltas disciplinarias de los trabajadores/as, cometidas con ocasión o como 
consecuencia de su trabajo, se clasificarán en: leves, graves y muy graves, atendiendo el 
grado de intencionalidad, descuido o negligencia que se revele en la conducta, el daño al 
interés público, la reiteración o reincidencia, así como el grado de participación y el 
descrédito para la imagen pública de la Administración. 

El personal que indujere a otros a la realización de actos o conductas constitutivos de 
falta disciplinaria incurrirán en la misma responsabilidad que éstos. 



TEMARIO OPERADOR DE MEDIOS MECÁNICOS – III CONVENIO COLECTIVOS PE Y APs 

110 

Igualmente, incurrirán en responsabilidad el personal que encubriere las faltas 
consumadas muy graves o graves, cuando de dichos actos se derive daño grave para la 
Administración o los ciudadanos. 

Artículo 49. Sanciones. 

Las sanciones que podrán imponerse en función de la clasificación de las faltas serán 
las siguientes: 

a) Por faltas leves: 
– Amonestación por escrito. 
– Suspensión de empleo y sueldo de hasta dos días. 
b) Por faltas graves: 
– Suspensión de empleo y sueldo de dos a treinta. 
– Suspensión del derecho a concurrir a pruebas selectivas o concursos de ascenso por 

un período de uno a dos años. 
c) Por faltas muy graves: 
– Suspensión de empleo y sueldo por más de un mes y no superior a dos años. 
– Inhabilitación para el ascenso por un período de dos a seis años. 
– Despido disciplinario. 
Para aquellos supuestos contemplados en el apartado c.24 del punto anterior que  

Artículo 50. Procedimiento disciplinario. 

En el procedimiento sancionador quedará establecido la debida separación entre la fase 
instructora y la sancionadora, encomendándose a órganos distintos. 

Las sanciones por faltas graves y muy graves requerirán la tramitación previa de 
expediente disciplinario. La imposición de faltas leves se llevará a cabo por procedimiento 
sumario con audiencia al interesado. 

Las infracciones muy graves prescribirán a los 3 años, las graves a los 2 años y las leves 
a los 6 meses; las sanciones impuestas por faltas muy graves prescribirán a los 3 años, las 
impuestas por faltas graves a los 2 años y las impuestas por faltas leves al año. 

El plazo de prescripción de las faltas comenzará a contarse desde que se hubieran 
cometido, y desde el cese de su comisión cuando se trate de faltas continuadas. 

El de las sanciones, desde la firmeza de la resolución sancionadora. 
Cuando de la instrucción de un procedimiento disciplinario resulte la existencia de 

indicios fundados de criminalidad, se suspenderá su tramitación poniéndolo en 
conocimiento del Ministerio Fiscal. 

Cuando el trabajador/a sea representante legal de los trabajadores/as o delegado/a 
sindical, se establecerá, con carácter previo a la imposición de la sanción por faltas graves 
y muy graves, un plazo de tres días hábiles a fin de dar audiencia al mismo y a los restantes 
miembros de la representación a que el trabajador/a perteneciera, así como a los 
delegados sindicales en el supuesto de que el trabajador/a sancionado estuviera afiliado a 
un sindicato y así constara al organismo público. 
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MODELO DE GESTIÓN POR COMPETENCIAS 

Las partes firmantes del presente Convenio Colectivo, adoptan el modelo de gestión por 
competencias como instrumento de gestión de recursos humanos. 

CONCEPTOS BÁSICOS DE LA GESTIÓN POR COMPETENCIAS  

Las competencias son los conocimientos, capacidades y cualidades profesionales 
necesarios para desempeñar un conjunto de funciones y tareas. Pueden ser técnicas (de 
conocimiento) y genéricas (de cualidades profesionales). El Convenio incluye el Directorio 
de Competencias en el que aparecen recogidas 36 competencias, 30 técnicas y 6 
genéricas. Las Competencias Técnicas están relacionadas con lo académico y la 
capacidad de hacer, con el contenido funcional de las ocupaciones y son susceptibles de 
modificación y aprendizaje mediante la formación y la experiencia. Las Competencias 
Genéricas (comunicar; gestionar; liderar; negociar; planificar; trabajo en equipo) 
constituyen un conjunto de patrones de conducta y características personales, 
observables y medibles. Están relacionadas con las habilidades de gestión necesarias para 
desempeñar distintas ocupaciones, con el nivel jerárquico de la ocupación y no son 
susceptibles de desarrollo y modificación mediante la experiencia. 

La organización se estructura a través de las ocupaciones, que son el conjunto de 
funciones y tareas que los empleados deben desarrollar. Las ocupaciones se recogen y 
describen en el Catálogo de Ocupaciones que define su misión y funciones principales. El 
marco de clasificación diferencia las ocupaciones en grupos “lo que es”, bandas “lo que 
hace” y niveles “lo que aporta”. 

OCUPACIÓN: OPERADOR DE MEDIOS MECÁNICOS  

Ocupación Clasificación Profesional 
Operador de Medios Mecanicos Grupo III Banda II 

 

Misión principal: Manipular maquinaria o equipos vinculados a la operativa portuaria y 
realizar su mantenimiento general, velando por su adecuado funcionamiento. 

Funciones principales: 
• Manipular maquinas o equipos con movilidad en todo el Puerto. 
• Detectar averías mecánicas o eléctricas en las máquinas o equipos utilizados. 
• Realizar el mantenimiento general de la maquinaria o equipos del Puerto, velando por su 
adecuado funcionamiento. 
• Observar el cumplimiento de las políticas de seguridad, protección de datos, calidad y 
medioambiente establecidas en el ámbito de su ocupación. 
• Gestionar la documentación administrativa derivada de la actividad. 
• Apoyar a los distintos departamentos en las actividades relacionadas con el contenido 
de sus funciones. 
• Gestionar los recursos materiales asignados, utilizando todos los medios puestos a su 
disposición para el desempeño de sus funciones. 

• Cualquier otra actividad relacionada con la misión de la ocupación.
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6. REFERENCIAS LEGISLATIVAS  

El temario se compone de un extracto de las siguientes normas: 

- Constitución Española. Última actualización publicada el 17/02/2024. 

- Real Decreto Legislativo 2/2011, de 5 de septiembre, por el que se aprueba el Texto 
Refundido de la Ley de Puertos del Estado y de la Marina Mercante., Última 
actualización publicada el 29 de enero de 2025. 

- Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y 
hombres. Última actualización publicada el 02/08/2024. 

- Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra 
la Violencia de Género. Última actualización publicada el 07/09/2022. 

- Resolución de 13 de junio de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 
registra y publica el III Convenio colectivo de Puertos del Estado y Autoridades 
Portuarias. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 




